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4
La Iniciativa sobre la Paz y 
Transiciones Inclusivas (Inclu-
sive Peace and Transition Ini-
tiative, IPTI), vinculada al Gra-
duate Institute de Ginebra en 
Suiza, es una institución situada 
entre el mundo académico y la 
práctica. Basados en proyectos 
de investigación sobre el papel 
de diferentes actores en proce-
sos de paz y transición en varios 
contextos globales, IPTI ha ge-
nerado análisis comparativos so-
bre algunas preguntas claves re-
levantes para la sociedad civil en 
Colombia y su papel en la cons-
trucción de una paz inclusiva.

El proyecto piloto Impacto Paz 
(Impact Local Peace/ILP), 
implementado entre enero del 
2018 y mayo del 2019, ha gene-
rado procesos de intercambio y 
reflexión con y entre actores de 
la sociedad civil en varios con-
textos. El propósito es explorar 
y articular conjuntamente los 
marcos de reflexión y las herra-
mientas de acción colectiva de la 
sociedad civil con el objetivo de: 

—Contribuir a la claridad con-
ceptual sobre la temática de so-
ciedad civil, construcción de paz 
e inclusión.
—Generar pensamiento crítico 
y facilitar la reflexión con respec-
to a las dinámicas de la sociedad 
civil y su impacto en procesos de 
construcción de paz inclusivos. 
—Generar insumos técnicos en 
materia de construcción de paz 
para las consideraciones estra-
tégicas de la sociedad civil (rela-
ción entre coherencia e impacto 
colectivo, inclusión y relevancia 
contextual). 

Para el caso de Colombia se for-
mó un pequeño núcleo de orga-
nizaciones activas en cuestiones 
de paz y participación ciudada-
na, coordinado por Alianza para 
la Paz (APAZ) y conformado 
por el Secretariado Nacional de 
Pastoral Social (SNPS), Foro 
Nacional por Colombia, el Cen-
tro de Investigación y Educa-
ción Popular (Cinep), la Corpo-
ración de Investigación y Acción 
Social y Económica (Ciase), Po-
licéntrico y el Extituto de Políti-
ca Abierta. Los objetivos de tra-
bajo conjunto del grupo núcleo 
han sido:

1.Generación de conocimiento 
de manera colectiva.
2.Realización de actividades es-
tratégicas que buscaron relacio-
nar la teoría con la práctica. 
3.Intercambio de conocimientos 
de experiencias internacionales 

Se presenta aquí el resultado 
documental de un proceso que 
buscó, además de los objetivos 
ya expuestos, la articulación y 
cohesión de diferentes organiza-
ciones de sociedad civil. En tan-
to que los países y sus realidades 
son diversas, las expresiones de 
sociedad civil que responden y 
aportan a la superación de los 
retos son también diversas. De 
esa cuenta, por sociedad civil se 
entiende aquí una diversidad de 
expresiones ciudadanas, indivi-
duales y colectivas, organizadas 
y no organizadas que se autode-
finen y diferencian entre sí y res-
pecto del Estado. Sin embargo, 
algunas de ellas se identifican 
en torno a objetivos comunes 
orientados a construir una so-

ciedad en donde la democracia 
participativa sea la regla que rija 
la convivencia en paz. 

Este reporte sistematiza los re-
sultados de las investigaciones e 
iniciativas impulsadas por cada 
una de las organizaciones parti-
cipantes. Si bien cuenta con hi-
los conductores que organizan 
la estructura del documento, es 
la diversidad de pensamiento 
y de acción la que enriquece 
el abanico de organizaciones 
de sociedad civil. La articula-
ción es, al final de cuentas, el 
ejercicio de complementar las 
especialidades y potenciar los 
esfuerzos. La aspiración de 
construir una sociedad inclu-
siva como condición necesaria 
para la paz es el horizonte co-
mún que aglutina los esfuerzos 
aquí plasmados. 

En la primera sección se pre-
senta el análisis de la sociedad 
civil desde la perspectiva del 
contexto colombiano. Ese re-
corrido no puede hacerse de 
forma aislada a las trayectorias 
de la larga historia de conflic-
to armado en el país y la huella 
que esta ha dejado en la socie-
dad. De ahí que se aborde tam-
bién la importancia de la inclu-
sión con referente clave para la 
construcción de paz y el rol de 
la sociedad civil. 

En la segunda sección se pre-
sentan los aportes que cada or-
ganización elaboró en el marco 
del proyecto sobre temas es-
pecíficos en torno al conflicto 
armado, el proceso de paz y la 
sociedad civil en Colombia. Se 
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demuestra aquí la diversidad 
de perspectivas y la importan-
cia democrática de esa plurali-
dad.

En la tercera sección se pre-
sentan estudios de caso que 
sustentan el principio de que la 
construcción de paz es un pro-
ceso constante en las socieda-
des más allá de la firma de un 
acuerdo de paz. A partir de ese 
debate se enfatiza, en la cuarta 
sección, que la construcción de 
paz es un proceso que requie-
re la inclusión como condición 
necesaria. 

Las secciones cinco y seis pre-
sentan los retos que la socie-
dad civil actualmente enfrenta 
para potenciar su aporte en la 
construcción de una paz inclu-
siva. De esos retos devienen las 
reflexiones finales que el grupo 
de participantes en este proceso 
identifica como claves para con-
tinuar trabajando desde socie-
dad en este momento de transi-
ción en Colombia.
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6Sociedad 
civil, paz e 
inclusión.
- 
Una visión desde el 
contexto colombino

I.
ALIANZA PARA LA PAZ (APAZ)
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I.

El objetivo de esta primera 
parte es presentar una serie de 
reflexiones en torno a la socie-
dad civil, la paz y la inclusión 
desde una perspectiva crítica 
y propositiva. Así mismo se 
persigue que esas reflexiones 
den lugar a futuros procesos 
de debate sobre un cuerpo 
de definiciones coherente y 
unificado que refleje las pers-
pectivas de la sociedad civil 
colombiana a partir de sus 
propias visiones, experiencias 
y diferencias. La riqueza de la 
sociedad civil en sociedades 
democráticas radica en su di-
versidad y en la capacidad de 
identificar objetivos comunes 
que son perseguidos a través 
del trabajo en conjunto, de la 
colaboración y complemen-
tariedad. Esto no excluye las 
tensiones que esa diversidad 
también produce en la socie-
dad civil, sus competencias y 
confrontaciones, que asimis-
mo forman parte de su dina-
mismo político y constante 
cambio.

El hilo conductor de este 
análisis es la relación entre 
los legados del conflicto ar-
mado interno y el rol de la 
sociedad civil por construir 
una paz inclusiva. Se parte de 
dos ángulos de análisis iden-
tificados para este proyecto. 
El primero está relacionado 
con la falta de claridad sobre 
la forma en que se define la 
sociedad civil, así como su 
involucramiento en los proce-
sos de paz. En segundo lugar, 
la capacidad de innovación y 
aprendizaje acumulado por 

las organizaciones tradicio-
nalmente definidas como so-
ciedad civil.

Si bien esos dos aspectos 
son pertinentes en términos 
generales, al trasladarlos al 
contexto latinoamericano, en 
específico al colombiano, el 
panorama es mucho más com-
plejo que la simple tipología 
en función a roles formales. 
Para aportar a esas preocupa-
ciones se requiere entender el 
contexto en el que la relación 
entre Estado y sociedad se 
ha desarrollado, la influencia 
de las dinámicas de violen-
cia armada y conflicto social 
y el entramado de relaciones 
políticas tanto formales como 
informales. 

El panorama general es el de 
una sociedad civil diversa y 
dinámica, permeada por los 
constantes cambios en las polí-
ticas de gobierno, en las agen-
das de cooperación y en los 
efectos de una confrontación 
ideológica y política heredados 
de décadas de conflicto arma-
do interno. Entre los diversos 
retos que eso impone a la so-
ciedad civil se encuentra lo re-
lativo a la paz, sus procesos y 
negociaciones.

Así como Colombia tuvo un 
conflicto armado interno de los 
más largos del mundo, también 
ha tenido una larga trayectoria 
de procesos de negociación 
y terminación de la violencia 
armada que, además de cons-
truirla, ya es un esfuerzo de 
gran envergadura en cualquier 

país que transita del conflicto 
armado a la paz; en Colom-
bia la sociedad civil enfrenta 
el reto de reducir el estigma 
que la politización de la paz ha 
generado en los esfuerzos por 
construir una sociedad menos 
violenta y más democrática.
En los siguientes apartados se 
abordan temas específicos re-
lacionados con la sociedad ci-
vil en el contexto colombiano, 
destacando tanto su excepcio-
nalidad como su coincidencia 
con el contexto latinoamerica-
no general.

Las ‘paces’ y la 
construcción de 
paz en Colombia
Construir paz es un proceso 
político, lo que es muy diferen-
te a que la paz sea politizada. 
Es un proceso político en tanto 
que, en su fase de negociación 
entre grupos confrontados, 
son los líderes y autoridades 
que representan a esos grupos 
quienes establecen un diálogo 
político con la observación, 
mediación y garantía de enti-
dades autónomas e imparcia-
les, idealmente internaciona-
les. Pactar el cese del fuego y 
todo lo que eso conlleva, así 
como acordar un paquete de 
reformas sociales, políticas e 
institucionales para compen-
sar los desajustes estructura-
les que originaron el conflicto 
armado, es un proceso de ba-
lances de poder que se ajusta 
en torno al objetivo común de 
acabar con la violencia armada 
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8
y sentar las bases del cambio. 
Durante la fase de implemen-
tación de acuerdos, que supo-
ne una amplia participación 
de actores con sus diferentes 
agendas nacionales, sectoria-
les y territoriales el proceso 
político cobra mayor relevan-
cia porque su éxito depende 
del liderazgo y la capacidad 
de negociación que los parti-
cipantes tienen respecto de los 
grupos de poder que represen-
tan. Esto va desde preservar el 
apoyo de los que están a favor 
hasta transformar la actitud 
de los que están en contra. Al 
mismo tiempo, construir paz 
implica transformar estructu-
ras y relaciones políticas que 
contribuyen a la polarización, 
disparidades de poder y a la 
continuidad del conflicto.

Sin embargo, la paz no debe 
ser instrumentalizada políti-
camente o, para decirlo con 
mayor precisión, no debe ser 
politizada. Cuando las partes 
introducen los procesos de paz 
dentro de las agendas políti-
cas propias de la competencia 
por acceder al control político 
del Estado, la paz deja de ser 
un proceso político de cam-
bio y se convierte en proceso 
politizado, instrumentalizado, 
normalmente para reafirmar el 
statu quo político. En ese mo-
mento, los discursos, las agen-
das e intereses sectarios privan 
sobre el objetivo común que 
la paz persigue. Se condicio-
na el proceso de paz a la con-
tienda política y, en el peor de 
los casos, se traslada al ámbi-
to electoral convirtiéndose en 

motivo de campaña, oposición 
y desprestigio mutuo entre 
los partidos políticos. Esto se 
traduce en una percepción ciu-
dadana negativa hacia la paz y 
sus procesos (justicia transicio-
nal, acuerdos de paz, memoria 
histórica, implementación de 
acuerdos, etc.), ya que emer-
gen discursos de odio, estig-
matización y criminalización 
que son utilizados por grupos 
contendientes para el despres-
tigio político.

En un proceso de paz, la po-
lítica debería ser un medio y 
no un fin. Cuando sucede lo 
contrario, como en Colombia, 
los procesos o negociaciones 
de paz adquieren apellido, «la 
paz de… (una persona, un gru-
po o un partido político)». Se 
distorsiona entonces el carác-
ter plural e inclusivo que esos 
procesos deben perseguir y, 
por definición, la ‘paz’ de unos 
excluye a otros y los confronta. 
En la práctica, de eso se trata 
la política, hacer prevalecer la 
agenda de intereses de un gru-
po que compite por el poder 
del Estado frente a otros que 
hacen lo mismo. Idealmente, 
esa agenda debería estar en 
función del bien común y ape-
gada a los fines que la Cons-
titución Política le otorga al 
Estado. Sin embargo, la tradi-
ción política latinoamericana 
demuestra, una y otra vez, que 
esa aspiración en muchos ca-
sos es retórica y evidente solo 
en momentos de campaña elec-
toral. El ejercicio del Gobierno 
es, en la mayoría de los casos, 
parcial y privilegia beneficios 

sectoriales (por lo regular pri-
vados) y consecuentemente 
la exclusión es la regla, lo que 
es justamente uno de los retos 
que un proceso de paz busca 
superar.

En países con larga tradición 
de violencia armada, la adop-
ción de la paz como política de 
Estado es un escenario ideal, 
es decir, transitar del proceso 
político de negociación y ge-
neración de un acuerdo a la 
implementación de estos como 
políticas públicas. Si bien la 
paz o la convivencia pacífica es 
una aspiración que está presen-
te en los textos constituciona-
les, no deja de ser una expecta-
tiva normativa que raras veces 
encuentra asidero en políticas 
públicas observables y de largo 
plazo. Esa es exactamente la 
primera batalla política que los 
acuerdos de paz han librado, 
por ejemplo, en Guatemala, El 
Salvador y, recientemente, en 
Colombia.

Luego de haberse firmado los 
acuerdos de paz, se inició el 
proceso de traducirlos en polí-
ticas públicas. Para eso se han 
realizan diferentes procedi-
mientos jurídicos que, en la ma-
yoría de los casos, retrasan la 
implementación o bien la con-
denan al olvido burocrático. A 
su vez, la demora también la 
producido la renegociación del 
Acuerdo con posterioridad al 
plebiscito de octubre del 2016. 
La tendencia ha sido que las 
instituciones creadas específi-
camente para afianzar el proce-
so de paz o la implementación 
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de los acuerdos se convierten 
en campos de batalla política. 
Por motivos ideológicos, com-
petencia por recursos o por la 
institucionalidad creada para 
el proceso de paz, la retórica en 
torno a este es motivo de bata-
lla política.

La historia moderna de Co-
lombia (finales del siglo XIX 
a la fecha) se puede rastrear a 
través de las dinámicas de vio-
lencia armada y política. Du-
rante diferentes momentos, la 
contienda política entre po-
deres regionales se trasladó a 
la competencia por el control 
del Estado y el territorio entre 
dos grandes partidos políticos 
tradicionales. Directa o indi-
rectamente relacionados con 
esa contienda, diversos actores 
políticos han encontrado en la 
violencia armada una forma de 
competencia que ha marcado a 
la sociedad en su conjunto. De 
esos episodios se puede identi-
ficar un patrón que consiste en 
fases de competencia política 
que derivan en violencia y que 
dan lugar a pactos para termi-
nar la violencia y distribuir el 
poder político. De ahí se han 
desprendido disidencias que 
manifiestan su desacuerdo 
con el pacto estableciendo una 
nueva dinámica de competen-
cia política que deriva, una vez 
más, en violencia armada.

Por encima de esta dinámica, 
el sistema político ha logrado 
elaborar una infraestructura 
institucional y normativa que 
resiste, o bien, se adapta a la di-
námica de la violencia armada 

y política. Esa infraestructura 
ha derivado en una sociedad 
altamente regulada en lo for-
mal, desde lo constitucional 
hasta las normas más especí-
ficas. Esa estabilidad formal, 
democrática por denomina-
ción y procedimental en esen-
cia, ha sido estable a lo largo 
del tiempo.

Más que una contradicción, 
la coexistencia de institucio-
nalidad democrática formal 
y largos e intensos episodios 
de violencia armada es una 
característica funcional de 
una sociedad altamente estra-
tificada y confrontada, cuyas 
instituciones tienen una fuerte 
presencia en áreas específicas 
del territorio y satisfacen ne-
cesidades de sectores particu-
lares de la sociedad. En otras 
áreas persiste la ausencia de 
Estado o una presencia formal, 
aunque insuficiente.

Este panorama no era muy di-
ferente a lo que se vivía en mu-
chos países de América Latina 
en las décadas de los años 80 
y 90. Diversos grupos guerri-
lleros emergieron de las crisis 
políticas de los años 50 y 60 del 
siglo pasado en un contexto 
de marginalidad, desigualdad 
y pobreza. A esto se sumó un 
entorno global de confronta-
ción ideológica que dio forma 
a grupos políticos contendien-
tes que asumieron la guerra de 
guerrillas como estrategia de 
cambio revolucionario.

En la mayoría de esos países 
ocurrieron diversas transicio-

nes. Algunos países transitaron 
de regímenes autoritario-mi-
litares (regímenes burocráti-
co-militares) a democracias 
procedimentales y otros tran-
sitaron del conflicto armado 
a la paz. En algunos la transi-
ción fue doble. Independiente-
mente de los resultados de esas 
transiciones en la actualidad, 
los conflictos armados ter-
minaron y si bien la violencia 
continuó esta adquirió diferen-
tes expresiones, en todo caso, 
más complejas. Otro resulta-
do de esos procesos es que la 
democracia se consolidó en 
sus procedimientos formales 
y, al mismo tiempo, permitió 
la continuidad de políticas pa-
trimoniales (hoy corrupción), 
nexos político-criminales y el 
actual resurgimiento de dis-
cursos y prácticas políticas 
que atentan contra los débiles 
avances en materia de garan-
tías democráticas y respeto 
de los derechos humanos.

En Colombia esas transicio-
nes no ocurrieron. La forma-
lidad del sistema político y el 
peso de los poderes políticos 
regionales no dieron lugar al 
reconocimiento del conflicto 
armado interno como un con-
flicto político. A eso se suma 
que durante los años 80 y 90 se 
inició el auge del narcotráfico 
como una economía ilegal pode-
rosa y en expansión, que rápida-
mente se mezcló con el conflicto 
armado interno y permitió que 
la violencia armada continuara 
por las siguientes décadas.
Paralelamente, grupos formal-
mente no estatales se organiza-
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ron para hacer frente a la vio-
lencia armada de tipo político 
dando lugar al conocido para-
militarismo colombiano. Con 
la anuencia de los gobiernos 
de turno, esos grupos se exten-
dieron y empoderaron al punto 
de ejercer un control social y 
armado en grandes porciones 
del territorio nacional. Como 
era de esperar, rápidamente 
esos grupos se nutrieron de la 
economía ilegal que, indepen-
dientemente de la ideología de 
los grupos, permitía generar 
recursos económicos para fi-
nanciar la violencia armada y 
perpetuarla.

Durante veinte años, diferentes 
gobiernos impulsaron negocia-
ciones con grupos específicos 
con el objetivo de terminar la 
violencia armada. El proceso 
de negociación con el M-19 a fi-
nales de los años 80 representa 
la primera negociación de paz 
que dio lugar a un trámite de 
desarme de dicho grupo y a su 
incorporación a la vida política 
del país a través de un partido. 
Sus representantes formaron 
parte en la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991.

El desarrollo de la negociación 
del Caguán (1998-2002) fue el 
resultado de un amplio movi-
miento social que demandaba 
acciones negociadas para salir 
de la espiral de violencia que 
vivía el país. El proceso ocu-
rrió durante el periodo electo-
ral del cual fue electo Andrés 
Pastrana. El Gobierno buscó 
producir resultados inmedia-
tos por lo que una de sus críti-

cas es la falta de una estructura 
política y programática que 
le diera dirección al proceso. 
Se considera que la iniciativa 
cobró fuerza como parte de la 
contienda electoral que se vivía 
en el país. El proceso incluyó 
la creación de una zona de dis-
tensión desmilitarizada, meca-
nismo criticado y ante el cual la 
principal oposición provino de 
las fuerzas armadas del país.

Posteriormente, el proceso de 
desarme y desmovilización de 
las Autodefensas Unidas de 
Colombia (2003-2006) es po-
lémico, en cuanto a sus proce-
dimientos y objetivos políticos, 
sin embargo, dio lugar a la Ley 
de Justicia y Paz que generó 
una estructura de oportunidad 
política que reposicionó el pa-
pel de las víctimas y propició el 
aumento de la movilización so-
cial sobre temas de paz y justi-
cia social. Si bien es discutible 
si se trató o no de un proceso 
de paz, es fundamental recono-
cer que fue un acontecimiento 
de alto valor para la construc-
ción de paz en Colombia, que 
es algo distinto y que va más 
allá de los procesos formales.

Al margen de la discusión de si 
estas iniciativas son o no de paz, 
cada una de ellas contribuyó 
en diferentes aspectos tanto al 
desgaste de los procesos como 
al lento camino por construir 
a mejores negociaciones pos-
teriores. Todas son al final de 
cuentas parte de un largo pro-
ceso de violencia armada y ne-
gociaciones políticas. Algunas 
negociaciones fueron llevadas 

a cabo a partir de la lógica del 
personalismo y la agenda polí-
tica de gobiernos en momentos 
de elecciones. En otros casos, 
esos procesos no contaron con 
el consenso de todos los sec-
tores involucrados, especial-
mente de las fuerzas armadas. 
Así mismo, no contaron con 
agendas programáticas inclu-
sivas. Si bien algunos de esos 
procesos fueron producto de 
movilizaciones ciudadanas que 
demandaban salidas negocia-
das a la violencia armada, la 
falta de compromiso político 
de las partes y las agendas de 
intereses sectoriales prevaleció 
sobre la finalización de la vio-
lencia armada y los cambios 
estructurales necesarios para 
consolidar la paz.

Luego de cada uno de esos epi-
sodios, la violencia armada re-
surgió de forma más intensa y 
se fue generando un sentimien-
to de insatisfacción y descon-
fianza ciudadana alrededor de 
los procesos y negociaciones 
de paz. El conflicto armado en 
Colombia aún no termina, lo 
cual ha creado desconfianza e 
insatisfacción en la sociedad 
civil.  No obstante, la sociedad 
civil mantuvo su anhelo por 
contribuir a la construcción de 
paz desde diferentes perspecti-
vas, incluyendo las iniciativas 
locales y territoriales de paz 
que han permitido empoderar 
actores comunitarios que so-
breviven la violencia armada 
proveniente de diversos gru-
pos organizados.
A pesar de sus dificultades, el 
proceso de paz con las FARC-
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EP logró cumplir con criterios 
básicos de un proceso de nego-
ciación de paz, esto incluye la 
preparación del terreno políti-
co, existencia de facilitación y 
mediación imparcial (interna-
cional), neutralidad territorial 
para las negociaciones, agen-
das y protocolos consensuados 
que buscaban atender las cau-
sas estructurales del conflic-
to, observación internacional, 
búsqueda de inclusión, etc. Si 
bien el proceso de paz entre 
el gobierno de Colombia y las 
FARC-EP fue imperfecto —
todos lo son—, lo importante 
es que tuvo algunas garantías 
mínimas de procedimiento que 
lo diferencia sustancialmente 
de los procesos anteriores.

Paralelamente se inició un pro-
ceso de negociación de paz con 
el Ejército de Liberación Na-
cional (ELN) que presentó una 
diferencia sustancial respecto 
del proceso con las FARC-EP 
debido a la naturaleza de cada 
grupo. Ese proceso ha sufrido 
interrupciones producidas por 
diferentes motivos, entre ellos 
la posición del nuevo Gobier-
no a partir de agosto del 2018 
y un atentado contra la Policía 
Nacional en enero del 2019. 
Cabe mencionar que la nego-
ciación con ese grupo propo-
ne una participación mayor de 
sociedad civil en comparación 
con el proceso con las FARC-
EP.

La principal diferencia del pro-
ceso de paz colombiano res-
pecto de los que se desarrolla-
ron en otros países de América 

Latina en décadas pasadas es 
su extemporaneidad respecto 
de un momento político global 
de cambio y el hecho de que se 
desarrolla de manera simultá-
nea a negociaciones con otros 
grupos. Es posible que las 
guerrillas centroamericanas y 
suramericanas que firmaron la 
paz en los años 90 se habrían 
diversificado en la violencia ar-
mada y habrían tendido a con-
tinuarla durante las siguientes 
décadas de no haberse logrado 
los procesos de paz. También 
los grupos paramilitares que 
surgieron en todos esos países 
habrían acumulado grandes 
cuotas de poder político y mi-
litar. Las condiciones estaban 
dadas para que los conflictos 
armados internos se vincularan 
a economías ilegales de gran 
escala. De hecho, eso ocurrió, 
especialmente dentro de es-
tructuras de las fuerzas arma-
das, pero sin la confrontación 
armada que antes justificaba 
sus acciones.

En Colombia la violencia ar-
mada se sofisticó, profundizó y 
extendió incluso fuera del país 
gracias a la continuidad de la 
contienda política vía acciones 
armadas y el inagotable flujo 
de recursos provenientes prin-
cipalmente del narcotráfico. El 
Estado también hizo crecer su 
poder militar gracias a la ayuda 
internacional, principalmente 
de los Estados Unidos, justi-
ficándose no solo por la lucha 
contrainsurgente (posterior-
mente definida como terrorista 
como parte del cambio de dis-
curso internacional del nuevo 

milenio) sino por su compleja 
mezcla con el narcotráfico. La 
diversidad de actores armados 
que operan en el país es tam-
bién una justificación utilizada 
por las fuerzas armadas para 
preservar un estatus institucio-
nal y evitar procesos de refor-
ma para ajustarse a un escena-
rio posconflicto.

Además de las diferentes ‘pa-
ces’ existentes en el discurso 
político, marcado por el ata-
que de oposición y descalifica-
ción, existen también las ‘paces’ 
conceptuales. Irónicamente, 
Colombia ha sido un referen-
te académico para el estudio 
del conflicto, la violencia y la 
paz. La vibrante producción 
de teoría sobre estos ha bus-
cado proveer de sentido a una 
realidad de violencia armada 
que parece perpetuarse en una 
reproducción cíclica. Tras un 
intento fallido de frenar esa 
violencia en el plano político 
y social (vía pactos o políticas 
de seguridad), emergen nue-
vos conceptos y teorías que 
reaccionan post factum y que 
proponen corregir los errores. 
Esto tomando en cuenta que 
los debates académicos poco 
se traducen en acciones públi-
cas y políticas. El abismo entre 
academia y política parece ser 
irreconciliable y, al contrario, 
esa imposibilidad reafirma la 
persistencia de islas que se ob-
servan a sí mismas sin necesa-
riamente afectarse. Al final, tal 
como lo sentencia categórica-
mente Malcolm Deas (2015), 
la paz no se construye ganando 
debates.
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La sociedad civil colombiana 
ha transitado en ese contexto 
enfrentando y absorbiendo sus 
efectos. Uno de ellos, quizá el 
más importante, es dotar de 
sentido a una expectativa de 
paz que ha sido marcada por el 
personalismo y la politización y 
que es sobrepasada por la per-
sistencia de la violencia arma-
da y la polarización social.

En ese sentido, así como es 
complejo determinar la natura-
leza y roles de la sociedad civil, 
lo es también el debate sobre su 
contribución a la construcción 
de paz en un contexto adverso. 
La sociedad civil colombiana 
se ha apropiado de la construc-
ción de paz, la inclusión y la de-
mocracia como horizontes de 
transformación de la relación 
sociedad-Estado. Esto incluye 
desarrollar iniciativas, locales y 
nacionales, para contrarrestar 
la violencia armada y abordar 
las consecuencias sociales y 
humanas que esta ha produci-
do. Sin embargo, y coherente 
con su heterogeneidad, existen 
otros sectores que no se han 
apropiado de la construcción de 
paz y, en algunos casos, se opo-
nen a esta.

Sin embargo, Colombia se en-
cuentra en un periodo de tran-
sición que requiere un replan-
teamiento del rol de la sociedad 
civil para potenciar sus contri-
buciones. Los Acuerdos de Paz 
firmados con las FARC-EP en 
el 2016 sentaron —como todo 
acuerdo de paz— una ruta básica 
de transformación de las estruc-
turas sociales y económicas que 

condicionan, en gran medida, 
la persistencia de la violencia, la 
desigualdad y la exclusión. Sin 
embargo, esos acuerdos han su-
frido retrasos y ataques políticos 
provenientes de una oposición 
ideológica y de una sociedad in-
diferente y cansada y con altos 
niveles de frustración produci-
dos por la falta de resultados ob-
servables.

El plebiscito del 2016 fue el pri-
mer obstáculo formal que el pro-
ceso de paz sufrió en Colombia. 
Al igual que el plebiscito de 1999 
en Guatemala, las expectativas 
de paz fueron frustradas por la 
falta de conocimiento sobre el 
proceso, el aislamiento y distor-
sión mediática sobre la narrativa 
del conflicto armado y sus con-
secuencias y la campaña conser-
vadora de desinformación sobre 
temas específicos altamente sen-
sibles en la sociedad1. 

Toda expresión de violencia es 
una expresión de poder, espe-
cialmente cuando esta adquie-
re una dimensión social. Esto 
involucra al Estado directa o 
indirectamente y, por lo tanto, 
al poder político. Aceptando la 
idea de que la violencia —desde 
la criminal hasta la tradicional-
mente definida como política— 
es la expresión de un conflicto 
mayor que pone entredicho la 
relación entre el Estado y la so-
ciedad, entonces aquella tiene 
una dimensión política referida 
a la forma en que el poder del 
Estado y el poder de quienes 
lo confrontan definen la vida 
en sociedad. En ese contexto, 
todos los sectores de la socie-

dad asumen una posición ante 
la violencia, sus causas y efec-
tos, así como frente al rol que 
cada uno tiene en esa dinámi-
ca. En sociedades polarizadas 
y marcadas por las disparida-
des y desigualdades de poder, 
el diálogo social en torno a las 
salidas frente a la violencia se 
convierte en un reto para la 
construcción de paz. 

Las décadas de trabajo de una 
sociedad civil diversa y con di-
ferentes niveles de penetración 
en lo local y nacional no han 
sido suficientes frente el em-
bate que el proceso de paz ha 
sufrido. Los retos que el pano-
rama actual supone para la so-
ciedad civil comprometida con 
la construcción de paz son ma-
yores, dado que el proceso ha 
transitado a la contienda polí-
tica mientras que la violencia 
armada se recrudece.

Sociedad civil: 
una diversidad 
necesaria
El debate sobre la noción de 
sociedad civil en la teoría so-
cial es amplio y carente de uni-
dad. Depende en gran medida 
de la corriente de pensamiento 
que promulga una definición y 
del contexto en el cual esta se 
observa. 

1Al igual que en Guatemala, en Colombia se utilizó un dispositivo cultural sensible que disparó reacciones conservadoras en la 
población hacia el proceso de paz. En Colombia la ideología de género fue el dispositivo más eficiente para generar desconfianza 
en una sociedad predominantemente conservadora y católica. En Guatemala fue el multiculturalismo el que disparó el racismo 
estructural para generar rechazo social a los acuerdos.
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Sin pretender entrar en el com-
plejo debate en torno al tema, se 
extraen aquí algunas ideas clave 
para el contexto latinoamerica-
no. En primer lugar, la sociedad 
civil es también política, es decir, 
ejerce un poder explícito o im-
plícito orientado a confrontar al 
Estado y la clase política o bien 
busca aumentar la eficiencia de 
los aparatos burocráticos estata-
les. En segundo lugar, el debate 
sustancialista —a veces ontoló-
gico— sobre lo que es o no es, 
o lo que debería ser la sociedad 

Etimológicamente, sociedad civil proviene del latín societas civilis. El sus-
tantivo societas se refiere a cualquier sociedad o asociación de grupos o 
individuos; en tanto que, el adjetivo civilis precisa un tipo específico de 
sociedad: la sociedad de la cive o de la ciudad (la esencia de la ciudad Es-
tado reside en la ciudadanía). En consecuencia, la raíz de ‘sociedad civil’ no 
es más que sociedad ciudadana, sin la diferencia teórica de los conceptos 
‘sociedad política’ y ‘sociedad civil’, como más adelante se expone, especial-
mente por Gramsci (Pavón y Cameselle, 2009).

EI concepto ‘sociedad civil ha sido utilizado en la literatura política, aun-
que no siempre con la misma significación por Hobbes, Locke, Rousseau, 
Kant, Hegel y Marx, entre otros. Sin embargo, es la concepción gramscia-
na la que ocupa un lugar definido con claridad en la ciencia social. Gramsci 
emplea el concepto para «aludir a una gran variedad de organismos a tra-
vés de los cuales los miembros de la sociedad se integran en la actividad 
política y en el debate ideológico. Los más importantes son los partidos 
políticos y los sindicatos, pero también forman parte de la sociedad civil 
los medios de comunicación, congregaciones religiosas, agrupaciones em-
presariales, centros educativos, colegios profesionales y agrupaciones de 
variada índole componentes del tejido social». (Pereyra, 1979)

Para Gramsci y los neomarxistas, sociedad política y sociedad civil no pue-
den considerarse por separado, como sucede con el enfoque liberal que 
propone que el Estado solo sea un simple árbitro de las reglas del juego, 
lo que implica la separación entre sociedad política y sociedad civil. Pos-
teriormente, el concepto es reactivado como parte de una estrategia refor-
mista para la transformación de regímenes dictatoriales, primero en el este 
de Europa e inmediatamente después en Latinoamérica. «Esta estrategia 
se basaba en las ideas de autoorganización de la sociedad, en la reconstruc-
ción de vínculos sociales al margen del Estado autoritario y en la apelación 
a una esfera pública independiente no mediatizada por ningún Estado ni 
partido». (Pereyra, 1979)

civil en América Latina termina 
siendo improductivo y, en algu-
nas ocasiones, contraproducen-
te, dado que se corre el riesgo 
de profundizar divisiones y dis-
criminaciones en sociedades de 
por sí ya bastante polarizadas y 
excluyentes. Si bien la sociedad 
civil está directamente influencia 
por la relación entre Estado y so-
ciedad, en América Latina el bajo 
nivel de estatalidad es compensa-
do por un histórico centralismo 
presidencialista que hace que 
sean los gobiernos los que impon-

gan las dinámicas del Estado y no 
viceversa. Cada nuevo gobierno 
transforma las relaciones entre 
Estado y sociedad, haciendo que 
la sociedad civil sea dinámica y 
diversa. Así mismo, los cambios 
de gobierno introducen el reto 
de que la transformación del Es-
tado supere la dependencia a la 
posición de los gobiernos. Sin 
embargo, también la ausencia del 
Estado en muchas áreas del terri-
torio es un factor que contribuye 
a la organización de la población, 
no una sociedad civil que busca la 
incidencia en el Estado sino la su-
peración propia de los retos que 
enfrenta por la ausencia de este.

Los debates de corte occidental 
sobre el rol de la sociedad civil co-
braron importancia en América 
Latina en un contexto marcado 
por las diversas transiciones de 
los años 80 y 90. En ese contexto, 
a diferencia de los países occiden-
tales, las líneas entre Estado y so-
ciedad en América Latina fueron 
definidas por una larga tradición 
de intercambios, ambigüedades 
e hibridaciones que hacen impre-
cisa una demarcación absoluta 
entre aquello que es Estado, so-
ciedad política y aquello que no 
es Estado, pero que se organiza 
en torno a demandas, discursos y 
posiciones ideológicas y políticas. 
Posteriormente se introdujeron 
otras distinciones para separar 
a los movimientos sociales, mar-
cados por su agenda política e 
ideológica y su pretensión de 
cuestionamiento frontal del Esta-
do, de aquellas organizaciones de 
carácter técnico, no políticas (al 
menos abiertamente) y altamente 
especializadas en aspectos de la 
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ingeniería social que requerían de 
la visión ciudadana para aumen-
tar la eficiencia de un Estado en 
proceso de reducción.

El paradigma de la ingeniería so-
cial, la eficiencia del Estado, las 
políticas públicas, la descentrali-
zación y desconcentración de la 
función pública y la privatización 
de los servicios entraron en Amé-
rica Latina junto con los procesos 
de democratización y transición a 
la paz. En ese contexto, la socie-
dad civil cobró un nuevo impulso 
como espacio que apoyara la des-
politización de una ciudadanía 
afectada por la polarización ideo-
lógica y que, en lugar de preten-
der la transformación radical del 
Estado, propusiera estrategias 
para aumentar su eficiencia a 
través de políticas públicas espe-
cíficas, planificadas y evaluadas 
según criterios de costo-beneficio 
de los recursos públicos. En algu-
nos países, el Estado mismo ha 
destinado recursos para proyec-
tos encargados a organizaciones 
técnicas que contribuyan a legi-
timar los procesos institucionales 
existentes a través de la consulta 
ciudadana, el diagnóstico y la di-
fusión o pedagogía. Esto estable-
ció una diferencia obvia entre la 
sociedad civil técnica y la política 
que, retomando el espíritu de los 
movimientos sociales tradiciona-
les, se oponía al Estado y busca-
ba su transformación radical. La 
diferencia era apostar por una 
mayor eficacia técnica, pero con 
un menor contenido político e 
ideológico.
Esto generó una división entre la 
sociedad civil organizada y califi-
cada y la sociedad civil que, en la 

antigua concepción, abarcaba un 
espectro más amplio de participa-
ción de la ciudadanía en la políti-
ca. Adicionalmente se enfatizó la 
diferencia entre sociedad civil téc-
nica y los movimientos sociales, 
más ideológicos, menos técnicos, 
pero con mayor capacidad de mo-
vilización de masas.

La sociedad civil organizada y 
técnica entró en una relación de 
dependencia de recursos prove-
nientes de la cooperación inter-
nacional y, en algunos casos, del 
Estado mismo, quienes estable-
cieron los parámetros de su ac-
ción y el ámbito delimitado de su 
aporte, comúnmente relacionado 
con aspectos técnicos o de difu-
sión.

Sin embargo, la pretensión de 
una sociedad altamente diversi-
ficada en donde los roles de los 
partidos políticos, movimientos 
sociales y la sociedad civil organi-
zada estaban claramente diferen-
ciados de la acción pública y polí-
tica contrasta con las trayectorias 
de sistemas políticos dominados 
por reglas informales y ambiguas 
en donde la violencia estructura 
no solamente las relaciones so-
ciales sino también las dinámicas 
políticas.

Para Garretón (2006), cuando 
nos referimos a sociedad civil en 
América Latina, hacemos rela-
ción a dos niveles diferentes: uno 
conformado por un conjunto de 
fenómenos de movilización social 
y política, con actores fuera del 
marco institucional que desafían 
la representatividad de los acto-
res políticos; el otro, que proviene 

de conceptos clásicos de la socio-
logía y la ciencia política como 
ciudadanía, y sociedad civil que 
intenta enmarcar la comprensión 
de estos fenómenos nuevos con 
una apelación que muchas veces 
constituye un recurso ideológico. 
Su resurrección en América La-
tina se relaciona con las expecta-
tivas incumplidas y los vacíos de 
la democratización política. En 
la visión descriptiva de sociedad 
civil algunos incluirán el mercado 
y sus actores, otros, solo aquellas 
organizaciones que pueden defi-
nirse como cuerpos intermedios, 
o que no forman parte de la eco-
nomía ni de la política en sentido 
estricto.

Una forma de abordar la sociedad 

civil en Colombia es a través de las 

trayectorias de la participación ciuda-

dana como instancia de mediación e 

incidencia en las estructuras estatales 

y las políticas públicas, una media-

ción entre el Estado y la sociedad. Las 

formas tradicionales y legales de esta 

mediación han sido los instrumentos 

de la democracia representativa y de 

la democracia corporativa. Es decir, el 

régimen electoral como mecanismo de 

acceso a las jurisdicciones representati-

vas y las organizaciones gremiales del 

capital y del trabajo. Al lado de estas 

y con no menos tradición han existido 

otros mecanismos de mediación entre 

la sociedad y el Estado. Las relaciones 

patrimonialistas y clientelistas, las vías 

de hecho (paros, tomas, asonadas, 

marchas) y el levantamiento armado. 

En Colombia, las mediaciones legales 

se combinan de múltiples maneras con 

las prácticas paralegales o francamen-

te ilegales, incluyendo relaciones entre 



15 el levantamiento armado y la democra-

cia representativa y corporativa. 

(Restrepo, 1997)

El antecedente de la participa-
ción social se remonta al año de 
1958 con la creación de las Juntas 
de Acción Comunal que trataban 
de integrar las asociaciones veci-
nales existentes como correas de 
transmisión de los partidos tradi-
cionales (Liberal y Conservador). 
Posteriormente surgieron pro-
gramas para poblaciones rurales 
pobres y en zonas de violencia 
social y política. El programa de 
Desarrollo Rural Integrado —
DRI— (década del setenta) y el 
Plan Nacional de Rehabilitación 
—PNR— (década del ochenta). 
En 1986 se reformó la Constitu-
ción Nacional tras introducir la 
descentralización política (elec-
ción de alcaldes) y administrativa 
(transferencia de funciones rela-
cionadas con los servicios públi-
cos domiciliarios y los servicios 
sociales).

Durante la década del setenta se iden-

tifica una tendencia a replantear las re-

laciones entre el Estado y el movimiento 

social. Los ‘nuevos movimientos socia-

les’, caracterizados por sus formas de 

organización no partidista ni gremial, 

asociaban sus reclamos al Estado con 

una exigencia de participación social 

en las políticas públicas, particularmen-

te en las políticas sociales (servicios pú-

blicos domiciliarios y servicios sociales). 

La Asamblea Nacional Constituyente 

de 1991 fue exigida por sus promoto-

res a nombre de la democracia par-

ticipativa. Es decir, como reclamo de 

un amplio movimiento social deseoso 

de participar en la reforma estructural 

del Estado y en sus tareas cotidianas 

mediante una intervención directa del 

constituyente primario que posibilitara 

la intervención en asuntos públicos a 

ciudadanos y comunidades sin media-

ción de partidos, sindicatos y guerrillas. 

(Restrepo, 1997)

La Constitución de 1991 instau-
ra este modelo de democracia 
participativa, como lo señala 
en su artículo 1.°: Colombia es 
un «Estado social de derecho, 
organizado en forma de repú-
blica unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entida-
des territoriales, democrática, 
participativa y pluralista». Así se 
amplía el protagonismo de la ciu-
dadanía en la toma de decisiones 
públicas, de manera que los(as) 
ciudadanos(a) tienen derecho a 
participar de las decisiones que 
afectan sus vidas, afirma Restre-
po (1997).

A pesar de que la participación 
ciudadana tiene una estructura 
institucional que la cobija, mues-
tra avances limitados en térmi-
nos prácticos debido a diversos 
factores, entre los que se desta-
ca el contexto político y cultural 
que privilegia las relaciones au-
toritarias y clientelistas. Es por 
esto por lo que la ampliación de 
la democracia es una tarea que, 
junto con la consolidación de es-
cenarios de paz, guarda relación 
con la posibilidad de involucrar 
nuevas voces al escenario públi-
co, transformar las formas de ha-
cer política y promover espacios 
incluyentes que puedan impac-
tar las causas que han sostenido 

el conflicto armado interno.
De esa cuenta, en términos idea-
les y formales, la sociedad civil y 
la aspiración por la democracia 
participativa efectiva encuentran 
un punto convergencia favorable 
a la paz ya que esto requiere la 
construcción de escenarios de 
concertación, abiertos, democrá-
ticos, con reglas claras y estruc-
turas de organización. 

A pesar de la formalidad legal en 
que ha sido reconocida la partici-
pación ciudadana en Colombia, 
los retos que la construcción de 
paz supone requieren de estra-
tegias ajustadas a conciliar la 
profunda dualidad existente 
entre infraestructura institucio-
nal democrática y prácticas de 
contienda política expresadas en 
violencia armada con la adición 
de la persistencia de poderosas 
economías ilegales, corrupción e 
impunidad.

Una de las características actuales 
de la sociedad civil colombiana es 
el reconocimiento de los aportes 
provenientes de las organizacio-
nes debidamente establecidas y 
con capacidades técnicas y su di-
ferencia respecto de las manifes-
taciones de la sociedad civil más 
amplia, digamos, no organizada.

Las líneas que dividen estas ex-
presiones de la sociedad civil de 
los movimientos sociales y de 
otras formas de acción política 
son, en algunos casos, tenues. La 
diversidad de estas expresiones 
no puede limitarse a la forma de 
la organización, los recursos que 
movilizan o las capacidades técni-
cas que poseen.
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Predomina la noción de que so-
ciedad civil refiere al conjunto de 
organizaciones no gubernamen-
tales (ONG) que tienen capaci-
dad de interlocución con organis-
mos internacionales e interactúan 
en una arena de debate de interés 
global. Sin embargo, en Colom-
bia las dinámicas de conflicto y 
violencia han dado lugar al surgi-
miento de una diversidad de for-
mas de organización de sociedad 
civil que va desde organizaciones 
de base comunitaria con diferen-
tes niveles de institucionalización, 
hasta organizaciones informales 
de acción colectiva a veces vio-
lentas o bien reivindicativas de 
identidades y territorios.

Todas esas expresiones no se en-
cuentran aisladas de la dinámi-
ca política nacional y territorial. 
De hecho, la política local tiene 
un mayor nivel de influencia en 
las diferentes formas de partici-
pación ciudadana vía mecanis-
mos perversos de clientelismo, 
patrimonialismo, corrupción y 
violencia. En la actualidad, la 
influencia de recursos prove-
nientes del narcotráfico o de la 
corrupción hace que la violencia 
sea el mecanismo de articula-
ción de la política, lo que deja a 
la sociedad civil en la disyuntiva 
de colaborar o ser víctima.2 
Las trayectorias de la sociedad 
civil colombiana en ese contex-
to demuestran la capacidad de 
adaptarse y sobrevivir, ganar es-
pacio de independencia retando 
poderes armados, instituciona-
les o no. Al mismo tiempo, tam-
bién dan cuenta de un alto costo 
en materia de vidas humanas, 
violaciones de derechos huma-

nos y desplazamiento forzado.

Aceptando la idea de que la 
construcción de paz es un pro-
ceso constante de generación 
de capacidades sociales e insti-
tucionales para transformar los 
conflictos de forma no violenta, 
entonces la diversidad de expre-
siones de sociedad civil es una 
contribución crucial para una 
mayor inclusión y, por lo tanto, 
territorialización de la paz.

Los repertorios de participa-
ción de la sociedad civil son 
actualmente diversos y van 
desde formas tradicionales de 
organización y expresión, hasta 
modernas y creativas iniciativas, 
fundamentalmente urbanas, a 
través de redes sociales y comu-
nidades virtuales. Los temas que 
se abarcan son también amplios, 
desde reivindicaciones identita-
rias y territoriales hasta el recono-
cimiento de derechos específicos 
de minorías vulnerables pasando 
por movimientos amplios de jus-
ticia social, transformación agra-
ria, reivindicaciones laborales y 
ambientales, género y violencia 
sexual. Sin embargo, predomina 
la diseminación de información 
y pedagogía como estrategias de 
acción. Por otro lado, existe un 
vacío en la investigación académi-
ca sobre la sociedad civil no orga-
nizada y la manera en la cuál esta 
acciona a través de coyunturas y 
redes.

De ese espectro, los riesgos son 
actualmente focalizados y reflejan 
la persistencia de una resistencia 
al cambio estructural que el pro-
ceso de paz ha puesto en relieve. 

Esto incluye los temas relaciona-
dos con la justicia transicional, re-
conciliación, derechos humanos y 
transformación de las economías 
ilegales en el campo. Es en esos 
ámbitos en donde la sociedad ci-
vil, en sus formas organizadas o 
no organizadas, enfrenta los ma-
yores retos, tanto en su capacidad 
de propuesta y transformación 
como también frente a los riesgos 
de agresiones por parte de oposi-
tores violentos.

La visión de la sociedad civil en 
Colombia respecto de sus fun-
ciones frente al proceso de paz 
ha dependido del momento en 
que esta ha sido convocada y mo-
vilizada. Durante el proceso de 
negociación con las FARC-EP, 
cierta diversidad de la sociedad 
civil participó tanto en su función 
de asesoría (organizaciones no 
gubernamentales especializadas 
con capacidad técnica y de recur-
sos) como en su función de legi-
timación del proceso (organiza-
ciones representativas de grupos, 
sectores y territorios que apoya-
ban el proceso de paz). Sin em-
bargo, una vez firmada la paz, el 
momento de implementación de 
los acuerdos entró en la contien-
da política y en un debate jurídico 
y constitucional. A eso se sumó el 
retraso y parsimonia burocrática 
en la asignación de recursos para 
la implementación de los acuer-
dos.

Hasta el momento, casi tres años 
después, la implementación de 
los acuerdos ha sido limitada lo 
cual es parte de una de una cre-
ciente conflictividad social. En 
ese escenario, la participación de 

2 De hecho, en muchos países de la región, el uso de la figura de las ONG para realizar actos de corrupción entre entes privados y 
estatales ha tenido efectos negativos (descrédito o limitaciones administrativas) para muchas organizaciones que bajo esa misma 
forma hacen un trabajo comprometido por la paz y la democracia.
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la sociedad civil ha sido baja de-
bido a la política gubernamental 
reticente al Acuerdo de Paz que a 
su vez condiciona y limita el apo-
yo de una comunidad internacio-
nal comprometida con el proceso 
de paz.

La falta de implementación del 
Acuerdo de Paz y el recrudeci-
miento de la violencia armada 
aumentan los niveles de conflic-
tividad social, especialmente en 
los territorios más afectados por 
el conflicto armado y la presen-
cia de grupos criminales organi-
zados3.  Esto no solo es un reto 
para la sociedad civil, sino que 
también incide en el surgimiento 
de expresiones ciudadanas que 
demandan del Estado el cumpli-
miento de los compromisos pac-
tados. A esto se suma el riesgo de 
reacciones ciudadanas adversas, 
lo que desde una perspectiva oc-
cidental se califica como uncivil 

society4 , que podrían fácilmente 
recurrir a la violencia armada y 
las economías ilegales como for-
ma de compensar el marcado 
desinterés por atender desde el 
Estado la demanda ciudadana de 
transformación estructural o bien 
por contrarrestar mecanismos de 
justicia transicional que ponen en 
entredicho el statu quo de pode-
res tradicionalmente estableci-
dos.

La sociedad colombiana se en-
cuentra en un momento de transi-
ción cuya orientación dependerá 

en gran medida del destino que el 
proceso de paz tome en el corto 
plazo. De igual manera, la socie-
dad civil, en su concepto amplio, 
también enfrenta una transforma-
ción ya que su rol dependerá del 
nuevo capítulo en la historia de la 
relación entre Estado y sociedad 
que se escribe en este momento. 

Inclusión: 
condición 
necesaria para una 
sociedad civil que 
construye paz
Hablar de inclusión en cons-
trucción de paz requiere de una 
contextualización específica para 
que los conceptos no se limiten a 
la vaguedad de un ‘lugar común’ 
aceptado por todos, pero mate-
rializado por muy pocos.

Para evitar esa cómoda tentación, 
es necesario que la construcción 
de paz sea trasladada de su ámbi-
to de principios y aspiraciones, a 
su ámbito de concreción metodo-
lógica frente a los conflictos socia-
les y los retos políticos a la paz.

Para la construcción de paz en 
el contexto colombiano debe-
mos referir a la influencia que la 
exclusión tiene en la diversidad 
de conflictos sociales presentes 
en el territorio nacional y las for-
mas tradicionalmente represivas 

3 Transformación de conflictos sociales, diagnóstico participativo. Barrera, V. et. al. (2019).
4 Este término, cuya traducción al español no refleja su contenido original en inglés, refiere a un tipo de sociedad civil que tiene un 
comportamiento no civilista o ciudadano. Esto viene de una visión que vincula a la sociedad civil con los valores de la democracia 
liberal, es decir, que no cuestiona al Estado y al poder, sino que busca su mayor eficiencia vía el mejoramiento técnico. No hay 
suficiente sustento teórico sobre la noción y se critica su origen centrado en referentes occidentales de sociedad. De hecho, se le 
asocia con que el uso de la violencia es el factor que la diferencia respecto de la sociedad civil. En Latinoamérica, estas visiones 
dicotómicas son limitadas frente a una realidad mucho más compleja. Además, se corre el riesgo de introducir una perspectiva va-
lorativa, fácilmente sesgada por la ideología, que contribuiría a la estigmatización y criminalización, situación que en muchos países 
es común dada la tendencia de los Estados a entender el conflicto social desde una perspectiva estrictamente jurídica.

o indiferentes con que el Estado 
los enfrenta. Visto desde la pers-
pectiva de la inclusión, una de las 
principales demandas expresadas 
por los actores directamente in-
volucrados en los conflictos so-
ciales es el reconocimiento de sus 
derechos y de su situación como 
actores políticos.

Tomando como referencia la 
trayectoria del proceso de paz, la 
inclusión estuvo orientada a acto-
res clave, tanto en su función de 
asesoría como en su función de 
legitimación. Sin embargo, la fase 
de implementación de los acuer-
dos, la más importante de todas, 
habría requerido una inclusión 
como proceso y no únicamente 
centrada en actores clave.
La construcción de paz, que no se 
limita únicamente a la implemen-
tación de un acuerdo, abarca un 
espectro amplio de acciones que 
puede ser vago si no se orienta a 
la atención inmediata de los fac-
tores que el posconflicto expone 
como riesgos concretos a la soste-
nibilidad del proceso de cambio 
social e institucional. Esto sucede 
sobre todo si el proceso de paz 
se limitó a la negociación con un 
solo grupo armado y dejando que 
la situación con los otros se re-
suelva por la vía tradicional de la 
fuerza militar.5 

En Colombia esos factores se ex-
presan en la diversidad de conflic-
tos sociales que afloran tanto de 
los legados del conflicto armado 
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como de los incumplimientos del 
Estado frente a los compromisos 
pactados. Adicionalmente, la per-
sistencia de economías ilegales 
controladas por grupos organiza-
dos pone entredicho la sostenibi-
lidad de la paz.

La inclusión para la legitimación 
corre el riesgo de manipulación 
política en una sociedad en don-
de los procesos de paz han sido 
politizados. Ya sea en los actores 
que limitadamente buscan resca-
tar el acuerdo de paz o bien en 
aquellos que buscan reducir su 
influencia en la política pública, 
hay una tendencia a instrumenta-
lizar la inclusión con el objetivo 
de legitimar sus posiciones. En 
ese aspecto, la incidencia de la 
sociedad civil es limitada dado 
el poder institucional que tienen 
instancias de Gobierno y pode-
res regionales en Colombia.

Ante esa situación, a nivel te-
rritorial se encuentran mayores 
posibilidades para la inclusión 
como proceso y condición nece-
saria para la transformación de 
conflictos. En los municipios, 
los niveles de polarización son 
altos, pero al mismo tiempo exis-
ten mecanismos de mediación 
informal que posibilitan la ge-
neración de puentes de diálogo 
y entendimiento mutuo entre 
actores confrontados. La inclu-
sión en este nivel está orientada 
por la mediación y facilitación de 
espacios de encuentro multisec-

torial orientados a la generación 
de confianza. El diálogo entre 
opuestos se da con mayor facili-
dad en lo territorial que en el ni-
vel nacional, especialmente por-
que hay una mayor concreción 
de los beneficios de participar en 
espacios que les permiten llegar 
a acuerdos sobre problemas que 
les afectan directamente.

La transformación de conflictos, 
entendida como instrumento 
concreto de la construcción de 
paz, posibilita que agentes esta-
tales o de sociedad civil convo-
quen actores clave en procesos 
de diálogo orientados por el 
objetivo específico de reducir el 
riesgo de violencia que emana de 
los altos niveles de conflictividad 
social.

Contraria a la percepción mediá-
tica nacional, la mayoría de los 
actores involucrados en los con-
flictos sociales no recurre a la vio-
lencia como primera acción, sino 
más bien esta ocurre en situacio-
nes de crisis manejadas de forma 
incorrecta tanto por las organi-
zaciones como por los agentes 
estatales. De hecho, las principa-
les barreras a la mediación para 
la transformación de conflictos 
se enfrentan en la medida en 
que las iniciativas escalan de lo 
local a lo nacional. Esto se debe 
fundamentalmente a que, en ese 
trayecto, los procesos se alejan 
de sus vínculos directos con los 
intereses de la población y en-

5Esto produce una dualidad de dinámicas que funciona en detrimento de la construcción de paz, lo hace más difícil ya que prevalece 
desde el Estado una visión unidireccional frente al conflicto en lugar de asumirse como parte de este frente a una diversidad de acto-
res armados. Las razones por las que esto sucede son diversas, pero prevalece una idea de ‘Estado victorioso’ en la guerra, situación 
que profundiza, al final de cuentas, el conflicto social general. La construcción de paz no es un tema de ganadores o perdedores, 
vencedores o vencidos. En la guerra perdemos todos. Se trata de asumir responsabilidades frente al conflicto y transformar en con-
junto los factores que lo condicionan. En Colombia, como sucedió en otros países del continente, es la polarización ideológica y la 
preservación del statu quo de diversos actores involucrados en el conflicto lo que dificulta la transición de perspectiva del Estado 
frente a la construcción de paz.

tran en la arena de la contienda 
política nacional, la cual es más 
indiferente a las causas inmedia-
tas de los conflictos en la medida 
en estos escalan en resonancia y 
exposición pública.

La inclusión entonces debería 
ser el resultado de un proceso 
consciente de generación de con-
fianza entre las partes. Mientras 
más concretas sean las razones 
por las que se incluye a los acto-
res confrontados en un proceso, 
más garantía hay de que se ge-
neren compromisos y voluntad 
de cambio. Las comunidades y 
organizaciones sociales de base 
presentan un agotamiento pro-
ducido por ejercicios de inclu-
sión —desde su perspectiva— 
improductiva: diagnósticos cuya 
información no se traduce en 
acciones concretas o eventos y 
encuentros de socialización que 
se limitan a la divulgación de 
resultados de estudios o elabora-
ción de planes que no se imple-
mentan.

Abordar conflictos específicos 
provee a la inclusión un sentido 
y una orientación práctica y útil 
para los actores involucrados en 
estos, lo cual requiere que los es-
pacios sean definidos con reglas 
claras y con alcances explícita-
mente limitados a lo que es viable 
y realizable. De igual manera, la 
expectativa de reducir la violen-
cia, una aspiración que beneficia 
a la mayoría, también hace posi-
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6Esto requiere enfatizar en algunos matices. El uso de los instrumentos jurídicos ha sido también orientado a la criminalización de 
los conflictos y de personas que lideran movimientos y organizaciones. No se trata aquí de que los conflictos se resuelvan por la vía 
jurídica de forma exclusiva ya que eso implica una disparidad de poder que en la mayoría de los casos acciona en detrimento de las 
demandas ciudadanas debido al excesivo poder de las entidades privadas para financiar los procesos jurídicos o del Estado para 
imponer la ley, así esto no suceda en beneficio del bien común. Los conflictos así abordados se resuelven solamente en lo jurídico, 
pero no en lo social y político, mucho menos en lo simbólico. Se trata de que la responsabilidad jurídica movilice la acción pública 
para que los agentes del Estado se involucren en procesos de mediación y desde ahí asuman su cuota de responsabilidad en un 
conflicto o al menos en la búsqueda de salidas negociadas, no represivas.

ble que las voluntades se sumen 
para integrar a los actores más 
reticentes y desconfiados, inclu-
so a los actores generadores de 
violencia.

En un proceso de transforma-
ción de conflictos los actores se 
incluyen en relación con su rol, 
intereses y poder respecto del 
conflicto específico. Una socie-
dad como la colombiana, espe-
cialmente en los territorios más 
difíciles de acceder, tiende a des-
confiar de una inclusión convo-
cada para la construcción de paz 
en el sentido vago del concepto. 
De ahí que la inclusión por el rol 
e interés que un actor tiene en 
un conflicto específico permite 
materializar su contribución al 
proceso.

Esto implica que la inclusión es 
un ejercicio de corresponsabili-
dad frente al conflicto. Respec-
to de la construcción de paz se 
pueden expresar deseos, anhe-
los y expectativas. Sin embargo, 
frente a un conflicto se alude a 
responsabilidades ya sea institu-
cionales o bien éticas o morales. 
La preservación de la vida y la 
integridad son aspectos concre-
tos que refieren a necesidades 
inmediatas de las personas. De 
igual manera, la responsabilidad 
jurídica por el incumplimiento 
de los agentes estatales es un 
instrumento que materializa la 
importancia de su participación 
en procesos de mediación. Esto 

significa trasladar lo jurídico de 
su ámbito formal y discursivo a 
la transformación no violenta de 
conflictos. 

En ese nivel de concreción, la so-
ciedad civil organizada tiene una 
función crítica. En primer lugar, 
se alude a trasladar sus esfuer-
zos a las dinámicas territoriales 
para fortalecer procesos de me-
diación y facilitación de espacios 
de diálogo. Hay que destacar el 
hecho de que las organizaciones 
de sociedad civil especializadas 
son responsables de la facilita-
ción de espacios de construcción 
de paz en los que otros actores 
organizados, los directamente 
involucrados en los conflictos, 
son los que en realidad tienen el 
potencial de transformar los con-
flictos.6

En segundo lugar, la sociedad ci-
vil también tiene una importante 
función de transformación de las 
narrativas adversas a la construc-
ción de paz. El nivel nacional, el 
principal obstáculo es la existen-
cia de narrativas mediadas por la 
ideología y los prejuicios sobre 
los esfuerzos de construcción 
de paz y, en específico, sobre las 
dinámicas de conflicto existen-
tes en el nivel territorial. En este 
sentido la inclusión se orienta a 
aquellos actores más reticentes 
al proceso de paz y que tienen 
capacidades comunicativas que 
accionan en detrimento de la 
construcción de paz.

La construcción de paz inclusiva 
en Colombia requiere que la so-
ciedad civil “incluya la diversidad 
de esa misma sociedad civil”. En 
otras palabras, superar las barre-
ras impuestas por las diferencias 
en nivel de tecnificación y acción. 
Las organizaciones de nivel na-
cional, altamente tecnificadas 
y con recursos, deben voltear la 
mirada a las organizaciones de 
base comunitaria o bien socie-
dad civil no organizada que está 
directamente involucrada en la 
diversidad de conflictos sociales 
que les afectan. Establecer este 
puente inclusivo es un requeri-
miento para la construcción de 
paz territorial y para cerrar las 
brechas de una sociedad alta-
mente estratificada y polarizada.

Lo anterior implica también su-
perar las barreras impuestas por 
las múltiples ‘paces’ colombianas 
y recuperar el espíritu de una paz 
en la que la política es el medio y 
no el fin. En donde no se depen-
de de la negociación con un solo 
grupo, sino se incluye a todos y se 
transforma el rol del Estado. Im-
plica también cerrar las brechas 
entre la sofisticación académica 
y las necesidades concretas de 
transformación de conflictos en 
los territorios. Finalmente, la in-
clusión también se refiere a que el 
entramado normativo trascienda 
la formalidad y se convierta en 
instrumento de transformación 
no violenta de conflictos.
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-

II.
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Como se mencionó en el capítulo anterior, analizar la sociedad civil 
colombiana y determinar los retos que esta enfrenta respecto de la 
construcción de paz requiere situar la discusión en el contexto especí-
fico del país. Esto significa que es necesario tomar la trayectoria, efec-
tos y complejidades del conflicto armado y el proceso de paz como 
punto de referencia para abordar a la sociedad civil.

Sin embargo, las perspectivas sobre el conflicto armado y el proceso 
de paz, sus narrativas, también son parte de un proceso en construc-
ción que enriquece el debate sobre la sociedad civil. En ese sentido, 
cada organización tiene una perspectiva que aporta a ese debate y 
que contribuye a una mejor identificación de las capacidades y poten-
cialidades que sus especialidades ofrecen.

En este capítulo, APAZ, FORO, SNPS, Cinep y Extituto/Policén-
trico presentan un panorama amplio del conflicto armado, el proceso 
de paz con las FARC, el rol de la sociedad civil en ese proceso y sus 
repertorios de acción para la construcción de paz, así como la pers-
pectiva de la sociedad civil no organizada.

Esas visiones ofrecen la oportunidad de comprender que la fortaleza 
de la sociedad civil para la construcción de paz y la democracia ra-
dica en la riqueza de su diversidad, su especialización y diferencias 
generacionales, territoriales e históricas. La construcción de paz se 
trata del diálogo y el entendimiento mutuo en función de un objetivo 
compartido tal como lo demuestra el presente capítulo.
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22El conflicto armado 
en Colombia
-
ALIANZA PARA LA PAZ (APAZ)

Para el caso de Colombia, el 
conflicto armado tiene sus raíces 
más profundas en una larga his-
toria de luchas políticas, econó-
micas y sociales. A su vez, y dada 
su larga duración, el conflicto ha 
pasado por distintas etapas con 
cambios importantes que han 
marcado su carácter, su intensi-
dad, los grupos involucrados, las 
áreas afectadas y el contexto in-
ternacional que lo alimentó.

El origen del conflicto armado 
ha sido debatido ampliamente. 
Sin embargo, comúnmente se le 
ha vinculado a ‘la violencia’, que 
fue un periodo entre 1946 y 1958 
cuando los partidos políticos tra-
dicionales, Liberal y Conserva-
dor, elevaron su tradicional nivel 
de violencia para disputarse el 
poder a niveles altísimos. Una 
de las principales causas que ge-
neró dicho conflicto fue la alta 
concentración de la propiedad 
de la tierra y la lucha por la mis-
ma. Según Paul Oquist7  la lla-
mada «revancha terrateniente» 
vinculada ‘la violencia’, supuso 
el despojo de unos dos millones 
de hectáreas, equivalentes a un 
11 % de la frontera agrícola de la 
época. Asimismo, esto produjo 
un aumento de la desigualdad 

social y económica que está en la 
raíz de la confrontación armada. 

Las Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia, FARC-
EP, fueron creadas en 1964 por 
Pedro Antonio Marín (alias 
Manuel Marulanda o Tirofijo), 
asociado al Partido Comunista 
de Colombia, como reacción a 
los ataques a la comunidad de 
Marquetalia, donde numerosas 
tropas del Gobierno8 atacaron 
a 48 rebeldes armados, que es-
caparon por las montañas junto 
con familias de la zona. Casi si-
multáneamente a la fundación de 
las FARC se crearon el Ejército 
de Liberación Nacional (ELN) 
en 1964 y el Ejército Popular de 
Liberación (EPL) en 1967. El 
ELN se conformó por jóvenes 
de las ciudades influenciados por 
las revoluciones cubana y china, 
y exmiembros de las guerrillas 
liberales de la época de ‘la violen-
cia’. El cura Camilo Torres y el 
giro de la Iglesia católica hacia 
los pobres también tuvieron gran 
influencia en el ELN, donde par-
ticiparon otros curas guerrilleros 
como Domingo Laín y Manuel 
Pérez. El EPL, sin embargo, se 
creó por una escisión dentro del 
Partido Comunista (PC), con-

formada por aquellos que recha-
zaban las tendencias reformistas 
y conciliadoras del PC al inicio 
del Frente Nacional. 

En 1974, un grupo del partido 
político Alianza Nacional Popu-
lar (Anapo) denunció irregulari-
dades en las elecciones de 1970 y 
se escindió para crear una guerri-
lla urbana diferente de los otros 
grupos guerrilleros existentes, el 
Movimiento 19 de abril, conoci-
do como M-19. 

Al mismo tiempo, empezaron a 
surgir grupos armados de auto-
defensa de distintos tipos. Unos 
eran campesinos dueños de pe-
queñas y medianas extensiones 
de tierra que recibieron ayuda 
del ejército para formarse y ar-
marse. Otros fueron la respues-
ta de narcotraficantes al acoso 
de las guerrillas, como el MAS 
(Muerte a Secuestradores) en 
Cali en 1981. 

El incremento de la represión lle-
vó a las guerrillas a aumentar sus 
actividades, tanto en lo rural (las 
FARC ya contaban en 1979 con 
nueve frentes) como las acciones 
propagandísticas del M-19 en 
lo urbano (tal fue el caso de la 

7 Paul Oquist, citado en el informe ¡Basta Ya!, p. 120
8 16 000 según las FARC, 2400 según estimaciones modernas.
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toma de la Embajada de Repú-
blica Dominicana en 1980). La 
represión oficial se tradujo en un 
debilitamiento de las posiciones 
más moderadas dentro de los 
movimientos sociales y los parti-
dos de izquierda lo que facilitó el 
crecimiento guerrillero.

Visto desde la larga duración de 
la violencia política en Colom-
bia, un proceso de paz significa 
aquí el intento político por po-
ner fin a una confrontación con 
un grupo para así continuar la 
pugna con otro más. Es decir, 
el proceso de paz es más bien la 
búsqueda de un pacto y alianza 
que garantice la preservación de 
lo logrado para un grupo luego 
del tiempo y recursos invertidos 
en el conflicto.

Fuera de los pactos locales que 
pusieron fin a múltiples enfren-
tamientos armados, el primer 
proceso de paz en Colombia 
fue impulsado por el presidente 
conservador Belisario Betancur 
desde el principio de su manda-
to (1982), e incluyó inicialmente 
a las FARC, el EPL, el M-19, 
el ELN y la Autodefensa Obre-
ra (ADO). Sin embargo, este 
proceso chocó con todo tipo de 
resistencias sociales e institucio-
nales, principalmente entre los 
altos mandos militares, los gre-
mios económicos y gran parte de 
la clase política, así como entre 
las élites regionales. Como parte 
de la negociación con las FARC, 
se creó la Unión Patriótica (UP), 
un partido político que permitía 
la incorporación de los miem-
bros de esta guerrilla a la lucha 
política legal. Esto generó una 

gran aprehensión entre las élites 
locales y regionales, que sentían 
amenazados sus intereses políti-
cos por la nueva fuerza política.

El proceso de paz sucumbió con 
la toma del Palacio de Justicia 
por parte del M-19 y la recupe-
ración violenta del mismo por el 
ejército en 1985.9  Esto expresó 
el fracaso de las negociaciones y 
dio inicio al asesinato sistemáti-
co de miembros de la UP y otros 
considerados simpatizantes de 
la insurgencia. A ojos de la opi-
nión pública se hacía evidente 
que los grupos alzados habían 
aprovechado la negociación para 
fortalecerse y ampliar su ámbito 
de actuación, entre 1981 y 1986 
el EPL pasó de dos a doce fren-
tes; el ELN, de tres a diez; y las 
FARC, de diez a 31 frentes.10

La entrada del narcotráfico en 
la escena política colombiana 
introdujo una dicotomía que, 
vista desde las trayectorias de la 
violencia política, resulta sien-
do artificial. Más allá de una 
distinción formal y legalista, en 
términos políticos y sociales, no 
es posible distinguir lo político 
de lo criminal del narcotráfico. 
Los recursos generados por esta 
actividad alimentaron de forma 
natural las pugnas políticas, ar-
madas y no armadas, en todos 
los puntos del espectro político 
colombiano. 
Pese a todo, el gobierno del presi-
dente Virgilio Barco (1986-1990) 
logró negociar con el M-19 y fir-
mar un acuerdo de paz en 1990, 
seguido por otros acuerdos con 
el Movimiento Quintín Lame y 
el EPL. El primero se convirtió 

en el partido Alianza Democráti-
ca M-19 y consiguió el mayor nú-
mero de escaños en la Asamblea 
Constituyente de 1991, así como 
el segundo mayor número de vo-
tos en las elecciones presidencia-
les de 1990 (a pesar del asesinato 
de su candidato presidencial). El 
EPL se transformó en otro parti-
do político, Esperanza, Paz y Li-
bertad, cuyos miembros fueron 
tachados de colaboradores del 
ejército y los paramilitares por 
los otros grupos guerrilleros, por 
lo que muchos fueron asesinados 
por estos grupos.11    

Entre 1996 y 2002, la violencia 
adquirió un carácter masivo. Las 
masacres se convirtieron en algo 
de la vida diaria. Colombia se 
posicionó en segundo lugar en el 
mundo por número de personas 
desplazadas, después de Sudán. 
La falta de legitimidad del go-
bierno de Samper (1994-1998) le 
impidió buscar una salida nego-
ciada al conflicto. Su único éxito 
fue negociar la liberación de 70 
miembros de las fuerzas arma-
das retenidos por las FARC en 
1997.

El surgimiento de nuevos acto-
res, los movimientos de autode-
fensas o paramilitares suele justi-
ficarse, dependiendo del ángulo 
del observador, por la incapaci-
dad del Estado de imponer su 
autoridad legítima, por la venta-
ja obtenida del conflicto por par-
te de poderes locales o bien por 
la fragmentación territorial que 
evidencia la ficción denominada 
nación y que justifica la defensa 
territorial por cualquier medio 
posible (Bushnell, 2016).

9En este ataque murieron más de 100 personas, incluyendo 11 jueces de la Corte Suprema y muchos jefes de alto rango del M-19.
10Camilo Echandía, Dos décadas de escalamiento del conflicto armado en Colombia, 1986-2006 (Bogotá: Universidad Exter-
nado de Colombia, 2006), citado en el informe ¡Basta Ya!, p. 137.
11Según informe de HRW de 1998 citado en Wikipedia: http://en.wikipedia.org/wiki/Popular_Liberation_Army
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De ahí que los paramilitares se 
expandieron notablemente du-
rante este periodo. Incluso el Es-
tado produjo un marco legal que 
amparó su existencia, las Coope-
rativas de Vigilancia y Seguridad 
Privada de 1994. Con esto, el Es-
tado volvió a inclinar la balanza 
hacia la violencia política como 
solución a los problemas gene-
rados por la política. Se abrió un 
nuevo ciclo que transitaría de lo 
político a lo criminal sin ningún 
tipo de limitación.

La consolidación de las autode-
fensas se produjo en 1997 cuando 
los jefes de nueve organizaciones 
paramilitares se reunieron para 
crear las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) como un 
movimiento de carácter antisub-
versivo en ejercicio del derecho 
de legítima defensa y con una 
dirección única y un estado ma-
yor conjunto, anunciando que 
«no involucrarán a los frentes 
en actividades relacionadas con 
el narcotráfico o la delincuencia 
común».12  Este fue el principio 
de la mayor expansión de los pa-
ramilitares hacia todos los pun-
tos del país, así como su alianza 
con amplios sectores políticos, 
económicos y militares. En lo 
político ganaron una influencia 
enorme, como se conoció más 
tarde a través de distintas inves-
tigaciones, sobre todo el caso de 
la ‘parapolítica’ descubierto en el 
2006. Según la justicia, las AUC 
consiguieron la elección de 26 
senadores, e infiltraron e influye-
ron en organismos del Gobier-
no Nacional.13  Estos grupos se 
constituyeron en un auténtico 
ejército irregular, con una vincu-

lación importantísima del narco-
tráfico. 

Las guerrillas por su parte tam-
bién se habían fortalecido, lle-
gando a sumar 30 000 efectivos 
financiados a través de recursos 
del narcotráfico y de la intensi-
ficación del secuestro. Con esta 
capacidad aumentada lograron 
asestar duros golpes al ejército 
en el sur y el oriente de Colom-
bia. Las FARC, por ejemplo, 
pasaron de 48 frentes y 5800 
combatientes en 1991, a 62 fren-
tes y 28 000 combatientes en 
2002, con presencia en un 60 % 
del país. El ELN no logró el mis-
mo nivel de crecimiento, pero 
mantuvo su capacidad militar, 
con ataques al ejército, asaltos a 
la policía, tomas de poblaciones, 
hostigamiento, etc. 

El fracaso de las negociaciones 
en El Caguán y el incremento de 
las acciones militares por ambos 
bandos generó un clima social 
negativo respecto a la posibili-
dad de una solución política al 
conflicto. Esto favoreció el triun-
fo electoral de Álvaro Uribe en el 
2002, que propuso su política de 
defensa llamada Seguridad De-
mocrática, por la cual combatiría 
las guerrillas mediante una ofen-
siva política, militar y jurídica. El 
presidente negó la existencia de 
un conflicto armado y habló de la 
amenaza terrorista  contra la de-
mocracia colombiana, al evitar 
reconocer a las guerrillas cual-
quier carácter político e ideoló-
gico, lo que descartaba alguna 
posibilidad de negociación. El 
resultado de esta estrategia fue 
una reducción de la capacidad 

bélica de las guerrillas, aunque 
no consiguió su eliminación.

El Gobierno entró en negocia-
ciones políticas con los paramili-
tares, iniciadas en el 2003 con el 
Acuerdo de Santa Fe de Ralito 
(Córdoba). Aunque esta nego-
ciación logró la desmovilización 
y el desarme parcial de las estruc-
turas paramilitares, así como la 
disminución de la violencia, el 
proceso fracasó en su intención 
de terminar con el fenómeno 
paramilitar. El proceso, diseña-
do inicialmente por el Gobierno 
para la desmovilización a través 
del proyecto de Ley de Justicia 
y Paz del 2005, proponía una 
impunidad casi total para los 
responsables de los crímenes, no 
reconocía los derechos de las víc-
timas y servía para evitar la extra-
dición de los acusados de narco-
tráfico a EE. UU. Solo mediante 
la reacción del sistema de justi-
cia, la presión de los activistas de 
derechos humanos, las víctimas 
y la comunidad internacional se 
logró mejorar la propuesta. 

La Ley de Justicia y Paz, para 
garantizar los derechos de las 
víctimas a la verdad, promovió la 
confesión de los desmovilizados 
de todos los delitos en los que 
participaron y que tuvieron co-
nocimiento, así como la declara-
ción de sus bienes ilícitos para su 
entrega y utilización en la repara-
ción de las víctimas. La dinámica 
que inició la implementación de 
esta ley condujo a que los para-
militares empezaran a revelar sus 
nexos con la clase política, lo que 
fue un factor fundamental para el 
inicio de la persecución judicial a 

12 ‘Paramilitares se habrían unido’, El Tiempo (20 de abril de 1997), consultado el 20 de enero del 2015, http://www.eltiempo.
com/archivo/documento/MAM-513963 
13Mauricio Romero, ed., Parapolítica. La ruta de la expansión paramilitar y los acuerdos políticos (Bogotá: Corporación Nuevo 
Arco Iris/ Intermedio Editores, 2007), citado en “¡Basta Ya!”, p. 160.
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la ‘parapolítica’, que se desató en 
el 2006.

El escándalo de la ‘parapolítica’ 
descubrió vínculos importantes 
entre multitud de políticos y fun-
cionarios del Estado y paramili-
tares. Muchos de estos políticos 
se beneficiaron de la intimida-
ción y las acciones armadas de 
los paramilitares para conseguir 
acceso a cargos de elección en 
alcaldías y asambleas municipa-
les, gobernaciones, así como en 
el Congreso y el Senado (entre 
ellos 12 expresidentes de esta 
cámara). Asimismo, algunos 
desviaron recursos para la finan-
ciación de los grupos armados 
ilegales y filtraron información 
para facilitar las acciones crimi-
nales de estos, como masacres, 
asesinatos selectivos, desplaza-
miento forzado, etc. 
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26Proceso de paz 
con las FARC
-
FORO NACIONAL POR COLOMBIA

En el gobierno Santos, la nego-
ciación política con las guerrillas 
trazó un nuevo rumbo, diferente 
a la política de Seguridad De-
mocrática planteada por Álvaro 
Uribe; esta se basaba en la eli-
minación de los grupos arma-
dos al margen de la ley, a partir 
de la vinculación de la sociedad 
civil para obtener éxitos milita-
res, lo que facilitó la conforma-
ción y posterior consolidación 
de grupos paramilitares. Al asu-
mir esta nueva perspectiva, el 
gobierno de Santos inició en el 
2012 un nuevo proceso de diá-
logo con las FARC-EP en La 
Habana (Cuba), cuyo propósito 
era transformar las condiciones 
de conflicto armado el país, sin 
arriesgar el modelo de Estado y 
de desarrollo vigente. La agenda 
acordada entre las partes incluyó 
temas como la reforma rural inte-
gral, el derecho de participación 
política, el proceso para llegar al 
fin de conflicto, el abordaje inte-
gral al problema de las drogas 
ilícitas, la reivindicación, la repa-
ración y el acompañamiento a las 
víctimas para obtener la verdad y 
los mecanismos de verificación al 
cumplimiento de lo pactado por 
ambas partes. 

En un comienzo, el proceso de 
negociación entre el equipo de 
gobierno y las FARC-EP fue 
hermético: las conversaciones 
y discusiones no se compartían 

con la sociedad civil. En térmi-
nos de participación se organi-
zaron eventos masivos para el 
acopio de iniciativas, por parte 
del PNUD y la Universidad 
Nacional, pero no hubo inter-
locución con los negociadores. 
Solo después de la discusión del 
punto 1 de la agenda, el Gobier-
no abre el escenario de diálogo. 
Esto fue motivado por un grupo 
de ONG que solicitaron al Go-
bierno brindar información so-
bre el proceso, tras esto allí este 
comenzó a compartir las discu-
siones. Luego, al final de este, 
varios sectores se hicieron pre-
sentes en La Habana (víctimas, 
mujeres, grupos étnicos, y otros) 
para brindar insumos y tener in-
jerencia en el Acuerdo Final.

Ello implicó la creación de me-
canismos e instancias para in-
volucrar a la ciudadanía con el 
objetivo de garantizar una par-
ticipación amplia a lo largo del 
proceso15. La postura del gobier-
no y las FARC-EP frente a este 
tema fue radicalmente diferente, 
por lo que tuvieron que ponerse 
de acuerdo para establecer vías 
que acogieran ambas visiones. 
Para ello, se dispusieron meca-
nismos de recepción de propues-
tas a través de la página web o 

por medios físicos, de consultas 
directas y otros espacios de par-
ticipación organizados por terce-
ros. A través de estos dispositivos 
de participación diversos actores 
y organizaciones de la sociedad 
civil contribuyeron presentando 
propuestas sobre temáticas de 
«reparación, desarrollo social 
rural, acceso y uso de la tierra, 
reformas y ajustes institucionales 
para la construcción de paz, me-
didas efectivas para promover 
una mayor participación políti-
ca y derechos y garantías para el 
ejercicio de la oposición. Otros 
de los temas que tienen un ma-
yor número de referencias son el 
combate a organizaciones crimi-
nales y sus redes de apoyo, y los 
cambios en las fuerzas militares» 
(Oficina del Alto Comisionado 
para la Paz, 2016, p. 238). Estos 
escenarios de participación pre-
tendían afianzar el proceso de 
negociación y solidificar los lazos 
entre la sociedad civil y las partes 
negociadoras para dar mayor le-
gitimidad a la implementación 
de los acuerdos. 

El proceso de negociación con-
cluyó con el Acuerdo para la 
terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable 

15En la mesa de negociación entre el Gobierno y las FARC la participación ciudadana tuvo papel relevante. Para conocer más 
sobre este aspecto y tener detalles acerca del proceso de paz, el Alto Comisionado para la Paz realizó 11 tomos con la colección 
de las memorias de la negociación. El tomo VII hace referencia a los mecanismos e instancias de participación que fueron 
utilizados en la mesa de conversaciones.http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Prensa/Paginas/2018/Biblioteca-del-Proceso-de-Paz-con-las-Farc-EP.aspx 
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y duradera, y la realización de 
un plebiscito cuyo resultado fue 
desfavorable a su implementa-
ción. Estos resultados hicieron 
más evidente el ambiente de 
polarización que marcaba la po-
lítica del país, lo que trajo como 
resultado un freno a la consuma-
ción de los acuerdos. En suma, 
hay dos elementos que deben ser 
destacados: en primer lugar se 
construyó un acuerdo de paz que 
logró generar consensos a partir 
de posturas opuestas, y miles de 
guerrilleros dejaron las armas, 
pero un alto porcentaje de ciu-
dadanos negaron el proceso. En 
segundo lugar, la institucionali-
dad no estaba lista para asumir 
los cambios que requería la im-
plementación del Acuerdo Final 
lo que derivó en retrasos para su 
implementación. 

Las debilidades del acuerdo de 
paz y la implementación de un 
nuevo proyecto político se refle-
jaron en dos elementos: por un 
lado, el plan de desarrollo del 
segundo mandato del presidente 
Santos (2014-2018) no incluyó ac-
ciones sustanciales para la cons-
trucción de paz. Al respecto, 
González (2015) manifiesta que 
en este plan no se propone «nin-
gún cambio sustantivo de la eco-
nomía. A pesar de que los ejes 
son la paz, la educación y la equi-
dad, no se ofrecen alternativas 
que impliquen transformaciones 
estructurales» (González, 2015, 
p. 46); por otro lado, el Gobier-
no se enfocó en la negociación, 
pero no estructuró acciones para 
la implementación de lo definido 
en la mesa de La Habana. En los 
últimos informes de la Misión de 

Verificación de la Naciones Uni-
das de Colombia y del Instituto 
Kroc (2018)16 se muestra una gran 
preocupación sobre los avances 
en la implementación del Acuer-
do referidos a las garantías de 
seguridad y protección, especial-
mente de líderes sociales; el pro-
ceso de reincorporación política, 
social y económica de excomba-
tientes; y los ajustes normativos 
e institucionales pendientes para 
la efectiva implementación del 
Acuerdo, específicamente en lo 
relacionado con la aprobación 
del proyecto de ley estatutaria 
de la Jurisdicción Especial para 
la Paz y las normas relacionadas 
con el punto 2 del Acuerdo que 
buscan ampliar la democracia. 
Al respecto ambos informes in-
dican que los pasos hacia su con-
secución han sido lentos y se han 
presentado graves hechos que 
limitan su desarrollo.

La reforma rural integral ha sido 
uno de los puntos cuyo ritmo de 
implementación ha sido lento. 
A comienzos del 2018 los com-
promisos relativos a este punto 
no habían iniciado y hasta el 
momento tan solo el 50 % de las 
disposiciones tiene un nivel de 
avance mínimo. «En términos 
comparados, el ritmo lento de 
implementación de las reformas 
rurales en Colombia no es una 
anomalía. Dos tercios de todos 
los acuerdos comprensivos de 
paz (ACP) tienen disposiciones 
de desarrollo social y económico, 
con reformas rurales similares a 
las del acuerdo colombiano». 
(Instituto Kroc, 2018, p. 60). Por 
ejemplo, los Programas de De-
sarrollo con Enfoque Territo-

rial (PDET) apenas arrancaron 
al final del gobierno Santos en 
una carrera contra el tiempo. La 
demora en la implementación 
de los programas de sustitución 
contribuyó al aumento de los 
cultivos con destinación ilícita, 
como lo muestra el informe de 
la Unodc17: se estima que las 
hectáreas cultivadas a diciembre 
del 2016 llegan a 144 000, con un 
incremento del 52 % respecto del 
2015. Según la Oficina de Políti-
ca Nacional para el Control de 
Drogas de los Estados Unidos, 
ONDCP, en el 2016 eran apro-
ximadamente 188 000 las hec-
táreas cultivadas y calculan un 
incremento del 17 % para el 2017.

El punto 2 del Acuerdo Final, 
que promueve la ampliación de 
la democracia y pone de presen-
te la importancia de avanzar en 
la construcción de una sociedad 
más incluyente y plural, es uno de 
los puntos más atrasados en tér-
minos normativos y de cumpli-
miento de tareas. En este aparte 
se encuentran apuestas para mo-
dificar el sistema electoral y par-
tidista, garantizar el derecho a la 
oposición política, la ampliación 
de la democracia y las garantías 
para la participación ciudadana. 
Respecto a este último, se avan-
zó en la elaboración de un pro-
yecto de ley, cuyo proceso debía 
contar con una consulta nacional 
amplia y participativa en la cual 
se debían construir unos linea-
mientos de garantías para la par-
ticipación. Este espacio se reali-
zó; sin embargo, la ley no llegó 
a Congreso de la Republica. Se 
manifiesta que «la falta de volun-
tad política por parte del Ejecuti-

16Segundo Informe sobre el estado efectivo de implementación del Acuerdo de Paz en Colombia. Diciembre 2016-mayo del 
2018. Recuperado en: https://kroc.nd.edu/assets/284864/informe_2_instituto_kroc_final_with_logos.pdf
17  Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito.
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vo y la apropiación del tema por 
parte del Congreso ha retrasado 
la creación de observatorios de 
garantías de promoción y parti-
cipación ciudadana; como meca-
nismos de análisis, información 
e incidencia pueden impactar 
positivamente y acelerar la im-
plementación de este (…)» (Insti-
tuto, Kroc, 2018, p. 79). Hasta el 
momento no se ha logrado mejo-
rar la calidad de la democracia18; 
sin embargo, con el Acuerdo se 
abrió una ventana de oportu-
nidad para dialogar y construir 
entre diferentes, para afianzar la 
democracia en Colombia. 

El proceso de paz marcó de di-
versas formas este periodo: pola-
rizó a la sociedad, pero también 
abrió posibilidades para que las 
voces de la ciudadanía se hicie-
ran visibles en la vida pública, en 
particular de sectores tradicio-
nalmente excluidos, y le dio nue-
vo aire a la expresión de acciones 
ciudadanas, aunque al tiempo se 
incrementaron de nuevo las ame-
nazas y asesinatos contra líderes 
y lideresas. Las cifras de la Fun-
dación Ideas para la PAZ (FIP) 
demuestran que hay un aumento 
significativo de la movilización 
social en los territorios. Así de 
241 acciones de movilización y 
protesta realizadas en el 2014, 
se pasó a 319 en el 2015 y 561 en 
el 2017. Esta información permi-
te hacer una lectura de una base 
social fortalecida que reclama 
participación en las discusiones 
sobre el horizonte de sentido y 
los cimientos sobre los cuales se 
está construyendo el futuro del 
país. De tal forma, «es una comu-
nidad cada vez más informada, 

que tiene la capacidad de organi-
zarse y de visibilizar temáticas y 
derechos» (Archila, 2016).

De otra parte, se afirma que las 
estrategias de seguridad y pro-
tección a líderes sociales, defen-
sores de derechos humanos y 
excombatientes de las FARC 
han sido insuficientes. Desde 
el 2016, según el informe de la 
Misión de Verificación de la 
Naciones Unidas de Colombia 
(2018)19, se reportan 454 casos 
de homicidios, de los cuales han 
sido verificados 163 casos. Otras 
fuentes señalan que, desde enero 
del 2016 hasta enero del 2019, se 
registran 566 asesinatos20, sien-
do los territorios priorizados en 
el Acuerdo de Paz los que han 
tenido mayor afectación. Se afir-
ma que las cifras de homicidios a 
líderes sociales van en aumento, 
en el año 2016 se reportaron 166 
homicidios, en el año 2017 fueron 
185 casos documentados (Dejus-
ticia, 2018). Adicionalmente, en 
el informe del Alto Comisiona-
do de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos (AC-
NUDH) que analiza el periodo 
del año 2018 se «observa que el 
59 % de los asesinatos se come-
tieron en ámbitos comunitarios. 
Los más afectados fueron los di-
rectivos de las Juntas de Acción 
Comunal y quienes asumen el 
liderazgo y vocería de sus comu-
nidades, en particular los que 
viven en condiciones precarias y 
con poco respaldo institucional» 
(ACNUDH, 2019, p.5). 

El Acuerdo de Paz pretende 
profundizar la democracia, cuyo 
centro es el desarrollo efectivo de 

tareas de participación ciudada-
na como un elemento de carácter 
transversal que fomenta la cons-
trucción de paz. No obstante, 
los avances en esta materia no 
son alentadores; en efecto, a no-
viembre del 2018 tan solo el 33 % 
de las tareas de participación in-
cluidas en el Acuerdo Final pre-
sentaban informes de ejecución21. 
Dentro de estas tareas se tenía 
contemplado adelantar la for-
mulación de la Ley Estatutaria 
de Garantías para la promoción 
de la participación, cuyo objeto 
es el de «regular los principios, 
los derechos, las garantías y los 
instrumentos para el ejercicio 
de la participación ciudadana, la 
movilización y la protesta social 
por parte de las organizaciones y 
movimientos sociales (…)» (Gon-
zález, 2018), y hasta el momento 
no ha sido presentada al Con-
greso para su estudio y aproba-
ción. Dada la complejidad de la 
situación actual, este proyecto 
de ley debería ser aprobado con 
agilidad.

La polarización que se experi-
menta en Colombia es bastante 
evidente, y las acciones del actual 
gobierno del presidente Duque, 
quien en sus primeros meses de 
mandato verbalmente confirmó 
su compromiso con el proceso 
de paz y la inclusión de este en su 
plan de desarrollo, no caminan 
en esa dirección, como lo indi-
ca el contenido de su propuesta 
de Plan Nacional de Desarrollo 
—PND— y, en general, sus ac-
ciones de gobierno. El PND, en 
términos de paz, focaliza sus ac-
ciones en la capacidad coercitiva 
del Estado y no en el desarrollo 

18Se presentan preocupaciones por los retrasos en la implementación de acciones para la apertura democrática. La Misión 
Especial Electoral señala la relevancia impulsar las reformas normativas como: Reforma Política y Electoral, las Circunscrip-
ciones Especiales Transitorias de Paz, la Ley de Garantías y Promoción de la Participación Ciudadana, y las Garantías para la 
Movilización y la Protesta Social. (Instituto Kroc, 2018, p. 62)
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de un proyecto democrático que 
pretende transformar las causas 
estructurales del conflicto arma-
do. Cabe precisar que el carácter 
coercitivo fomenta un ambiente 
de criminalización de la protesta 
social, que desprotege a líderes 
sociales, defensores de derechos 
humanos y del ambiente22. Adi-
cionalmente, la decisión de obje-
tar la Ley Estatutaria de la Jus-
ticia Especial para la Paz (JEP), 
afecta el orden constitucional, 
las reglas de funcionamiento de 
la JEP y genera desconfianza 
jurídica a los actores que se sus-
cribieron al Acuerdo de Paz limi-
tando el acceso de las víctimas a 
la justicia. 

Este panorama plantea retos en-
caminados a la construcción de 
un proyecto político y cultural 
para la construcción de paz, ya 
que se percibe un ambiente ad-
verso para la implementación de 
los acuerdos, y la posibilidad de 
transitar hacia un contexto po-
lítico que reconoce al ‘otro dife-
rente’ como adversario, en lugar 
de situarlo como enemigo; esta 
es una tarea colectiva que invo-
lucra tanto a la ciudadanía como 
al Estado. En tal sentido, la par-
ticipación ciudadana y el fortale-
cimiento de la democracia parti-
cipativa implican que la sociedad 
asuma un rol de corresponsabili-
dad en la construcción de escena-
rios justos, incluyentes, respetuo-
sos y diversos hacia la definición 

de un proyecto de país. «Desde 
esta concepción, la paz se puede 
entender como un esfuerzo co-
lectivo en Colombia para ayudar 
a que la legitimidad de Estado 
‘emerja’ en y desde sus territorios, 
en vez de ‘llevar el Estado’ a estos 
territorios como diversos gobier-
nos han intentado hacerlo en dé-
cadas pasadas» (Instituto Kroc, 
2018). En consecuencia, asumir 
un proyecto de país que involucre 
nuevas voces al escenario público, 
con mayores capacidades para la 
deliberación y el diálogo forta-
lecerá la «convicción de hacer 
política sin violencia» (Instituto 
Kroc). 

19Informe del secretario general del Consejo de Seguridad para la Misión de Verificación (2018). Recuperado en: https://colom-
bia.unmissions.org/sites/default/files/n1845595.pdf 
20Indepaz, 2019. Recuperado en: http://www.indepaz.org.co/566-lideres-sociales-y-defensores-de-derechos-humanos-han-sido-
asesinados-desde-el-1-de-enero-de-2016-al-10-de-enero-de-2019/
21Según el Informe Cero del Observatorio de Participación Ciudadana en la implementación del Acuerdo Final (noviembre del 
2018), el Acuerdo contempla 114 tareas de participación, 57 incluidas en el plan marco de implementación, 67 tareas con avance 
normativo y 38 con reporte de avance.
22Ayala G. (2019), a una lectura del Plan de Desarrollo Nacional (2018-2022) plantea la negación del conflicto armado, a partir 
de un lenguaje que desconoce el estatus político de las guerrillas, entre otros aspectos no ponen en el centro de las acciones la 
construcción de paz como proyecto político y social. La paz condicionada del Plan Nacional de Desarrollo (2018-2022). Común 
Acuerdo, febrero del 2019 (Ed. 623). Recuperado en: http://viva.org.co/cajavirtual/svc0623/articulo02.html#_ftn5
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30Rol de la sociedad 
civil en el proceso de paz
-
SECRETARIADO NACIONAL DE PASTORAL SOCIAL (SNPS)

Durante los dos últimos años 
del proceso de implementación 
de los acuerdos de paz entre el 
Gobierno Nacional y las FARC-
EP, los diversos sectores de la 
sociedad civil se han movilizado 
en torno a los temas que compo-
nen la agenda de paz acordada, 
que han sido aceptados por la 
opinión pública como temas sus-
tanciales para superar el conflic-
to y consolidar la paz: resolver el 
asunto de la distribución inequi-
tativa de la tierra; garantizar la 
apertura política y la participa-
ción; resolver el problema del 
narcotráfico; garantizar el dere-
cho a la reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado; 
implementar los programas de 
reincorporación a la vida civil de 
la insurgencia.

En buena medida estos temas 
coinciden con las agendas y de-
mandas no resueltas de diversos 
sectores sociales a nivel nacio-
nal y territorial. De este modo, 
las agendas de los sectores del 
campesinado, de los pequeños 
gremios económicos, las agen-
das del sector estudiantil, de los 
sectores étnicos, de las organi-
zaciones de mujeres y, de forma 
particular, las agendas de las 

víctimas se ponen en el orden del 
debate en el proceso de diseños 
legislativos e institucionales para 
la implementación de los acuer-
dos de paz.

La amplitud y complejidad de 
los temas de la paz, como fueron 
abordados en La Habana, re-
percute en la complejidad de la 
movilización social por la paz en 
Colombia; los diversos sectores 
sociales, por su parte, recurren a 
múltiples estrategias de acción y 
cumplen diversidad de funciones 
para que la implementación de 
los acuerdos redunde en la inclu-
sión de sus agendas y la garantía 
de sus demandas históricas. En 
la mesa de diálogos en La Ha-
bana, por ejemplo, los indígenas 
y afrodescendientes lograron la 
inclusión del capítulo étnico y 
las mujeres, a través de la Subco-
misión de Género, lograron que 
este enfoque fuera incluido en 
los acuerdos.

Este tipo de logros y la amplia 
movilización de la sociedad civil 
en los territorios y a nivel nacio-
nal ha sido resultado de un pro-
ceso largo de activismo a favor 
de la paz en Colombia. Una mo-
vilización en la que se han involu-

crado diversos sectores sociales, 
políticos y económicos, que se 
expresan a través de diversas vi-
siones de la paz. De este modo, 
en la movilización se identifican 
tensiones y contradicciones en 
torno a la búsqueda de la paz en 
Colombia. Ello se expresa, como 
se anotó en el punto anterior, en 
momentos como el plebiscito 
por la paz del 2016, en donde la 
sociedad nacional muestra tales 
tensiones frente a la paz. Se po-
drían diferenciar tres grandes 
periodos de la movilización por 
la paz, previos al periodo actual 
de la movilización de los sectores 
sociales que se han abierto a res-
paldar los acuerdos y lograr por 
esta vía, como se dijo, la inclu-
sión de sus agendas y demandas:

a) Primer periodo, una moviliza-
ción naciente para el respaldo de 
acuerdos de paz

Con el surgimiento de las insur-
gencias armadas en los años 60 
y tras el cierre del periodo del 
Frente Nacional a mediados 
de los años 70 en Colombia se 
intensifica la violencia política 
contra los sectores de izquierda. 
Políticas como el Estatuto de 
Seguridad del gobierno Turbay 
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a finales de esta década genera el 
surgimiento de movimientos en 
defensa de los derechos huma-
nos. Estos mismos sectores veían 
la necesidad de salidas políticas 
al conflicto armado interno y se 
convirtieron en los promotores 
de la paz. El gobierno de Beli-
sario Betancur, posesionado en 
1982, toma la bandera de la paz 
y abre los diálogos con la insur-
gencia colombiana. Este nuevo 
clima de paz es respaldado por la 
ciudadanía, expresando de múl-
tiples formas de movilización el 
respaldo al proceso de paz que 
se inicia. El entrante gobierno de 
Virgilio Barco en 1986 da conti-
nuidad al proceso de paz y abre 
las puertas al movimiento estu-
diantil y ciudadano que promue-
ve la realización de una Asam-
blea Nacional Constituyente. 
Esta Asamblea, que termina 
dictando la nueva carta magna 
y que involucra a exguerrilleros 
que culminaron negociaciones, 
se convierte en un escenario de 
debate sobre los destinos del 
país, que le da a la paz un eje 
central para la orientación de la 
nación. La Constitución Política 
de 1991 se conoce como la consti-
tución de la paz.

b) Segundo periodo, el fortale-
cimiento del movimiento por la 
paz durante los años 90

Se trata de una movilización que 
busca el cumplimiento del Artí-
culo 22 de la nueva Constitución 
Política, en el que se declara la 
paz como derecho y deber de 
obligatorio cumplimiento. Cul-
minados los acuerdos de paz con 
parte de la insurgencia nacional, 

la ciudadanía busca que se avan-
ce en procesos de paz con las 
guerrillas de las FARC-EP y el 
ELN, que no se habían acogido 
a los acuerdos de paz del gobier-
no Barco y que el gobierno de 
César Gaviria buscaba dar con-
tinuidad.

En este periodo se conforman 
redes y organizaciones sociales 
orientadas a la promoción de la 
paz, que gana una importante 
estructura organizativa a nivel 
nacional y territorial. La opi-
nión pública nacional, de la que 
hacían eco buena parte de los 
medios de comunicación, de la 
institucionalidad pública y 
sectores políticos hacían par-
te de conglomerado nacional 
que promovían la salida polí-
tica y negociada al conflicto 
armado. A mediados de esta 
década se conformó el Con-
sejo Nacional de Paz, cuya 
gestión fue favorecida por el 
gobierno de Ernesto Samper. 
Otras iniciativas ciudadanas 
importantes para el tema de la 
paz tuvieron lugar en esta dé-
cada, como el Mandato Ciu-
dadano por la Paz en octubre 
de 1997, o las marchas de No 
Más en 1999. La opinión públi-
ca y la movilización ciudadana 
que se había consolidado a lo 
largo de esta década da el respal-
do para que el gobierno recién 
elegido de Andrés Pastrana en 
1998 iniciara negociaciones con 
la guerrilla de las FARC-EP en 
El Caguán. Estas negociaciones 
se vieron frustradas a comienzos 
del 2002, cuando el Gobierno 
declara el rompimiento del pro-
ceso de paz.

c) Tercer periodo, una moviliza-
ción que busca la vía negociada 
para el logro de la paz y que abo-
ga por la paz como política de 
Estado

Tras el rompimiento del proceso 
de paz en El Caguán, se genera 
un estado de frustración y des-
contento entre la opinión públi-
ca respecto a la salida negociada 
al conflicto armado. Este des-
contento es canalizado durante 
la contienda electoral de ese mis-
mo año por Álvaro Uribe, quien 
expresa una política de mano 
dura contra las insurgencias, en 
particular contra las FARC-EP, 
y es elegido presidente. La ciuda-
danía y la opinión pública mues-
tran visiones distintas respecto 
al asunto de la paz; una parte de 
ella sigue abogando por una sa-
lida negociada y otra respalda la 
política de confrontación militar 
liderada por el nuevo mandata-
rio. Estas opiniones contrarias se 
expresaron en las calles a lo largo 
de los dos periodos del gobierno 
de Uribe con marchas en contra 
de las FARC-EP y marchas a fa-
vor de la salida política del con-
flicto armado. Los movimientos 
promotores de la paz buscaban 
que se sostuviera la política de 
paz de los gobiernos anteriores, 
presionando para que la paz se 
consolidara como política de Es-
tado, que fue la pretensión de la 
Constituyente del 91. 

El gobierno de entonces intentó 
acercamientos con la guerrilla 
del ELN, para lo cual encontró 
respaldo por parte de algunos 
sectores de la sociedad civil, que 
esperaba por esta vía avanzar en 
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la paz. Uribe adelantó y culminó 
negociaciones con los grupos pa-
ramilitares en el 2005, que repre-
sentaban la mayor fuerza contra-
insurgente de entonces y uno de 
los actores más violentos en con-
tra de la población civil. En este 
marco de negociación se creó la 
Ley 975 de 2015, Ley de Justicia 
y Paz, que buscaba judicializar 
con penas alternativas a los para-
militares desmovilizados y reve-
lar por ese camino la verdad que 
reclamaban las víctimas. Salvo 
escenarios de debate en torno a 
estos temas, la consolidación de 
organizaciones de víctimas y es-
tructuras de red de este sector, la 
dinámica ciudadana en pro de la 
paz fue más bien tímida durante 
esos años. 

La fuerza del debate por parte 
de la sociedad civil se retoma 
a partir de que el gobierno de 
Juan Manuel Santos, electo en el 
2010, anuncia sus intenciones de 
negociar con la guerrilla de las 
FARC-EP. El proceso de paz se 
inició en el 2012 en La Habana, 
y se desarrolló durante 4 años. 
Actualmente el país está en un 
difícil proceso de implementa-
ción de los acuerdos, en medio 
de una polarización política que 
ha hecho más difícil el camino de 
sus trámites en el Congreso de la 
República.

Tendencias particulares de la 
sociedad civil en Colombia

La dinámica particular del con-
flicto armado en Colombia, su 
extensa duración, la diversidad 
de actores implicados y los múl-
tiples factores asociados, como 

el narcotráfico, la corrupción, las 
debilidades del sistema político, 
entre otros, han hecho que la so-
ciedad civil colombiana adquie-
ra ciertas particularidades que 
deben ser tenidas en cuenta al 
momento de caracterizar su fun-
cionamiento en la construcción 
de la paz.

1.Articulación mediante redes, 
plataformas y/o procesos colecti-
vos de organización

Esta tendencia responde a un 
rol muy importante que ha ca-
racterizado a la sociedad civil 
colombiana, relacionado con la 
necesidad de influir tanto en la 
formulación e implementación 
de políticas públicas que garan-
ticen los derechos humanos de 
las diferentes poblaciones y de 
la sociedad en general, como en 
su rol activo por facilitar, promo-
ver e intermediar como sectores 
representativos, en la búsqueda 
de acuerdos de paz, como se de-
mostró no solo en el proceso de 
negociación de La Habana con 
las FARC-EP, sino en todos los 
intentos anteriores de diálogo 
con este grupo.

Algunas de estas redes y plata-
formas serían: la Red Nacional 
de Iniciativas Ciudadanas por 
la Paz y contra la Guerra-Rede-
paz, la Red Nacional de Progra-
mas Regionales de Desarrollo 
y Paz-Redprodepaz, Paz Com-
pleta, la Red de Jóvenes Cons-
tructores de Paz, el Congreso de 
los Pueblos, la Mesa Social para 
la Paz, Mesa Ecuménica por la 
Paz, entre otras. En el caso de 
las comunidades étnicas además 

de los roles anteriormente men-
cionados, la promoción y garan-
tía de los derechos colectivos, 
la defensa del territorio y de las 
estructuras de gobierno propio, 
han promovido la consolidación 
de estructuras y organizaciones 
como: la Organización Nacional 
Indígena de Colombia-ONIC y 
Proceso de Comunidades Ne-
gras-PCN en el nivel nacional.

Por su parte el proceso de las 
mujeres de reivindicación de de-
rechos y reconocimiento de su 
rol político, ha generado estruc-
turas colectivas como: la Cum-
bre Nacional de Mujeres y Paz, 
la Red Nacional de Mujeres, la 
Ruta Pacífica de las Mujeres, el 
Consejo Nacional de Mujeres 
Afrocolombianas-CNOA, la 
Alianza Iniciativa de Mujeres 
Colombianas por la Paz- IMP, 
la Asociación Nacional de Muje-
res Campesinas, Negras e Indí-
genas de Colombia- Anmucic, el 
Colectivo de Pensamiento y Ac-
ción Mujeres, Paz y Seguridad, 
la Coalición 1325 Colombia, por 
citar algunas. En cuanto al mo-
vimiento campesino, se destacan 
procesos como la Asociación 
Nacional de Usuarios Campe-
sinos-ANUC y el Coordinador 
Nacional Agrario-CNA.

2.El Consejo Nacional de Paz, 
Convivencia y Reconcilia-
ción-CNPRC

En la actual coyuntura colom-
biana, tras la firma del Acuerdo 
de Paz entre el gobierno colom-
biano y las FARC-EP, como 
ya se mencionó vuelve a tomar 
impulso el Consejo Nacional de 
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Paz, cuyo origen se remonta a la 
Ley 434 de 1998, como parte de 
la política de paz del presidente 
Ernesto Samper. Tras varios 
años de inactividad, en el marco 
del Decreto 885 del 2017 se rees-
tructura esta instancia, ampliando 
su alcance, pues de Consejo Na-
cional de Paz pasa a ser Consejo 
Nacional de Paz, Convivencia y 
Reconciliación, el número de los 
sectores en representación de la 
sociedad civil y sus funciones en 
el marco de la implementación del 
Acuerdo.

De acuerdo con lo previsto en el 
Decreto, el Consejo se establece 
como: «órgano asesor y consultivo 
del Gobierno Nacional. Su mi-
sión será propender por el logro y 
mantenimiento de la paz; generar 
una cultura de reconciliación, tole-
rancia, convivencia y no estigma-
tización y facilitar la colaboración 
armónica de las entidades y órga-
nos del Estado, para otorgar prio-
ridad a las alternativas políticas de 
negociación del conflicto armado 
interno, en orden a alcanzar rela-
ciones sociales que aseguren una 
paz integral permanente» (Artícu-
lo 3).

El Consejo está conformado por 
representantes de las ramas Ejecu-
tiva y Legislativa del poder públi-
co, órganos de control y 35 secto-
res de la sociedad civil (ver anexo 
de sectores y representantes desig-
nados). La estructura nacional del 
Consejo también se replica a nivel 
territorial con los Consejos depar-
tamentales y municipales de Paz, 
Reconciliación y Convivencia.

3.Programas académicos de edu-
cación formal para la paz

El rol de la academia en la cons-
trucción de la paz en Colombia 
ha sido fundamental, tanto para 
el análisis mismo del conflicto ar-
mado como para avanzar en los 
estudios de paz y resolución de 
conflictos. En ese sentido cabe 
mencionar cómo los estudios 
relacionados con el conflicto 
armado cuentan con un primer 
antecedente en los denomina-
dos ‘violentólogos’, entendido 
como el grupo de académicos 
contratados en 1987 por el enton-
ces presidente Virgilio Barco, 
para hacer un diagnóstico de la 
violencia y generar recomenda-
ciones23.  Este grupo adscrito al 
Instituto de Estudios Políticos 
y Relaciones Internacionales de 
la Universidad Nacional-IEPRI 
generó el informe ‘Colombia: 
violencia y democracia’ donde se 
hace referencia más allá del con-
flicto armado, a las múltiples for-
mas de violencia estructural cau-
santes de la violencia armada.

En los años 90, en concordancia 
con las tendencias de construc-
ción de paz del momento tras 
la firma de los acuerdos de paz 
con grupos insurgentes como 
el M-19, la Corriente de Reno-
vación Socialista y el Quintín 
Lame, en la academia se inician 
programas para el estudio de los 
conflictos y la paz, como la es-
pecialización en Resolución de 
Conflictos de la Pontificia Uni-
versidad Javeriana en 1995.
Ahora tras la firma del Acuerdo 
de Paz con las FARC-EP, se evi-
dencia un aumento exponencial 

en el número de programas aca-
démicos de estudios de paz, los 
cuales han contribuido tanto en 
la conceptualización misma de la 
paz como en la sistematización 
de los aprendizajes derivados de 
las experiencias y procesos de las 
comunidades y los territorios.

Se contabilizan alrededor de 17 
programas, entre los que se pue-
den mencionar: maestría en Es-
tudios de Paz y Resolución de la 
Pontificia Universidad Javeria-
na, maestría en Construcción de 
Paz de la Universidad de los An-
des, maestría en Conflicto social 
y Construcción de Paz de la Uni-
versidad de Cartagena, maestría 
en Negociación y Manejo de 
Conflictos de la Universidad del 
Norte, maestría en Conflicto y 
Paz de la Universidad de Mede-
llín, maestría en Paz, Desarrollo 
y Ciudadanía de la Uniminuto, 
maestría en Justicia Transicio-
nal, Derechos Humanos y Con-
flicto de la Universidad Externa-
do de Colombia, entre otras.24 

4.Centros e institutos de investi-
gación para la paz

La paz como objeto de estudio, 
sus dinámicas nacionales y te-
rritoriales, el seguimiento a las 
políticas y procesos tanto de diá-
logo como de construcción de 
paz han sido temas de múltiples 
centros de pensamiento, algunos 
relacionados con instituciones 
de educación superior otros no 
necesariamente. Se mencionan 
con particular atención estos cen-
tros pues en su función de investi-
gación para la paz, han permitido 
no solo posicionar el tema en la 

23 http://pacifista.co/las-lecciones-de-los-violentologos-de-1987-para-los-de-la-habana/
24https://colombia2020.elespectador.com/pais/cinco-maestrias-que-le-apuestan-la-paz
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opinión pública, sino que tam-
bién generan recomendaciones 
para la interlocución con el Go-
bierno, la cooperación internacio-
nal y el sector privado.

A nivel nacional no vinculados 
directamente a entidades edu-
cativas se pueden mencionar: 
el Centro de Investigación y 
Acción Popular-Cinep, la Fun-
dación Ideas para la Paz-FIP, 
la Fundación Paz y Reconcilia-
ción, el Centro de Recursos para 
el Análisis de Conflictos-Cerac, 
la Consultoría para los Dere-
chos Humanos y el Desplaza-
miento-Codhes, el Centro de 
Educación e Investigación para 
la Paz-Ceipaz, Foro Nacional 
por Colombia, el Instituto de 
Estudios para el Desarrollo y 
la Paz-Indepaz, entre muchos 
otros. Vinculados a universida-
des, algunos de estos serían: el 
Instituto de Derechos Huma-
nos y Construcción de Paz de la 
Universidad Javeriana, el Obser-
vatorio de Construcción de Paz 
de la Universidad Jorge Tadeo 
Lozano, el Centro de Investiga-
ción y seguimiento al Diálogo de 
Paz de la Universidad Nacional, 
el Instituto Colombo Alemán 
para la Paz-Capaz, entre otros.

5.Participación del 
sector privado

En Colombia el rol del sector 
privado tanto en el desarrollo 
del conflicto armado como en la 
construcción de la paz es funda-
mental. Por ello, el análisis sobre 
sus funciones en la construcción 
de la paz se puede desarrollar 
desde las alianzas que ha gene-

rado para la búsqueda y conso-
lidación del desarrollo, tal como 
se mencionó en el capítulo ante-
rior, hasta su rol activo en la ge-
neración de organizaciones que 
inciden y desarrollan programas 
sociales dirigidos a poblaciones 
específicas o territorios.

Algunas grandes empresas y/o 
conglomerados económicos han 
creado instituciones sin ánimo 
de lucro, generalmente funda-
ciones, que desarrollan funcio-
nes de pedagogía, incidencia y 
seguimiento a políticas públicas, 
proyectos de intervención pro-
ductivos con poblaciones vulne-
rables, entre otras. Se pueden 
mencionar en esta categoría: 
Fundación Bavaria, Fundación 
Carvajal, Fundación Saldarria-
ga Concha, Fundaciones Petro-
leras y su Asociación, Fundación 
Cerrejón, Fundación ANDI, 
Fundación Femsa, Fundación 
Corona, por mencionar algunas. 



35 Análisis de los 
repertorios de acción 
utilizados por la sociedad 
civil sobre la base de las 
funciones desarrolladas 
por IPTI
-
CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y EDUCACIÓN POPULAR (CINEP)

El presente análisis realiza un ba-
lance analítico de las estrategias 
de acción que se registran en la 
movilización por la paz en Co-
lombia. Este balance se hace a 
partir de los datos contenidos en 
la base Datapaz del Cinep, en la 
cual se registran las acciones por 
la paz en Colombia.

Este registro está basado en el 
método conocido como Análisis 
de Eventos de Protestas (PEA, 
por su sigla en inglés), gracias al 
cual se pueden «observar activi-
dades de protesta durante pe-
riodos amplios en grandes áreas 
geográficas»(García-Duran, 
2006). Para el caso de la moviliza-
ción por la paz, los eventos obser-
vables y que se pueden constatar 
de forma empírica son los que 

aquí se denominan Acciones Co-
lectivas por la Paz (ACP), como 
hechos realizados en un espacio 
y tiempo específico. Con ello, las 
ACP que se registran en Data-
paz se enmarcan en los siguientes 
criterios (García-Duran, 2006): 
a) un criterio nominal o de auto-
definición como iniciativa de paz 
por parte de sus organizadores; 
b) un criterio de definición de 
paz, que consiste en el rechazo a 
la violencia o tomar conciencia, 
visualizar, discutir, presionar o 
construir alternativas de paz; y c) 
un criterio de colectividad, en el 
sentido de haber sido promovido 
por estructuras organizativas o la 
conjunción de actores diversos. 
Desde esta perspectiva, la movili-
zación por la paz se define como 
el cúmulo de acciones colectivas 

que representan un amplio entra-
mado de relaciones entre actores 
de diferentes sectores, cuyas es-
trategias y despliegue espacial y 
temporal se determinan a partir 
de la concertación de visiones de 
paz, en respuesta a multiplicidad 
de conflictos y/o hechos de vio-
lencia que los afectan. La gráfica 
a continuación da cuenta de tal 
dinámica de la movilización por 
la paz.
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Para efecto del análisis que se 
presenta en este documento, el 
Equipo Iniciativas de Paz ha 
elegido el ciclo 2010-2018, que 
corresponde a los dos periodos 
presidencias de Juan Manuel 
Santos y comprende a su vez el 
proceso de diálogos de paz entre 
el Gobierno Nacional y la enton-
ces guerrilla de las FARC-EP 
(Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia-Ejército del 
Pueblo). Con ello, lo que se quie-
re observar es el comportamien-
to de la movilización por la paz 
en el marco del proceso de paz 
en La Habana, retomando los 
antecedentes inmediatos, dados 
a partir del anuncio de Santos en 
su discurso de posesión de tener 
previsto iniciar diálogos con esta 
guerrilla, y el desenlace de los 

primeros dos años de implemen-
tación de los acuerdos.

Resulta ser un periodo de interés 
para el análisis de la movilización 
por la paz, en tanto concentra 
una fase de incremento relativa-
mente constante de las acciones, 
como lo muestra la gráfica ante-
rior. Lo que se quiere explorar 
en esta línea ascendente son las 
estrategias de acción a las que 
recurrieron los diversos sectores 
de sociedad civil para promover 
la paz o rechazar las situaciones 
de violencia que persistieron 
durante el ciclo analizado. Res-
ponder, con ello, a la pregunta 
¿cómo construye paz la socie-
dad civil en Colombia?, recu-
rriendo a los datos obtenidos 
en Datapaz.

De este modo, el documento se 
desarrolla en los siguientes cin-
co apartados: en primer lugar, 
una introducción explicativa del 
ejercicio realizado, dando unos 
primeros elementos respecto a 
la movilización por la paz; un 
segundo apartado, que presenta 
la definición de las cinco estra-
tegias de acción identificadas 
en Datapaz y que constituyen la 
base del análisis; un tercer apar-
tado, en el que se hace una con-
textualización del ejercicio en los 
diálogos de paz llevados a cabo 
en La Habana; en cuarto lugar, 
se analiza descriptivamente los 
datos, tomando como eje las es-
trategias en cuestión y haciendo 
foco en el comportamiento geo-
gráfico, los actores involucrados 
y los motivos que subyacen a la 

Gráfica 1. Perfil histórico de las ACP en Colombia. 1978-2018. Datapaz 2019. Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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movilización; y finalmente se sa-
can las conclusiones, donde se 
realiza una relectura del análisis 
hecho, esto con el fin de recoger 
los aportes de las funciones de la 
sociedad civil para la construc-
ción de la paz propuestas por 
Inclusive Peace and Transition 
Initiative (IPTI).

Definición de las cinco 
estrategias de acción

El accionar de la movilización 
por la paz en Colombia, acumu-
lado a lo largo de los años, ha ga-
nado en diversidad en su reper-
torio. No obstante, se muestran 
unas preferencias movilizadoras 
que se orientan a las marchas 
y concentraciones en espacios 
públicos y a la apertura de esce-
narios académicos y formativos, 
como lo son los encuentros, foros 
o seminarios. Esta diversidad del 
repertorio expresa una selección 
de estrategias de los distintos 
sectores involucrados, derivadas 
de sus visiones o comprensiones 
de la paz. Así, las estrategias de 
cambio vienen siendo el conjun-
to de los recursos —de diverso 
tipo— dispuestos para generar 
las transformaciones que con-
duzcan hacia esas visiones de 
paz por los que se trabaja. El 
repertorio de acción expuesto se 
conjuga en cinco estrategias cen-
trales (García-Duran, 2006): 

1)Educar: estrategia a través de 
la cual los actores de la movili-
zación buscan generar concien-
cia, transformar imaginarios y 
crear una cultura de paz; en esta 
estrategia se ubican acciones 
como los foros, encuentros, se-

minarios, campañas educativas, 
actos culturales y deportivos, ce-
lebraciones religiosas, premios y 
homenajes, actos de memoria y 
reconciliación. 

2)Organizar: estrategia que ha 
permitido consolidar al sujeto de 
la movilización en una estructu-
ra organizativa de experiencias 
territoriales de paz, redes y plata-
formas de acción de la Moviliza-
ción Social por la Paz. 

3)Actuar políticamente: estrate-
gia a través de la cual la Movili-
zación Social por la Paz busca 
incidir en el ámbito político; las 
acciones que se enmarcan en 
esta estrategia son la partici-
pación electoral, concertación 
ciudadana, diálogos y negocia-
ciones y comunicados colecti-
vos. 

4)Protestar: estrategia a través 
de la cual se presiona para trans-
formar situaciones de violencia 
o amenaza por parte de actores 
armados u otros actores de po-
der, en pro de establecer condi-
ciones de seguridad y paz; las 
acciones que se incluyen aquí 
son las tomas y bloqueos, mar-
chas y concentraciones, paros, 
huelgas y levantamientos.

5)Resistir: como una forma 
más proactiva de la moviliza-
ción frente a los actores arma-
dos, buscando forma de protec-
ción de líderes y poblaciones en 
contextos de conflicto armado 
y amenaza; aquí se incluyen las 
declaraciones de zonas de paz y 
las acciones de resistencia civil.

Como está visto, la moviliza-
ción por la paz reúne un reper-
torio diverso que denota las 
distintas aproximaciones de los 
actores sociales al trabajo por 
la paz, ya sean desde la cultura, 
desde la acción política, desde 
la simbología y la espirituali-
dad, etc. Son, en conjunto, ru-
tas de participación ciudadana 
que se realizan en las distintas 
escalas territoriales, respon-
diendo a conflictividades y pro-
poniendo alternativas distintas 
para la búsqueda de la paz. 
Esta será la base para el análi-
sis del que se ocupará este do-
cumento.

Contexto: los diálogos de paz 
entre el Gobierno Nacional y las 
FARC-EP (2010-2018)

La firma de los Acuerdos de Paz 
entre el Gobierno Nacional y las 
FARC-EP, realizado el 24 de 
noviembre del 2016 en el Teatro 
Colón, significó el desarme y re-
incorporación de una de las gue-
rrillas más antiguas de América 
Latina, por lo que constituye un 
hito para la historia nacional, en 
tanto implicaba el fin de la lucha 
armada y, a su vez, el inicio de un 
camino largo de implementación 
y puesta en marcha de aquello 
acordado. No obstante, este pro-
ceso no inicia en el 2016, tiene sus 
fases exploratorias (agosto del 
2010 a agosto del 201225) en los 
primeros acercamientos realiza-
dos entre la delegación nacional 
en cabeza del presidente Juan 
Manuel Santos y las FARC-EP. 

Los primeros meses del 2010 
se caracterizaron por un cierre 

25Esta fase exploratoria, según Gerson Arias, es uno de los momentos más importantes dentro del proceso en tanto da cuenta 
de los ‘acercamientos secretos’ entre el Gobierno y las FARC, y las reuniones que se llevaron a cabo en La Habana (Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, 2018, pág. 60)
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de la política de Seguridad De-
mocrática, antes de la posesión 
presidencial de Juan Manuel 
Santos, que se evidenció en com-
bates y bombardeos a campos de 
las FARC-EP, particularmen-
te en el oriente del país; en La 
Macarena, Meta, por ejemplo, 
tiene lugar un ataque autoriza-
do por el Ministerio de Defensa 
al frente 43 (La Nación, 2010, 
pp.1-12), sumado al realizado en 
el municipio de Vista Hermosa 
(El Heraldo, 2010, p. 8C) y la in-
tensificación de las operaciones 
adelantadas por la Fuerza Aérea 
y el Ejército Nacional en contra 
de Bloque Oriental y el Bloque 
Sur. Otras acciones emprendi-
das fueron las operaciones con-
tra las FARC-EP en el Tolima, 
y las realizadas en el Caquetá 
(La Nación, 2010, pp. 1-10), y las 

múltiples respuestas violentas 
por parte de las FARC-EP en 
departamentos como Antioquía 
y Córdoba. Sumado a las ame-
nazas y acciones a manos de gru-
pos armados organizados como 
‘los Rastrojos’ (El Colombiano, 
2010, p. 12A). 

En la próxima gráfica podemos 
observar cómo en el periodo que 
va desde el 2010 hasta el 2011 hay 
un estancamiento en el número 
de hechos violentos, que aumen-
ta de manera significativa en el 
2012, posteriormente empieza a 
disminuir, y coincide con la fase 
pública de la negociación, cuyo 
punto más bajo es el año 2018, 
posterior a la firma de los acuer-
dos. 

Gráfica 2. Hechos violentos 2010-2018. Base Acciones Violentas, Cinep 2019.



39
Esta fase inicial, que inicia en 
el periodo Santos, permitió en-
tablar un diálogo directo sin la 
presión de la opinión pública 
y los medios de comunicación, 
que, en casos previos, había sido 
el ‘talón de Aquiles’ de los inten-
tos de negociación anteriores, 
la Iglesia católica fue un actor 
fundamental en el acercamiento 
con las FARC-EP y el ELN (El 
Nuevo Siglo, 2010, P. C2). En el 
2011 se establecen las reuniones 
en el extranjero, una de ellas en 
La Orchila, Venezuela, en la que 
participaron los gobiernos de 
Cuba y Noruega, quienes fue-
ron los garantes internacionales, 
adicional a que el CICR sería el 
intermediario y facilitador con 
los integrantes de las FARC-EP 
y de Venezuela y Chile, como 
acompañantes, e inicia el 2012 la 
fase pública de los diálogos. 

La fase exploratoria contó con diez 

rondas de negociación que se realiza-

ron entre febrero del 2012 y agosto del 

mismo año, el 26 de este mes se llevó 

a cabo la firma del Acuerdo General 

para la Terminación del Conflicto y 

la Construcción de una Paz Estable 

y Duradera, acordando que la Mesa 

de Conversaciones oficial se instalaría 

el 8 de octubre en Oslo, Noruega. A 

partir del 2013 empiezan una serie de 

encuentros, que tenían como finalidad 

abordar los 5 puntos del acuerdo, y los 

mecanismos de participación estable-

cidos por las partes para garantizar la 

presencia de organizaciones sociales. 

(Oficina del Alto Comisionado para la 

Paz, 2018)

Ahora bien, esta se desarrolló a 
través de recepción de propues-
tas, consultas directas y regio-
nales26 de los sectores que par-
ticiparon, en esto es importante 
destacar las organizaciones y 
movimientos campesinos, indí-
genas, afrodescendientes, juve-
niles, mujeres, ambientalistas, 
víctimas, académicos, raizales, 
LGBTI, gremios e iglesias. Es 
de destacar dentro de los meca-
nismos complementarios que se 
pusieron en marcha, las dos ver-
siones de la Cumbre de Mujeres 
y Paz, como espacio reconocido 
por la Mesa, que contó con la 
participación de 8 organizacio-
nes y plataformas de mujeres, 
que aportaron al enfoque de 
género de los acuerdos de paz. 
Uno de los elementos que más 
se resaltó dentro de este proceso 
fue el enfoque diferencial en las 
convocatorias, particularmente 
la inclusión de jóvenes, sujetos 
de reparación colectiva y vícti-
mas del conflicto armado. 

De esta participación es posible 
evidenciar tácitamente dos ele-
mentos fundamentales: la inclu-
sión del enfoque de género en 
los Acuerdos de Paz y el Capí-
tulo Étnico, como apuestas sig-
nificativas de participación, den-
tro de la formulación de estos, 
sin embargo, a la fecha los retos 
son múltiples y oscilan entre el 
deber ser de la implementación 
y el contexto actual de la políti-
ca nacional. En este sentido, es 
fundamental entonces reconocer 
cómo en este periodo la movili-

zación social por la paz tuvo di-
versas expresiones participativas 
enfocadas en diversas estrategias 
de acción, que dan cuenta de 
cómo desde un enfoque de abajo 
hacia arriba se tejen unos reper-
torios que permiten comprender 
el modo en el que actuó la socie-
dad civil en el marco de los diálo-
gos de paz. 

Análisis descriptivo: las acciones 
colectivas durante el proceso de 
paz entre el Gobierno Nacional 
y las FARC-EP

A partir de la mirada general 
que puede hacerse de los dos 
periodos presidenciales de Juan 
Manuel Santos (2010-2018), 
se pudieron identificar varios 
momentos que dan cuenta del 
comportamiento de la sociedad 
colombiana en la realización de 
Acciones Colectivas por la Paz 
(ACP), en el marco de los diá-
logos de paz entre el Gobierno 
Nacional y las FARC-EP. 

26En el Acuerdo General se establecieron aportes por parte de la sociedad civil a través de una estrategia desarrollada para 
materializar los mismos, esto se llevó a cabo en varios momentos, el primero mediante página web, seguido de la Mesa de Con-
versaciones y foros nacionales y regionales, cuya organización estuvo a cargo de la Universidad Nacional y la ONU. Sumado a 
esto se tuvo la presencia de diversos expertos, según los puntos de la agenda, que contribuyeron a enriquecer el acuerdo (Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, 2018, pág. 42)
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Los principales momentos que 
se encuentran en el periodo 2010-
2018, son: 

a)Una disminución de las ac-
ciones educativas en el periodo 
2010-2012, comparado con un 
comportamiento algo más cons-
tante de las acciones de protesta.

b)Un punto de inflexión en el 
año 2012 para las acciones educa-
tivas y de protesta. 

c)Una tendencia creciente de las 
acciones educativas, con picos 
en 2015 (140 ACP) y 150 ACP en 
el 2017.

d)La caída de las acciones de 
protesta inversamente propor-
cional al comportamiento de las 
acciones educativas, con un pun-

to mínimo en el 2014 (27 ACP) 
y un promedio de 32 acciones al 
año hasta el 2018.

e)Las acciones políticas tuvieron 
su mayor registro en el 2014 (21 
ACP) y se mantuvo ese nivel du-
rante todo el periodo. 

f)Las acciones asociadas a la or-
ganización y la coordinación tu-
vieron su pico más alto en el 2016 
(39 ACP), que coinciden con la 
firma de los Acuerdos de Paz 
con las FARC-EP.

g)Las acciones de resistencia tu-
vieron un único pico en julio del 
2012, seguido de la no existencia 
de registros hasta 2014, donde se 
registró un promedio aproxima-
do de 2 a 3 acciones al año.

h)Las acciones que se registran 
en la categoría de ‘no aplica’, 
dan cuenta de aquellas que no 
se enmarcan en ninguna de las 
estrategias anteriores, pero que 
responden a acciones que tie-
nen como intención la búsqueda 
de alternativas para la paz y que 
tuvieron un incremento para los 
dos últimos años del segundo 
periodo presidencial de Santos 
(2017-2018). 

A continuación, se ampliará cada 
punto mencionado para enten-
derlo en el contexto y así dar 
cuenta de su importancia para el 
análisis y comprensión del perio-
do en términos de las Acciones 
Colectivas por la Paz.

El punto a) muestra qué accio-

Gráfica 3. Número de acciones por estrategia 2010-2018. Datapaz, 2019, Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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nes fueron realizadas en los dos 
primeros años de gobierno de 
Juan Manuel Santos. Las accio-
nes educativas bajaron en nú-
mero, al pasar de un registro de 
106 a 70 ACP en el 2012, mien-
tras que las acciones de protesta 
mantuvieron entre 70 y 75 ACP 
para los años mencionados. Las 
acciones que tuvieron otro tipo 
de estrategia tuvieron menos de 
20 registros en esos dos años. 

Lo interesante es comparar lo 
anterior con las ACP registradas 
luego del inicio de los diálogos 
de paz, el 26 de septiembre del 
2012. Para esto, es necesario ob-
servar los puntos b, c y d. Según 
es posible ver en la Gráfica 2, el 
registro de ACP varía significa-
tivamente antes y después del 
2012, siendo este el año en el que 
se da inicio y forma a los diálogos 
de paz y el cual es posible consi-
derar como un momento de in-
flexión, respecto a la actuación 
de la sociedad civil en apoyo al 
proceso de paz. Se evidencia un 
comportamiento creciente de las 
ACP de carácter educativo, con 
su mayor registro en el 2017; in-
versamente, las ACP de protesta 
tuvieron un comportamiento de-
creciente hasta 2014, lo anterior 
da cuenta de una menor realiza-
ción de ACP de inconformidad, 
mientras el país se enfocaba en 
mayores esfuerzos por apoyar 
los diálogos de paz. El hecho de 
que la mayoría de los motivos es-
tén relacionados a este tema en 
particular será mencionado más 
adelante.

Las ACP cuya estrategia es ac-
tuar políticamente, a pesar de 
no tener muchos registros, nos 
muestran que sus motivos es-
taban enfocados a contribuir 
al debate en torno a la paz. Un 
ejemplo de ellos es la carta que 
enviaron habitantes del mu-
nicipio de Silvia (Cauca) a las 
FARC-EP pidiendo por el cese 
del fuego para mantener la paz27.  
Comunicados y documentos de 
este tipo son característicos de 
este tipo de acciones, además de 
la generación de espacios de diá-
logo y la participación electoral. 

El punto f) evidencia un regis-
tro importante de acciones de 
resistencia ad portas del inicio 
de las negociaciones. Al realizar 
un acercamiento a este dato fue 
visible que estas acciones corres-
ponden a julio del 2012, y estaban 
relacionadas con la expulsión de 
soldados del Ejército Nacional 
de zonas como Toribio, Cauca, 
por parte de la guardia indígena. 
El principal motivo fue que los 
indígenas estaban exigiendo al 
Gobierno Nacional que les per-
mitieran tomar sus propias deci-
siones dentro de sus territorios 
para mantener la paz y el orden, 
lo cual incluía la expulsión de 
todo tipo de fuerzas armadas, es-
tatales y no estatales. 

La respuesta de Gobierno en 
contra de estos actos y su interés 
de mantener el control estatal en 
esta zona del país generó un am-
biente tenso que tuvo cubrimien-
to especial de la prensa nacional 

en ese mes. De hecho, de aque-
llos momentos es que surge la 
fotografía muy difundida del sar-
gento Rodrigo García en llanto, 
luego de ser agredido por los 
indígenas28. La noticia no tuvo 
más seguimiento, y el registro de 
acciones de resistencia se detuvo 
por más de un año.

En el punto g) se evidencian los 
registros que no están en ningu-
na de las estrategias ya definidas, 
pues en estas se encuentran otro 
tipo de acciones colectivas por 
la paz, que no pueden ser clasi-
ficadas dentro de las demás ca-
tegorías existentes, en tanto se 
enmarcan mayoritariamente en 
el proceso de implementación de 
los acuerdos. Se destacan accio-
nes relacionadas con la entrega 
de armas, colectas virtuales, vi-
deojuegos de paz para socializar 
las situaciones de conflicto de 
una forma diferente.29 Se trata-
ría, en este caso de una variación 
en el repertorio de las Acciones 
Colectivas por la Paz, que sur-
gieron como consecuencia de la 
firma de los acuerdos de paz (26 
de septiembre del 2016). Por esta 
razón son acciones que empie-
zan a registrarse de manera pos-
terior a esta fecha. Así se explica 
su crecimiento para los años 2017 
y 2018, en el contexto de la pues-
ta en marcha de los acuerdos. 

Ubicación geográfica de las 
Acciones Colectivas por la Paz 
(ACP)

La Gráfica 4 (mapa) nos permite 

27Datapaz 2019, ‘En Silvia, Cauca, esperan señales de paz de las Farc’, El Colombiano, 1/05/2014, p. 7.
28Existen varios registros de la resistencia indígena; Datapaz, 2015. ‘Indígenas siguen desmantelando bases militares en Cauca’, 
El Tiempo, 13/07/2012, pp. 1 y 2; ‘Sigue tensión entre militares y guardia indígena’, El País, 13/07/2012, p. A8; ‘Desafío indígena 
en el Cauca’, El Tiempo, 15/07/2012, pp. 3-5; ‘Rebelión indígena’, El Espectador, 15/07/2012, p. 40; ‘Así fue la agresión que hizo 
llorar al sargento García’, El Tiempo, 18/07/2012, pp. 1-2; ‘¿Cómo controlar crisis en el Cauca?’, El Nuevo Siglo, 18/07/2012, pp. 
8A-9A; ‘La dignidad del Ejército fue burlada por indígenas’, El País, 18/07/2012, p. A8; ‘Acercamiento en Cauca en medio de 
alta tensión’, El Tiempo, 19/07/2012, pág. 1-2.



S
o

ci
ed

ad
 C

iv
il 

y 
C

o
n

st
ru

cc
ió

n
 d

e 
P

az
  —

 2
0

18
 /

 2
0

19

42
comparar el número de ACP en 
cada uno de los departamentos 
del país y su ciudad Capital. De 
esta forma, podemos ver que la 
mayor concentración de accio-
nes se encuentra en el departa-
mento de Antioquia y la ciudad 
de Bogotá. De hecho, las ACP 
se concentran en el centro y oc-
cidente del país, mientras que 
hacia el oriente las acciones son 
muy reducidas. 

Para profundizar en la localiza-
ción de las acciones por estrate-
gia, el gráfico 5 da cuenta de los 6 
departamentos con mayor regis-
tro de acciones y la manera como 
se desarrollaron. Así, en Bogo-
tá y Antioquia se concentró la 
mayoría de las acciones de tipo 
educativo, con 326 y 299 ACP 
respectivamente. De hecho, en 
ambos lugares se focaliza la ma-
yor concentración de acciones 
en cada una de las estrategias, 
excepto en Resistir, que, para los 
departamentos seleccionados, 
tiene un mayor número de regis-
tros.

Podemos ver entonces que las 
ACP han ocurrido en su mayoría 
en los grandes centros urbanos 
del país, y que van disminuyendo 
en número en las periferias. Las 
acciones pueden llegar a ser más 
visibles cuando se manifiestan 
en las grandes ciudades, donde 
puedan tener un mayor impacto 
en la población y mejor cubri-
miento de prensa. Sin embargo, 
varias de las acciones que se dan 
en periferias son realizadas por 
víctimas, personas que han vi-
vido de cerca el conflicto o que 

aún lo padecen, de forma que no 
se puede disminuir su importan-
cia respecto a las acciones de las 
grandes ciudades.

Un ejemplo de esto es la marcha 
realizada en Quibdó en rechazo 
al atentado de las FARC-EP 
que dejó 4 personas muertas y 
15 heridos, que además estuvo 
cargada de homenajes simbóli-
cos para pedir respeto por la po-
blación civil30.  Acciones de este 
tipo pueden encontrarse varias, y 
reflejan la difícil situación de se-
guridad de las zonas periféricas 
del país, y también el hecho de 
que la sociedad civil no se que-
da callada ni impávida frente a 
la violencia, sino que la rechaza 
de varias formas, no solo en for-
ma de protesta sino también con 
campañas, eventos culturales, 
que se verán más adelante. 

29Datapaz, 2019. Ejemplo de estas ACP son: ‘Videojuegos de paz’, El Tiempo, 07/07/2017, pp. 2-12; De la entrega de armas: 
‘Policía cambia armas por comida en comunidad’, El Tiempo, 06/04/2018, p. 8.
 30Datapaz, ‘Rechazo masivo a la violencia en Quibdó’, El Colombiano, 01/03/2014, p. 8.
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Gráfica 4. Mapa de ACP por municipios. Cada color representa el departamento correspondiente, y cada punto es una ciudad o municipio. Da-

tapaz, 2019, Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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Actores participantes según 
estrategia

Para completar el análisis de 
la movilización por la paz en 
tiempos de diálogos con las 
FARC-EP es necesario revisar 
la participación de la sociedad 
colombiana durante el periodo 
2010-2018 en términos de accio-
nes colectivas y cuáles fueron 
sus motivaciones. En la Tabla 1 
se organizaron los actores que 
mayor participación tuvieron en 
el periodo. Las organizaciones 
sociales son las que muestran el 
mayor volumen de participación 
en todas las estrategias, tras su-
perar el 70 % en las acciones de 
protesta y de resistencia (70,6 % 
y 89,5 % respectivamente). Mien-
tras tanto, los actores selecciona-
dos participaron activamente en 

acciones educativas, al rebasar el 
50 % respecto a la participación 
en las demás acciones. Un com-
portamiento que era de esperar-
se según lo mencionado en los 
apartes anteriores del análisis, 
pero que podemos entender en 
toda su magnitud cuando hace-
mos un acercamiento a nuestro 
objeto de estudio.

Otro dato interesante es que en 
las acciones de resistencia y de 
protesta existe participación de 
los órganos gubernamentales 
ejecutores. En las acciones de re-
sistencia existen 2 ACP, donde 
una está relacionada con una de-
claración de zona de paz31 , y en 
la otra su participación es como 
adversario ante las exigencias in-
dígenas en Toribío al Gobierno, 
que se había mencionado ante-

riormente. Por otra parte, llama 
la atención un 19,7 % de partici-
pación en las protestas, aunque 
hay que tener en cuenta que 
pudieron haber sido también 
adversarios. Las iglesias, donde 
se encuentran otras además de la 
católica (como la menonita o las 
protestantes, entre otras), mues-
tran un bajo porcentaje de par-
ticipación por estrategias, con 
menos del 4 % de ACP en todas 
ellas. 

31 Datapaz 2019. ‘En busca de un territorio de paz’, El Espectador, 10/01/2014, p. 12.

Gráfica 5. Acciones colectivas por departamento. Datapaz, 2019, Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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Respecto a los demás actores, el 
apoyo de actores internacionales 
en las acciones encaminadas a or-
ganizar procesos en la sociedad 
fue de un 11,8 %. Los entes priva-
dos mostraron un poco más de 
participación en las acciones de 
tipo organizativo, aunque tam-
bién evidencian un porcentaje 
casi igual en las acciones de pro-
testa (13 % y 12 % respectivamen-
te). Los actores internacionales, 
cuya mayor participación fue en 
la estrategia educativa, tuvieron 
un rol importante en las acciones 

organizativas (15 % de sus regis-
tros). Por último, siendo la ten-
dencia principal las acciones de 
tipo educativo para los periodos 
presidenciales de Juan Manuel 
Santos, quedaría por responder 
cuáles fueron sus motivaciones. 

Los motivos de las acciones

Las ACP estuvieron estrecha-
mente relacionadas con la firma 
de los Acuerdos de Paz durante 
los dos periodos presidenciales 
de Juan Manuel Santos. El reto 

de lograr la paz en el país comen-
zó a tomar forma como un pro-
yecto posible e inmediato. Esto 
animó a diversos sectores de la 
sociedad civil a actuar con el fin 
de aportar a la construcción de 
la paz y apoyarla en medio de la 
coyuntura política que se estaba 
viviendo. Para ilustrar de una 
forma más clara lo anterior, la 
Gráfica 5 muestra los motivos 
más frecuentes en las acciones 
que se realizaron del 2010 al 
2018. Podemos ver que el moti-
vo principal es la búsqueda de 

Tabla 1. Interpretación de la tabla: la primera columna relaciona los actores de ‘primer nivel’ con cada una de las estrategias, que se muestra en las 

demás columnas. La primera y segunda fila de cada actor se leen de forma horizontal; la primera fila (roja) corresponde al número de acciones por 

cada estrategia; la segunda fila muestra para cada actor los porcentajes de concentración de sus acciones en cada una de las estrategias. La tercera 

fila se lee de forma vertical, y permite comparar, entre los actores, el porcentaje de cada uno de ellos dentro de las estrategias. Datapaz, 2019, Equipo 

Iniciativas de Paz (EIP).
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alternativas para la paz, seguido 
de acciones que buscaron pro-
mover la paz en varios lugares 
del país. Todos acordes en con-
tribuir con el fortalecimiento del 
proceso de paz.

Como complemento, la Gráfi-
ca 6 muestra los porcentajes de 
cada motivo dentro de cada una 
de las estrategias. Es posible ver 
cómo la gran mayoría de moti-
vos tienen que ver con la promo-
ción de la paz, y el apoyo a los 
acuerdos de paz. En ese sentido, 
para la estrategia Educar se rea-
lizaron 346 acciones cuyo motivo 
fue buscar alternativas por la paz, 
siendo la mayoría de las acciones 
(35,74%), seguido de los 288 regis-
tros de acciones que buscaban la 
promoción de la paz.

Gráfica 6. Número de acciones según estrategia y motivos. Datapaz, 2019, Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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El enfoque de las acciones de 
tipo educativo, la gran mayoría 
durante el periodo de interés fue 
promover la paz y las acciones 
alternativas que pudieran con-
tribuir desde diversos lugares 
a la construcción de la paz, en 
la socialización y comprensión 
de los acuerdos con las FARC-
EP. Dentro de estas acciones se 
cuentan los encuentros, semina-
rios o conversatorios, campañas 
de diversos tipos, actos cultura-
les y eventos simbólicos de todo 
tipo. Entre ellas se encuentra 
por ejemplo la campaña Bogota-
nicemos los Acuerdos, realizada 
en Bogotá en 2017 con el fin de 
abrir espacios acerca del papel 
de la capital en los acuerdos32, 
o el XI Festival Nacional de la 
Juventud, para rescatar el papel 

de las juventudes y su dinamis-
mo en la implementación de los 
acuerdos33. 

Las demás acciones colectivas 
también muestran relación con 
el proceso de paz, donde se pue-
den encontrar iniciativas para 
contribuir al acuerdo, buscar su 
consolidación y organizarse para 
la paz. De hecho, no podemos 
olvidar que existe también un 
número de acciones que buscan 
conmemorar los hechos de vio-
lencia que han sacudido al país, 
los cuales resaltan en tanto son 
situaciones que no deben ser ol-
vidadas, como el carro bomba 
que explotó en Granada, y se 
recuerda en el salón del Nunca 
Más, y que se está perdiendo por 
la falta de presupuesto. 34 Las ac-

 32Datapaz 2019. ‘A dialogar sobre la paz’, El Espectador, 14/07/2017, p. 25.
 33Datapaz 2019. ‘Nuestra tarea es reagrupar el movimiento juvenil’, Voz, 11/08/2017, p. 3.
 34Datapaz 2019. ‘Granada podría quedarse sin memoria del conflicto’, El Colombiano, 1/10/2018, p. 6.

ciones con estrategia Actuar Po-
líticamente fueron en su mayoría 
debatir y/o apoyar al proceso de 
paz (32,61 %). Las acciones con 
estrategia ‘No aplica’, que como 
se había dicho antes, contiene 
las acciones que surgieron como 
consecuencia del acuerdo en su 
mayoría, presenta un 57,61 % de 
las relacionadas con la consoli-
dación de los acuerdos de paz, 
como era de esperarse.

Gráfica 7. Porcentaje de cada motivo dentro de las estrategias. Datapaz, 2019, Equipo Iniciativas de Paz (EIP).
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Las estrategias que tienen una 
mayor nivel de confrontabilidad, 
como lo son las de protesta y re-
sistencia, fueron motivadas prin-
cipalmente por asesinatos, masa-
cres y/o desapariciones (37,58 % 
y 26,67 % respectivamente) aun-
que un porcentaje importante de 
acciones fueron llevadas a cabo 
como respuestas ante la inseguri-
dad y violencia generalizada que 
se vivía en diversas ciudades y 
municipios del país, como la vio-
lencia generada por pandillas en 
las comunas de Medellín35 y que 
demuestran que la construcción 
de la paz en Colombia no sola-
mente puede entenderse como 
un proceso de arriba hacia abajo, 
en tanto se enmarca únicamente 
en la consolidación de acuerdos 
con grupos armados ilegales, en 
este caso las FARC-EP, sino 
que implica el reconocimiento y 
la transformación de las condi-
ciones estructurales a nivel terri-
torial. 

Se presentarán a continuación 
algunas conclusiones generales 
derivadas del análisis realizado. 
Ante todo, es necesario retomar 
en este apartado la pregunta ini-
cial del documento, referente a 
identificar cómo construye paz 
la sociedad civil colombiana, 
particularmente en el marco de 
un proceso de diálogos y nego-
ciaciones como el llevado a cabo 
en La Habana, Cuba, y en don-
de las dinámicas del conflicto ar-
mado y las múltiples expresiones 
de los conflictos sociales persis-
ten en los distintos territorios del 
país. Las estrategias de acción 
priorizadas por los distintos sec-

tores sociales son una respuesta 
medible en Datapaz a la pregun-
ta planteada. En su orden edu-
car, protestar, organizar, actuar 
políticamente y resistir son la 
forma como la sociedad civil ha 
afrontado el reto de rechazar la 
violencia y construcción cultura 
de paz. 

El conjunto de estas formas de 
acción de los sectores sociales 
involucrados en la movilización 
por la paz presenta una tenden-
cia histórica ascendente, que es 
sostenida durante la mayor par-
te del periodo estudiado, aun-
que entre el 2016 y el 2018 oscila 
hasta presentar el menor de los 
registros del periodo (155). Lo 
importante, como se mostró en 
el análisis, es que se trata de una 
movilización que se dio al res-
paldo del proceso de paz en La 
Habana, expresando en ello un 
interés importante por parte de 
la sociedad civil de participar y 
aportar. En particular, como fue 
descrito, la sociedad se dispuso 
a realizar una amplia estrategia 
educativa en respaldo al proceso 
de La Habana, a la par que par-
ticipar en los escenarios dispues-
tos por la mesa de diálogo para 
recoger las propuestas y aportes 
de la sociedad colombiana. No 
obstante, la sociedad civil se ma-
nifestó paralelamente en contra 
de las acciones de violencia y en 
defensa de sus territorios, como 
fue el caso de los indígenas del 
Cauca.

En ese contexto, los datos nos 
permitieron evidenciar que el au-
mento de campañas educativas, 
complementarias a los diálogos 

con las FARC-EP, disminu-
yeron las acciones de protesta 
y contribuyeron a crear un am-
biente favorable para la paz, para 
el diálogo y para encontrar alter-
nativas en la solución de los pro-
blemas del país.

Por otra parte, la ubicación geo-
gráfica de las ACP nos permite 
entender que las acciones se 
centran en las grandes ciudades, 
donde las acciones acogen mul-
tiplicidad de actores y, además, 
pueden impactar en un mayor 
número de personas. Aunque en 
poblaciones rurales o periféricas 
no se presente el mismo núme-
ro de acciones, no significa que 
sean menos importantes. Mu-
chas veces son acciones de mu-
cho impacto en el país, y que son 
realizadas por personas que vi-
ven de cerca el conflicto interno 
y cuyo anhelo de paz es a la vez 
una necesidad.

Finalmente se puede afirmar 
que fueron prioritariamente los 
sectores y organizaciones socia-
les los que se movilizaron por la 
paz, seguidos por los órganos 
gubernamentales. Ello da cuen-
ta de un esfuerzo común, aunque 
no propuesto explícitamente, de 
lograr la paz. La búsqueda de al-
ternativas y de la promoción de 
la paz así como el rechazo a la 
persistencia de la violencia son 
los principales ejes de la acción 
movilizadora.

Aporte a las funciones de la so-
ciedad civil propuestas por In-
clusive Peace and Transition 
Initiative (IPTI)

35Datapaz 2019. Ejemplos serían las jornadas contra la violencia en las comunas, como ‘Comuna 13, jornada contra la violencia’, 
El Colombiano, 16/01/2010, p. 6A. O bien los niños que marcharon a protestar por la ola de violencia en el sector de Juan XXIII, 
en ‘Marcha por la paz’, El Tiempo, 23/10/2010, pp. 1-10.
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Pensar en clave de las estrategias de 

construcción de paz, agenciadas por la 

sociedad civil en Colombia entre 2010-

2018, nos sugiere diversos elementos 

que pueden resultar útiles para las 

reflexiones actuales que se están pro-

poniendo con relación a las funciones 

propuestas por IPTI. La contribución 

de los diversos actores que hacen parte 

de los sectores y organizaciones socia-

les, en el marco de los diálogos entre el 

Gobierno y las FARC-EP, la posterior 

firma del acuerdo, y su implementación 

incipiente, refleja una serie de generali-

dades que mencionamos previamente, 

asociadas principalmente al desarrollo 

de estrategias como educar, protestar y 

organizar, que establecen precisamen-

te las exigencias que la coyuntura esta-

blecía en materia de búsqueda de alter-

nativas para la paz, como uno de los 

principales motivos de la movilización, 

es decir, que buscan discutir, proponer 

o llevar a cabo propuestas o estrate-

gias, cuya finalidad es consolidar la paz 

desde lo local, desde iniciativas organi-

zativas y comunitarias. (García-Durán, 

2006) 

El siguiente motivo de las ACP 
se asocia a concertaciones y or-
ganizaciones para la paz como 
aquellos espacios de confluen-
cia, organización y coordinación 
entre sectores sociales, con la in-
tención de construir o impulsar 
proyectos o alternativas para la 
paz, que por ejemplo en el pe-
riodo de análisis resultan ser va-
riadas, e incluso se bifurcan con 
la emergencia de campañas muy 
conocidas como Paz a la Calle o 
Paz Completa. Finalmente, el si-
guiente motivo fue de consolida-

ción de acuerdos de paz, como 
las expresiones de la sociedad 
civil, que buscaban respaldar, in-
formar e implementar los Acuer-
dos de Paz, estas van desde ejer-
cicios ciudadanos 

Ahora bien, estas acciones colec-
tivas de la sociedad civil permi-
ten realizar varios análisis. Hubo 
un respaldo evidente por parte 
de los sectores y organizaciones 
sociales a los diálogos de paz y la 
puesta en marcha de los acuer-
dos alcanzados. Son elementos 
que, si bien son mayoritarios, 
no implican que no emergieran 
otras múltiples acciones mucho 
más locales, cuya intención no 
necesariamente se enmarcaba en 
los acuerdos, sino que se enfoca 
a la tramitación y gestión de con-
flictividades diversas (pandillas, 
feminicidios, otras violencias).
En este sentido, consideramos 
que la cohesión social y la socia-
lización fungen como funciones 
determinantes desarrolladas por 
parte de la sociedad civil colom-
biana en el periodo 2010-2018 y 
que, incluso, podría decirse que 
son las que mayor relación tienen 
respecto al desarrollo de proyec-
tos y propuestas alternativas aso-
ciadas a la cultura y la educación 
para la paz, además de iniciativas 
y experiencias que en sí mismas 
transforman las relaciones entre 
los actores para mejorar las capa-
cidades locales, de cara a la tra-
mitación de conflictos. 

La diversidad de expresiones en 
el marco de la función de socia-
lización permiten comprender 
cómo desde las campañas edu-
cativas los foros y espacios for-

mativos, los ejercicios artísticos 
y culturales, los diversos actores 
de la sociedad civil generan pro-
cesos de construcción de valores 
para la paz; además que estos en 
conjunción con la cohesión so-
cial para la paz, orientada a gene-
rar espacios de encuentro entre 
diversos actores, evidencian la 
manera en que se empiezan a ge-
nerar espacios de organización 
multiactor con objetivos simila-
res: el apoyo a los acuerdos y la 
construcción de condiciones so-
ciales para la implementación de 
los mismos. 

Si bien uno de los hallazgos pues-
tos en consideración por IPTI 
menciona que al igual que la so-
cialización muchas iniciativas de 
cohesión tienen mejor desarrollo 
con niveles bajos o de ausencia 
de violencia, consideramos que, 
en Colombia, estos esfuerzos 
han estado presentes incluso en 
puntos de alto número de he-
chos violentos, como el 2012 o 
2017 (Gráfica 2), en tanto vale la 
pena también hacer hincapié en 
que las diversas manifestaciones 
de estas violencias no derivan 
únicamente de actores como las 
guerrillas, sino que tienen diver-
sidad de actores responsables. A 
esto se suma que cohesión para 
la paz se hizo presente incluso 
en momentos previos al periodo 
seleccionado, en iniciativas de 
la sociedad civil cuya intención 
era fomentar la transformación 
de la visión del otro, en diversos 
lugares como la Comunidad de 
Paz de San José de Apartadó o 
Alta Montaña en los Montes de 
María.36 

36 Para más información sobre este proceso, consultar (Pardo y Barajas, 2018).
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Vale la pena agregar a esto que 
funciones como la entrega de 
servicios para la construcción 
de paz no se encuentran en la 
base de datos Datapaz, aspecto 
similar a las acciones de protec-
ción de ciudadanos, que no se 
entienden tanto como campañas 
de monitoreo, o acuerdos de se-
guridad, sino que, para el caso 
colombiano, se asociarían más a 
experiencias como declaratorias 
de zonas de paz. 

Dentro de las funciones no se 
contemplan aquellas relaciona-
das con las acciones de resisten-
cia, estas fueron factor deter-
minante; si bien es cierto que el 
diálogo y los procesos de con-
ciliación han sido importantes, 
la construcción de la paz y del 
debate en torno a ella también 
han tomado fuerza gracias a las 
manifestaciones o las acciones 
de resistencia, que tienen un alto 
impacto de la sociedad. De for-
ma que las acciones clasificadas 
por IPTI tienen en cuenta las 
acciones cuyo eje ha sido la solu-
ción dialogada, y no aquellas que 
tienen una mayor confrontabili-
dad, y que, a la vez, generan mu-
cho impacto en la sociedad, esta 
es una constante en los diversos 
territorios del país; de otra parte, 
la acción violenta se ha ‘aguan-
tado’ o se han ingeniado formas 
diversas para hacerle frente. 

La contención a las múltiples ex-
presiones de la violencia no solo 
se enmarca en acciones como 
protestas, movilizaciones, blo-
queos o manifestaciones, tam-
bién se bifurca necesariamente 
con la agencia política y la acción 

para la incidencia, en tanto que 
estas dos últimas no se centran 
únicamente en campañas o co-
municación pública a través de 
peticiones o comunicados, sino 
que involucra la utilización de 
repertorios artísticos, religiosos 
y culturales como elementos de-
terminantes. En este sentido, 
consideramos que la incidencia 
pública para la paz debe enten-
derse de manera mucho más 
amplia en el caso colombiano, ya 
que implica la expresión de las 
agendas sociales mediante diver-
sos dispositivos. 

Otro elemento a poner en consi-
deración respecto a las funciones 
sería la exigibilidad de la inclu-
sión y el reconocimiento como 
aspecto que ha estado presente a 
lo largo de la historia de la movili-
zación por la paz en el país, y que 
adquiere aún mayor relevancia en 
la coyuntura 2010-2018, particu-
larmente en dos vías: el género y 
el reconocimiento de los grupos 
étnicos, el primero, principalmen-
te movilizado por el movimiento 
de mujeres y grupos LGBTI in-
fluyó en la generación de espacios 
de incorporación de demandas 
sectoriales dentro de la agenda y 
a su vez impulsó la consolidación 
del enfoque de género; igualmen-
te sucedió con la perspectiva ét-
nica, en tanto fue el resultado de 
los pueblos indígenas, afrodes-
cendientes y rom respecto a las 
afectaciones diferenciadas en el 
marco del conflicto armado, y las 
particularidades culturales y polí-
ticas asociadas a ello. 

En síntesis, es evidente la ma-
nera como la socialización y la 

cohesión social destacan por su 
utilidad en el marco de las herra-
mientas utilizadas por la sociedad 
civil en Colombia, estas sumadas 
a la incidencia pública para la 
paz en perspectiva más amplia, 
la inclusión, el reconocimiento 
y la resistencia a las violencias. 
Es de hacer énfasis que nuestro 
análisis se basó fundamental en la 
información que se encuentra en 
Datapaz, haciendo aún más inte-
resante el hecho de profundizar 
y ampliar en las funciones que se 
han desarrollado por la sociedad 
civil en diversos momentos y pro-
cesos de diálogo y negociación. 



51 De la paz institucional 
a la paz colaborativa
-
EXTITUTO DE POLÍTICA ABIERTA Y POLICÉNTRICO

Colombia tiene una historia de 
más de treinta años de proce-
sos de paz con diversos grupos 
armados al margen de la ley 
(Rettberg, 2012). Sin embargo, 
a pesar de los esfuerzos realiza-
dos durante décadas, todavía no 
es clara la construcción de una 
paz estable y duradera para la 
población colombiana37.  Lue-
go de varios intentos fallidos de 
negociación, en la última década 
se desarrolló un proceso de diá-
logo entre el Gobierno y la gue-
rrilla más antigua del hemisferio 
occidental, las FARC-EP, que 
terminó con un acuerdo de paz 
entre las partes. 

Desde una perspectiva institu-
cional, este acuerdo fue oficial-
mente informado a la ciudadanía 
en agosto del 2016, para ser so-
metido a un proceso de refren-
dación ciudadana a través de un 
plebiscito que tuvo lugar el 2 de 
octubre del mismo año. Luego 
de una votación que rechazó el 
acuerdo inicial por una pequeña 
mayoría de ciudadanos y en me-

dio de una amplia abstención, el 
Gobierno realizó varios cambios 
al acuerdo inicial con las FARC-
EP, para luego firmar una ver-
sión definitiva el 24 de noviem-
bre del 2016 en el Teatro Colón 
de Bogotá. Dicho acuerdo fue 
refrendado por el Congreso Na-
cional en diciembre del 2016. 

En cuanto una perspectiva ciu-
dadana, si bien el proceso de 
negociación tuvo amplios esce-
narios de participación, al tiem-
po que incluye entre 67 y 114 
espacios de participación ciuda-
dana (Guarín et al., 2017; Opiaf, 
2018), los resultados del plebis-
cito demostraron los diversos 
retos para generar conexiones 
entre el proceso institucional y la 
realidad cotidiana de la sociedad 
civil. De manera particular, uno 
de estos retos es la construcción 
de un concepto de paz que re-
fleje las visiones de los diversos 
sectores de la sociedad civil que 
normalmente no participan en 
escenarios organizados de cons-
trucción de paz. 

Por esta razón, reconociendo 
que Colombia tiene diversas 
visiones de paz, el Extituto de 
Política Abierta y Policéntri-
co crearon Wikipaz, como un 
experimento para construir un 
significado colaborativo de paz 
en el país. Esta plataforma ha-
bilitó una experiencia multisen-
sorial, donde los usuarios tenían 
la posibilidad de interactuar con 
palabras, canciones e imágenes, 
para expresar sus opiniones y 
sentimientos sobre este tema. 
Así, Wikipaz se planteó como un 
ejercicio inicial para la construc-
ción colaborativa de un concep-
to de paz desde las emociones, 
los sentimientos, el entendimien-
to y el pensamiento de personas 
que normalmente no participan 
en proyectos de organizaciones 
de la sociedad civil para la cons-
trucción de paz. 

37Para citar un caso, a pesar de que el proceso de paz con las FARC-EP derivó en la desmovilización de dicho grupo armado, 
aún persiste el accionar guerrillero del ELN, mientras que se ha reportado el surgimiento de nuevos grupos armados (Álvarez 
et al., 2017, 2018). A su vez, desde antes de la firma del acuerdo se han reportado numerosos atentados contra líderes sociales 
(Defensoría del Pueblo, 2018), al tiempo que la implementación del Acuerdo ha enfrentado diversos retos, como la aprobación 
del marco jurídico para desarrollarlo y los debates frente a las competencias de la Jurisdicción Penal Especial (Instituto Kroc de 
Estudios Internacionales de Paz, 2017, 2018).
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Gráfica 8. Visualización de las palabras más repetidas en el Acuerdo de Paz. Fuente: elaboración propia, se utilizaron las palabras más repetidas 

en el Acuerdo de Paz, excluyendo conectores.

En el acuerdo de paz firmado 
entre el Gobierno y las FARC-
EP, excluyendo los conectores, 
e incluyendo las palabras deri-
vadas, la palabra más utilizada 
es ‘acuerdo’, con 1225 coinciden-
cias. Le siguen ‘nacional’, con 
721; ‘FARC’, con 598; ‘final’, con 
560; ‘derechos’, con 556; ‘paz’, con 
556; ‘gobierno’, con 524; ‘partici-
pación’, con 438; ‘conflicto’, con 
384; ‘seguridad’, con 361; ‘orga-
nizaciones’, con 332; ‘personas’, 
con 306; ‘implementación’, con 
299; ‘jurisdicción’, con 266, y ‘víc-
timas’, con 230.

Al ser el producto de un proce-
so de negociación institucio-
nal que ha enfrentado diversos 

cuestionamientos en materia de 
legitimidad, desde Wikipaz nos 
preguntamos cómo contrasta la 
visión de paz del Acuerdo del 
Colón, con aquella de la socie-
dad civil que normalmente no 
participa en procesos organiza-
dos de construcción de paz. 

Así, este estudio se propone in-
dagar sobre la visión del sector 
de la sociedad denominado ini-
cialmente como sociedad civil no 
organizada; es decir, los actores 
sociales que, si bien pertenecen a 
la sociedad civil, no hacen parte 
de organizaciones o iniciativas 
que activamente trabajan para la 
construcción de paz. Tradicio-
nalmente cuando se habla de la 

sociedad civil se hace referencia 
a las organizaciones que repre-
sentan sectores de la ciudadanía 
organizados y que normalmente 
tienen capacidad de diálogo e 
intermediación entre los ciuda-
danos y el Gobierno respecto a 
unos asuntos e intereses específi-
cos (Edwards, 2011). Sin embar-
go, hay un amplio espectro de la 
sociedad que no está organizada 
y que no se inscribe en un sec-
tor específico, pero que aún así 
mantiene un fuerte interés en los 
asuntos públicos y busca incidir 
en las decisiones de Gobierno, 
aunque sea desde su individua-
lidad y su multiplicidad de inte-
reses. 
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Gráfica 9. Visualización de las palabras más repetidas en Wikipaz. Fuente: elaboración propia utilizando las palabras más repetidas en Wikipaz, 

excluyendo conectores.

En la actualidad la tecnología 
permite ampliar las voces de 
estas personas que tradicional-
mente no se encuentran organi-
zadas. En este sentido, Wikipaz 
quiso utilizar herramientas que 
permitiesen escuchar las voces y 
los intereses de ese amplio sector 
de la sociedad civil, pero que tie-
ne mucho por aportar a la cons-
trucción de paz en Colombia.

Los resultados del ejercicio son 
contraintuitivos y muestran inte-
resantes vertientes hacia donde 
se pueden direccionar esfuer-
zos de construcción de paz que 
busquen integrar a este sector. 
Mientras, por un lado, el Acuer-
do de Paz refleja una visión ins-
titucional con un alto sentido 
de derechos y de justicia, las pa-
labras que los participantes de 

Wikipaz asocian al concepto paz 
están más enfocadas hacia una 
visión de paz interior, donde las 
palabras más comunes son ‘tran-
quilidad’, ‘armonía’, ‘respeto’ y 
‘tolerancia’. 

Esto es una pequeña muestra 
de una visión de la paz que, sin 
restarle importancia a la cons-
trucción de paz institucional, 
pone de presente la necesidad de 
trabajar y seguir indagando en la 
necesidad de esta, no solo para 
las instituciones y la sociedad 
civil organizada, sino también 
para la ciudadanía que tradicio-
nalmente no participa en proce-
sos organizados de construcción 
de paz.

Esta investigación surge en el 
marco de una propuesta de la 

Inclusive Peace & Transition 
Initiative —IPTI— del Geneva 
Graduate Institute, para hacer 
un estudio conjunto que permita 
conocer el papel de la sociedad 
civil en la construcción de paz en 
Colombia. Bajo la coordinación 
de Alianza para la Paz, en esta 
iniciativa participan Pastoral 
Social, el Cinep, Foro Nacional 
por Colombia, Ciase y quienes 
desarrollan Wikipaz: el Extituto 
de Política Abierta y Policéntri-
co.

Cada uno de los participantes 
desarrolló un estudio que, aun-
que articulado, fue autónomo. 
En gran medida las fuentes de 
información y los enfoques res-
ponden a años de trabajo con 
organizaciones de la sociedad ci-
vil. En este contexto, Wikipaz se 
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plantea como un ejercicio com-
plementario en el que pudieran 
expresarse personas que no per-
tenecen a ninguna organización 
y que normalmente no han parti-
cipado de los espacios institucio-
nales de construcción de paz.

En este sentido, el ejercicio, 
dentro un alcance muy limitado 
dado por los recursos y el tiempo 
disponibles para su desarrollo se 
ha propuesto aproximarse a una 
respuesta a la pregunta: ¿qué es 
paz para la sociedad civil no or-
ganizada?

Para responder a este interrogan-
te, se utilizó una plataforma web 
instalada en el dominio www.wi-
kipaz.co, con diversas preguntas 
que permitieron indagar sobre 
elementos estéticos, emociona-
les y conceptuales alrededor de 
la palabra paz. Esta metodología 
permitió la participación de un 
grupo diverso de ciudadanos. 
Con base en su participación se 
ha generado una primera apro-
ximación para responder la pre-
gunta planteada, aun cuando se 
reconocen las limitaciones de los 
resultados debido al número y 
tipo de personas que participa-
ron dadas las restricciones de ac-
ceso a esta clase de plataformas y 
el poco tiempo que duró la inicia-
tiva. No obstante, es un primer 
paso que tiene como resultado 
unas nociones preliminares que 
permiten establecer hipótesis 
y caminos metodológicos para 
continuar con esta exploración 
en futuros proyectos.

Hasta el momento, se ha pre-
sentado una breve introducción 

a Wikipaz, donde se resumió el 
contexto que motivó esta explo-
ración, la pregunta principal y al-
gunos resultados preliminares. A 
continuación se presenta en ma-
yor detalle el origen y resultados 
y conclusiones de este estudio a 
través de cinco secciones. Pri-
mero, una breve sección donde 
se desarrollan con más profun-
didad el objetivo del ejercicio, 
la pregunta base del análisis y la 
manera como se construyó. En 
segundo lugar, se hace referencia 
a la metodología utilizada para 
recolectar y analizar los datos, así 
como a las limitaciones del ejer-
cicio. Acto seguido, se presentan 
los resultados, estructurados en 
una caracterización de los parti-
cipantes, las reacciones a afirma-
ciones sobre justicia transicional 
y participación y la asociación de 
imágenes, palabras, canciones y 
sonidos al concepto de paz. Por 
último, se presentan algunas 
conclusiones y recomendaciones 
que surgen de este análisis.

Objetivo
El ejercicio de Wikipaz tuvo 
como punto de partida el reco-
nocimiento de un vacío concep-
tual y de información respecto a 
lo que denominamos la sociedad 
civil no organizada y sus percep-
ciones sobre lo que significa la 
paz.

Como se indicó con anteriori-
dad, se definió a priori la socie-
dad civil no organizada como 
aquel sector de la sociedad que 
no pertenece a ninguna organiza-
ción social y cuenta con intereses 

políticos y públicos, en este caso 
referidos a la construcción de 
paz. Sin embargo, esta limitada 
definición de la sociedad civil no 
organizada requiere ser amplia-
da explorando su composición y 
visiones sobre la paz, por lo que 
el objetivo de Wikipaz se definió 
como una primera aproximación 
para explorar qué significa la paz 
para la sociedad civil no organi-
zada en Colombia.
 
Para llegar a estas preguntas se 
desarrolló un taller de ideación 
colectiva en el que participaron 
varias organizaciones, parte del 
grupo de trabajo conformado 
por IPTI en Colombia, de este 
también resultaron algunos 
planteamientos metodológicos.

Por ejemplo, un punto central 
de la discusión fue la manera de 
abordar el concepto paz a través 
del lenguaje, pues la palabra ‘paz’ 
resulta problemática en el con-
texto colombiano, por estar aso-
ciada a determinados gobiernos 
y partidos políticos, más allá de 
una construcción y condición so-
cial a la que se pueda aproximar 
cualquier persona independiente 
de su afinidad política. Por esta 
razón, se planteó la posibilidad 
de utilizar sinónimos diversos. 
Sin embargo, se decidió final-
mente la necesidad de utilizar 
explícitamente esta palabra, para 
que el ejercicio pudiera explorar 
directamente este problema y así 
poder indagar sobre nociones 
preliminares frente a las cuales 
se pudiesen construir hipótesis a 
futuro.



55 Metodología
Para indagar las percepciones de 
paz por parte de la sociedad civil 
no organizada, Wikipaz utilizó 
una metodología de recolección 
y análisis de datos cuantitativos y 
cualitativos de manera colabora-
tiva, a través de una plataforma 
bajo el nombre Wikipaz. Esta 
plataforma permitió recoger res-
puestas de diversos ciudadanos 
sobre el significado de paz, soni-
dos e imágenes que representan 
paz y posiciones frente a pregun-
tas especialmente debatidas en el 
contexto de justicia transicional 
colombiano. Teniendo en cuen-
ta el objetivo del proyecto de ge-
nerar una noción de paz de ma-
nera colaborativa, el proyecto fue 
denominado Wikipaz, haciendo 
así referencia a al substantivo 
‘wiki’. Este término se usa en co-
munidades virtuales para hacer 
referencia a construcciones co-
laborativas entre diversos usua-
rios. 

Wikipaz fue construida por el 
Extituto y Policéntrico, utilizan-
do una metodología de diseño 
centrado en el usuario, que ini-
ció en un taller de diseño cola-
borativo. Una vez diseñada, fue 
socializada a la sociedad civil no 
organizada por medio de una 
estrategia de comunicación que 
buscaba su participación. Cerra-
da la plataforma, la cual estuvo 
quince días en el aire, los datos 
fueron analizados por el Extitu-
to y Policéntrico utilizando una 
metodología de teoría funda-
mentada, donde la codificación 
sistematizada de los datos per-

mite derivar conceptos (Glaser y 
Strauss, 1967; Corbin y Strauss, 
2015). Igualmente se realizó un 
taller de análisis colaborativo de 
datos con participantes de Wiki-
paz. A continuación se detallan 
algunos aspectos relevantes de la 
metodología brevemente reseña-
da con anterioridad. 
 

1.Taller 
colaborativo 
de diseño
Además de permitir la definición 
de la pregunta central del ejerci-
cio, el taller de ideación colectiva 
tuvo un enfoque de diseño cen-
trado en el usuario, que permitió 
establecer unos planteamientos 
metodológicos que orientaron 
todo el diseño del ejercicio, en 
cuanto al contenido, la comuni-
cación y el medio utilizado. Así, 
este taller y la metodología de 
diseño centrado en el usuario 
orientaron decisiones metodo-
lógicas sobre, por ejemplo, el 
nombre del proyecto, lenguaje a 
utilizar y preguntas por realizar.

Se definió entonces utilizar una 
encuesta virtual de participación 
abierta a cualquier persona con 
acceso a internet. Esta decisión 
permitía el acceso de diversos 
sectores ciudadanos, aun cuan-
do éramos conscientes de las li-
mitaciones que algunos grupos 
poblacionales podrían tener de 
conocer y utilizar la plataforma, 
teniendo en cuenta elementos de 
brecha digital dada por la edad y 
la ubicación de las personas. La 
plataforma estuvo abierta y dis-

ponible en internet desde el 30 
de marzo hasta el 14 de abril del 
2019.

2.Encuesta 
Wikipaz
Como elemento fundamental de 
la encuesta, se estableció la ne-
cesidad de utilizar expresiones 
estéticas que permitieran una 
aproximación a los sentimien-
tos y sensaciones asociadas a la 
paz, por lo que se decidió incluir 
dentro de la plataforma la posibi-
lidad de que los participantes su-
ministraran canciones, sonidos, 
palabras e imágenes relaciona-
das con sus percepciones de paz.

A su vez, Wikipaz incluyó afir-
maciones que permitieran explo-
rar el entendimiento y la posición 
de las personas frente a elemen-
tos debatidos con respecto a los 
conceptos de justicia, verdad, 
reparación y no repetición, aso-
ciados al marco conceptual de 
la justicia transicional, además 
de preguntas relacionadas con 
la participación y la demografía 
de los participantes. En el Anexo 
I se incluye el formato de la en-
cuesta Wikipaz que estuvo en la 
plataforma. 

El planteamiento metodológico 
exigía el uso de un lenguaje neu-
tral, tanto en la redacción de las 
preguntas, el diseño gráfico de 
la plataforma y la estrategia de 
comunicaciones asociada. Esto 
constituyó un reto que resulta 
en una aproximación máxima 
posible, pero nunca en una neu-
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tralidad absoluta, imposible de 
alcanzar en este contexto. Sin 
embargo, se evitó hacer referen-
cia directa al Acuerdo de Paz 
con las FARC-EP y se redacta-
ron las preguntas y elementos de 
comunicación de manera tal que 
los diversos sectores se pudieran 
sentir representados. Sin embar-
go, dicha neutralidad de lengua-
je también limitó la posibilidad 
de crear mensajes que pudieran 
activar las emociones de posibles 
participantes de una forma direc-
ta, haciendo referencia a temas 
particularmente contenciosos 
del Acuerdo de Paz. 

Asimismo, en cumplimiento de 
la normatividad nacional de pro-
tección de datos personales, Wi-
kipaz contó con información de-
tallada sobre el proyecto y el uso 
dado a los datos. Esto permitió 
que los participantes dieran un 
consentimiento informado al 
participar en la plataforma. En 
el Anexo 2 se incluye la política 
de protección y uso de datos de 
Wikipaz. 

3.Estrategia de 
comunicación
La metodología de diseño cen-
trado en el usuario está basada 
en la creación del camino que el 
usuario recorre desde que se en-
tera de la iniciativa hasta que ter-
mina de usarla. Por esta razón, 
Wikipaz incluyó una estrategia 
de comunicación que permitie-

ra ampliar la participación en la 
plataforma lo más posible hacia 
personas pertenecientes a la so-
ciedad civil no organizada. Para 
tal efecto, en primer lugar, se 
trató de utilizar un lenguaje coti-
diano y cercano a la ciudadanía, 
utilizando fotografías, gráficas, 
videos y animaciones a través de 
correo electrónico, Facebook, 
Twitter y Whatsapp, siempre 
recurriendo a un lenguaje y una 
estética neutral donde predomi-
nó el color blanco y la ausencia 
de referencias a gobiernos o par-
tidos políticos.

La convocatoria para participar 
se difundió a través de medios de 
comunicación como los periódi-
cos El Espectador38, El Tiem-
po39, la emisora Caracol Radio40 
y el canal de televisión CityTV41. 
Igualmente se creó una página 
de Facebook de Wikipaz para 
promover la iniciativa, que tam-
bién fue difundida a través de 
redes sociales. De otra parte, 
el ejercicio contó con la partici-
pación de diversos voluntarios 
comprometidos con socializarlo. 

Esta estrategia digital que lleva-
ba a las personas directamente a 
participar en la plataforma www.
wikipaz.co, estuvo acompañada 
de una estrategia análoga con-
sistente en una intervención en 
el espacio público en el centro de 
Bogotá, en la que se invitaba a 
transeúntes a escribir y publicar 
su frase de paz en un cartel visi-
ble para posteriormente ingresar 

38https://www.elespectador.com/colombia2020/opinion/wikipaz-de-la-paz-de-ellos-la-paz-de-todas-columna-858793?fbclid=I-
wAR2SiVnhSWWGyZCcus8DPrEKfNfN0RhPsjNNFOjppMNKsoSM932ZKu4OQbQ
39https://www.facebook.com/eltiempo/videos/343113609677548/
40Programa ‘6 AM hoy por hoy’, 8 de mayo del 2019.
 https://www.facebook.com/citytv.com.co/videos/qu%C3%A9-es-la-paz-jhonatan-nieto-habla-con-uno-de-los-creadores-de-wi-
kipaz-la-inicia/343118809677028/

a la plataforma y que personas 
que nunca recibieron la invita-
ción a través de medios digitales 
pudieran también ser parte del 
ejercicio.

4.Análisis de datos
Como resultado de la estrategia 
de comunicación, se recibieron 
en la plataforma 267 respues-
tas completas (además de otros 
treinta y dos registros incomple-
tos, debido a alguna falla en el 
sistema de registros). Con estos 
datos se desarrolló un proceso 
de análisis cuantitativo y cualita-
tivo, utilizando una metodología 
de teoría fundamentada a través 
de la cual se generaron códigos 
y categorías que permitiesen 
construir el concepto colectivo 
de paz para la sociedad civil no 
organizada, según se explica a 
continuación.

A.Categorización

Los sonidos y las canciones su-
ministradas por los participan-
tes fueron categorizadas en siete 
listas de reproducción: Sonidos 
de naturaleza e instrumentales, 
Pop paz, Levanta la voz, Anglo 
peace, Folclor caribe y pacífico, 
Sonidos del requinto y Vallena-
to. Todas estas listas se encuen-
tran disponibles en la canal de 
Wikipaz en YouTube, a través 
del siguiente vínculo de acceso: 
http://bit.ly/WikipazSonidos A 
su vez, las imágenes compartidas 
por los participantes de Wikipaz 
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Gráfica 10. Fotos del ejercicio análogo de indagación de percepciones de paz. Fuente: equipo de Wikipaz.

fueron categorizadas según su 
representatividad de las palabras 
más repetidas. Por su parte, las 
palabras fueron categorizadas 
de acuerda con su repetición, 
de lo cual se derivaron las pala-
bras más recurrentes. 

B.Análisis de palabras

A partir de las palabras que in-
gresaron los participantes en la 
plataforma, se elaboró un con-
teo y una visualización que per-
mitió evidenciar las priorida-
des de las personas respecto a 
la paz y el contraste con las pa-
labras que contienen el acuer-
do firmado entre el Gobierno 
Nacional y la Guerrilla de las 
FARC, tal como se expuso en 

la introducción a este informe.

C.Datos cuantitativos 

Si bien la muestra no es repre-
sentativa, es una primera apro-
ximación que aporta un ele-
mento inicial de conocimiento 
sobre el tema y que permite 
hacer algunos análisis cuanti-
tativos con base en los datos 
ingresados, aun cuando no 
tengan pretensión de represen-
tatividad estadística. Por tal ra-
zón, con base en las reacciones 
de los doscientos sesenta y siete 
participantes a las trece afirma-
ciones sobre justicia transicio-
nal y participación, junto con 
la información demográfica, 
se elaboró un análisis descrip-

tivo y de correlación entre las 
afirmaciones y la información 
demográfica que, si bien no im-
plican causación, pueden dar 
luces de posibles hipótesis para 
informar futuras investigacio-
nes.

D.Taller colaborativo

También se desarrolló un taller 
con la participación de volun-
tarios en el que se sometieron 
a discusión los resultados. En 
el taller participaron catorce 
personas con quienes se repi-
tió la encuesta para comparar 
los resultados con los resultados 
generales de la plataforma. Des-
pués de presentar brevemente 
el proyecto y los resultados, se 
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dividió a los participantes en 
grupos aleatoriamente. A cada 
grupo se le asignó una o dos de 
las listas de reproducción de las 
canciones registradas en la pla-
taforma en una cartelera y se les 
entregó papeles con las veinte 
palabras más repetidas por los 
participantes en www.wikipaz.
co. Igualmente se les solicitó 
que revisaran cada lista de re-
producción y le asignaran cinco 
palabras para posteriormente 
responder las siguientes pregun-
tas: ¿Cuál es la visión de paz que 
representa esta lista de música? 
¿Por qué esas canciones signifi-
can paz? ¿Cuál es la relación con 
las palabras?

Posteriormente se asignó a 
cada grupo una categoría de la 
encuesta y se les entregó los re-
sultados del análisis descriptivo 
y las correlaciones pidiéndoles 
responder las siguientes pregun-
tas: ¿Qué relación encuentran 
entre la edad de los participantes 
y la respuesta a las preguntas? 
¿Qué relación encuentran entre 
el género de los participantes y la 
respuesta a las preguntas? ¿Qué 
relación encuentran entre el es-
pectro político de los participan-
tes y la respuesta a las preguntas? 
¿Qué relación encuentran entre 
la pertenencia a una organiza-
ción de los participantes y la res-
puesta a las preguntas?

Finalmente se asignó a cada par-
ticipante aleatoriamente todas 
las imágenes registradas en la 
plataforma y se les pidió ubicar 
cada una de ellas en una de las 
diez palabras más repetidas en 
Wikipaz, las cuales se encontra-

ban ubicadas en las paredes de la 
sala.

5.Limitaciones
El ejercicio reconoce que los 
resultados del proyecto tienen 
un alcance muy limitado, de-
terminado por el tiempo y los 
recursos disponibles. Por esta 
razón, el Extituto y Policéntrico 
reconocen desde el principio que 
no se trata de una investigación 
exhaustiva que busca responder 
de manera absoluta a una pre-
gunta, sino de una investigación 
exploratoria preliminar, que 
pretende aproximarse por pri-
mera vez a este cuestionamiento 
y hacer un aporte que, hacia el 
futuro, permita dar una base un 
poco más clara, comparada con 
el punto de partida en donde nos 
encontrábamos. Por esta razón, 
esperamos que estos resultados 
previos sean un punto de parti-
da para el desarrollo de investi-
gaciones a mayor profundidad, 
utilizando metodologías que 
permitan acceder a información 
más significativa estadísticamen-
te y con métodos que permitan 
mayor control en su recolección, 
ojalá garantizando la recolección 
de datos aleatoria y comparación 
con grupos de control.

En este contexto, se diseñó una 
plataforma y una estrategia que 
tiene una clara limitación de po-
sibilidades de participación res-
tringida en su mayoría a perso-
nas menores de cuarenta años y 
residentes de grandes ciudades, 
dada por el acceso y a este tipo 
de ejercicios centrados en plata-

formas alojadas en internet.

A su vez, la principal limitación 
externa fue el contexto de pola-
rización política que restringe 
la participación de las personas 
ante un ejercicio diseñado para 
una enunciación neutral, pues 
la motivación principal de mu-
chas personas para participar 
en este tipo de escenarios está 
dada por la defensa de posturas 
polarizadas en la discusión polí-
tica, por lo cual la respuesta en 
Wikipaz fue bastante baja y ma-
yoritariamente inclinada hacia la 
izquierda en el espectro político 
de las participantes. Un ejercicio 
con mayores recursos permiti-
ría un mayor alcance y un diseño 
que pueda superar estas barreras, 
especialmente para poder contar 
con mayor participación de pobla-
ciones inclinadas hacia la derecha 
del espectro político.

6.Resultados
En esta sección se realiza un re-
sumen de los resultados obteni-
dos en Wikipaz. Para tal efecto, 
se realiza primero un recuento 
de las personas que participaron, 
para luego detallar los resultados 
de su participación a partir del 
análisis realizado internamente y 
en el taller de análisis colaborati-
vo.

Las personas que participaron 

Como se señaló anteriormente, 
en la plataforma www.wikipaz.
co participaron un total de 299 
personas (de las cuales se obtu-
vieron 267 registros completos, 
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sobre los cuales se desarrolla el 
siguiente análisis), quienes re-
gistraron 112 canciones y 155 soni-
dos, 78 imágenes y la respuesta a 
cada una de las preguntas y afir-
maciones de la encuesta.

Género
La mayoría de quienes participa-
ron son mujeres (51,7 %). Por su 
parte, los hombres representan 
el 45,7 %, mientras una peque-
ña minoría se reconoce en otro 
género (2,6 %), lo cual es una 
proporción muy similar al censo 
electoral colombiano en térmi-
nos de distribución por género, 
en el cual el 51 % son mujeres (Re-
gistraduría Nacional del Estado 
Civil, 2018).
 

Gráfica 11. Distribución por género de las personas participantes en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.
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Gráfica 11. Distribución por género de las personas participantes en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.

Edad
La distribución por edad de los 
participantes refleja una limi-
tación prevista desde el diseño 
del ejercicio, en el que más de la 
mitad de las participantes (67 %) 
están entre los 20 y los 39 años. 
Esto refleja la capacidad de uso 
de este tipo de tecnologías de 
participación, con mayor recep-
tividad en la generación que ha 
crecido con el desarrollo de tec-
nologías de información y comu-
nicación de finales del siglo XX y 
principios del XXI. 

Lo anterior plantea la necesidad 
de dar mayor alcance a este tipo 
de ejercicios mediante la apli-

cación de otro tipo de métodos 
de participación que permitan 
una mayor diversidad en térmi-
nos etarios, como el desarrollo 
complementario de ejercicios 
análogos. En el caso de Wikipaz 
se realizó solo uno, debido a las 
restricciones de tiempo y presu-
puestal, pero en futuros proyec-
tos se recomienda ampliar este 
número. 
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Gráfica 13. Interés de las personas que participaron en Wikipaz por ser parte del taller colaborativo de análisis. Fuente: equipo de Wikipaz con base 

en los resultados del ejercicio.

Interés de 
participar en el 
análisis 
colaborativo: 
Como la metodología incluyó la 
realización de un taller colabo-
rativo de análisis de resultados, 
en el cuestionario se agregó una 
pregunta sobre su interés en ser 
parte de este taller, no solo con 
la intención de definir a quienes 
enviarles la invitación sino tam-
bién para determinar el interés 
y nivel de compromiso con este 
tipo de ejercicios, más allá del 
diligenciamiento de la encues-
ta. El resultado muestra un alto 
nivel de interés por parte de los 

participantes, a pesar de que en 
el taller efectivamente participa-
ron nada más catorce personas. 
Así, casi el 70 % de quienes parti-
ciparon dijeron estar interesados 
en ser parte de este ejercicio (179 
personas a nivel nacional, de la 
que 111 viven en Bogotá).
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Gráfica 14. Identidad política de los participantes de Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.

Identidad política
Otra de las secciones del cuestio-
nario permitía a las participantes 
escoger su ubicación dentro del 
espectro político entre derecha e 
izquierda, incluyendo la opción 
‘no sabe’ o dejar sin responder. El 
resultado refleja otra limitación 
prevista frente a la cual, aunque 
el diseño se propuso superarla, 
no fue posible. 

Así, a pesar de utilizar conteni-
dos, lenguaje y estética neutral, 
la difusión a través de redes so-
ciales y medios de comunicación 
terminó atrayendo participantes 
que en su mayoría se consideran 
de izquierda o centroizquierda 

(49,4 %). Sin embargo, llama la 
atención un alto porcentaje que 
se ubica en el centro del espec-
tro político, quienes sumados a 
quienes no saben o no respon-
den, representaron un 40,5 % 
de quienes se podría decir no 
se sienten identificados en esta 
categorización de un espectro 
político. 

La limitación se encuentra en 
la posibilidad de llegar a perso-
nas de derecha y centroderecha 
(10,1 %) y en la posibilidad de 
explorar las posiciones ideológi-
cas a través de otro tipo de pre-
guntas o métodos, más allá de 

la manifestación explícita de las 
participantes. Por tal, en futuros 
ejercicios, sería interesante ex-
plorar otro tipo de preguntas que 
puedan reflejar la inclinación po-
lítica de los participantes, como 
la persona por la cual votaron en 
las elecciones presidenciales.
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Gráfica 15. Distribución por departamento de las personas participantes en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del 

ejercicio.

Distribución 
territorial
La distribución territorial de los 
participantes evidencia otra de las 
limitaciones previstas: la participa-
ción mayoritaria de personas re-
sidentes en grandes ciudades y la 
concentración en Bogotá, por las 
redes sociales y medios de comu-
nicación a través de los cuales se 
hizo difusión del ejercicio. Sin em-
bargo, sobresale la participación 
de personas en 25 departamentos 
de Colombia. Los únicos depar-
tamentos que no participaron son 
aquellos con menor conectividad 
en la región insular, amazónica y 
en la Orinoquía.
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Gráfica 16. Pertenencia a una organización social de las personas participantes. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.

Sociedad 
civil no organizada
Además, se buscó determinar 
la calidad de los participantes 
como sociedad civil no organiza-
da a través de la pregunta ¿Hace 
parte de una organización so-
cial? El 68 % de los participantes 
no pertenecían a organizaciones 
sociales, haciendo parte así a la 
población a la cual se dirigió el 
ejercicio.



65 Resultados 
del ejercicio de 
análisis 
colaborativo 
En el ejercicio de análisis cola-
borativo se realizó un primer 
examen de los resultados con 
participantes de Wikipaz, con 
el objetivo de entender mejor las 
respuestas dadas. Esta sección 
detalla el desarrollo de dicho 
ejercicio, así como algunos resul-
tados de este, para luego proce-
der a realizar un análisis global 
de los resultados en la siguiente 
sección.

Análisis de 
los sonidos de 
Wikipaz 
Un primer aspecto para analizar 
de manera colaborativa giró en 
torno al estudio de los sonidos 
agregados a la plataforma. Para 
tal efecto, los participantes fue-
ron divididos en grupos, a los 
cuales les fueron asignadas una o 
dos de las listas de reproducción 
de las canciones y los sonidos 
registrados en la plataforma y ca-
tegorizados con anterioridad. A 
su vez, se les entregaron papeles 
con las 19 palabras más repetidas 
por los participantes en Wikipaz. 
Con dicha información, a cada 
grupo se le solicitó revisar cada 
lista de reproducción y asignar 
5 palabras, para posteriormente 
responder las siguientes pregun-
tas: ¿Cuál es la visión de paz que 

representa esta lista de música? 
¿Por qué esas canciones signifi-
can paz? ¿Cuál es la relación con 
las palabras?

Las 19 palabras entregadas fue-
ron: 

-Tranquilidad 
(68 menciones, 9,99 %).

-Respeto 
(13 menciones, 1,91 %).

-Armonía 
(12 menciones, 1,76 %).

-Justicia 
(12 menciones, 1,76 %).

-Guerra 
(8 menciones, 1,17 %).

-Reconciliación 
(8 menciones, 1,17 %).

-Tolerancia
 (8 menciones, 1,17 %).

-Igualdad 
(7 menciones, 1,03 %).

-Social
 (7 menciones, 1,03 %).

-Convivencia 
(6 menciones, 0,88 %).

-Amor
(5 menciones, 0,73 %).

-Equilibrio 
(5 menciones, 0,73 %).

-Felicidad 
(5 menciones, 0,73 %).

-Proceso 
(5 menciones, 0,73 %).

-Todos 
(5 menciones, 0,73 %).

-Vivir
 (5 menciones, 0,73 %).

-Conflicto 
(4 menciones, 0,59 %).

-Derechos
 (4 menciones, 0,59 %).

-Libertad 
(4 menciones, 0,59 %). 

Estas palabras se escogieron de 
acuerdo con el mayor número 
de menciones que tuvieron en la 
plataforma Wikipaz. Son las 19 
palabras que más se repitieron 
en la pregunta de ¿Qué palabra 
relacionas con la paz?

A continuación, se detallan los 
resultados del análisis de las 
listas de música, según el com-
pendio que tuvo más a menos 
canciones. Hay que aclarar que 
en la plataforma surgieron tam-
bién personas que nombraban 
valores o sentimientos cuando 
respondían la pregunta ¿A qué 
suena la paz para ti? Cabe des-
tacar que veintiuna entradas de 
esta categoría mencionaban la 
palabra tranquilidad. Así mismo 
se veía alguna frecuencia en sen-
timientos como la ‘armonía’ (8 
menciones), la ‘libertad’ (7 men-
ciones), la ‘ausencia de guerra’ 
(5 menciones), ‘convivencia’ (4 
menciones), ‘perdón’ (4 mencio-
nes), ‘respeto’ (4 menciones), etc. 
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Sin embargo, estas categorías no 
se incluyeron en el análisis cola-
borativo por dos razones: la pri-
mera tenía que ver con que ya ha-
bía un ejercicio de análisis de las 
palabras que los participantes in-
troducían y la segunda, porque 
se prefirió que los asistentes le 
asignaran cinco palabras a la 
lista colaborativa que escogie-
ran, para así generar un análisis 
relacional de los sonidos con 
las palabras. 

De igual manera, surgieron 
sonidos que significaron paz 
para los participantes en esta 
pregunta. Algunos de estos so-
nidos fueron ‘silencio’ (11 men-
ciones), ‘risas’ (7 menciones), 
sonidos relacionados con tam-
bores (4 menciones), etc. Estos 
sonidos, no obstante, tampoco 
hicieron parte del análisis de 
las canciones. 

A.Pop paz: (16 canciones)

La lista de Pop paz fue la que 
contó con más diversidad de 
canciones. Estas canciones es-
tán conformadas por artistas 
de balada y pop reconocidos 
en Colombia, como Diego To-
rres, Juanes, Marta Gómez, 
etc. En esta lista, cuatro perso-
nas estuvieron de acuerdo con 
que para ellos la canción de paz 
era Color esperanza de Diego 
Torres. Igualmente se puede 
ver varias aluciones a canciones 
de Juanes (cinco en total). 

Para esta lista colaborativa se 
asignaron las palabras de ‘to-
dos’, ‘amor’, ‘libertad’, ‘respeto’ 
y ‘felicidad’. Se mencionó que la 

lista de Pop paz apela a la unión 
de la diversidad, la armonía y el 
amor. Para los participantes en 
el taller, la lista muestra una vi-
sión integradora de la sociedad 
reconociendo la diversidad hu-
mana. Además, las canciones 
de esta lista eran representati-
vas de las diferentes propuestas 
sobre lo que puede ser la paz. 
La lista logra transmitir el lado 
positivo de la raza humana. 
Asimismo, resalta sentimientos 
como la unión. 

B.Levanta la voz: 
(14 canciones)

Esta lista estuvo conformada 
mayormente por artistas insig-
nes de la ‘música protesta’, tales 
como Mercedes Sosa, Silvio 
Rodríguez, Calle 13, etc. De 
igual manera, este compendio 
la conforman canciones que 
contienen temas sociales o re-
ferentes a la paz, tales como 
la canción más mencionada 
por los usuarios Para la guerra 
nada, de Marta Gómez (4 men-
ciones), o La pipa de la paz de 
Aterciopelados (2 menciones). 

La recopilación Levanta la voz 
fue asociada a las palabras de 
‘igualdad’, ‘derechos’, ‘convi-
vencia’, ‘armonía’ y ‘tolerancia’. 
La lista muestra una visión de 
resistencia y protesta, aterriza-
da a nuestra propia realidad, en 
donde se exclama que todos y 
todas cabemos. La lista contie-
ne canciones inclusivas e iden-
tificadas con un deseo de poner 
fin al conflicto armado y buscar 
justicia para todos y todas. La 
lista colaborativa ejemplifica la 

protesta y la búsqueda incan-
sable de la igualdad. A su vez, 
los participantes resaltaron que 
esta era una lista que apelaba a 
un sentido de libertad más de 
América Latina como región 
que propiamente colombiano. 

C.Sonidos de naturaleza e ins-
trumentales (10 canciones)

El repertorio de sonidos de na-
turaleza e instrumentales fue la 
lista que más tuvo repeticiones 
por parte de los usuarios de 
Wikipaz. En general, fueron 
veintidós veces que se hizo alu-
sión a sonidos de la naturaleza, 
entre los cuales se destacan los 
relacionados con el canto de 
pájaros (6 menciones), sonidos 
relacionados con el fluir de un 
río (6), y sonidos de mar (5). De 
igual forma, a este compendio 
también lo alimentan cancio-
nes instrumentales como la 
música andina (2) y algunos clá-
sicos como Vivaldi, Beethoven, 
entre otros. 

Para esta lista, se asociaron 
las palabras ‘vivir’, ‘tranquili-
dad’, ‘equilibrio’, ‘convivencia’ 
y ‘armonía’. Los participantes 
mencionaron que esta lista da 
una visión asociada al planeta y 
lo más bello que este nos brin-
da. Este repertorio, que habla 
sobre la naturaleza, apelaba a 
la interacción entre los seres 
vivos.

D.Anglo Peace: (10 canciones)

La lista Anglo Peace contó con 
la canción más mencionada por 
los usuarios de Wikipaz. La 



67
canción Imagine de John Len-
non fue introducida cinco veces 
por los participantes de Wiki-
paz. Este listado lo conforman 
canciones en inglés, en el que 
se destacan artistas como Bob 
Marley (2 canciones) y Pink 
Floyd. 

La lista de Anglo Peace se 
presentó alrededor de las pa-
labras ‘social’, ‘justicia’, ‘todos’, 
‘libertad’, ‘conflicto’ y ‘reconci-
liación’. Sobre las canciones se 
discutió que esta es una lista 
muy “primermundista e idea-
lista” (porque las canciones 
apelaban a la paz mundial y 
estaban en inglés). Sin embar-
go, se habló acerca de las can-
ciones como referentes para la 
construcción de paz en nuestro 
conocimiento histórico, ya que 
las canciones siempre aludían a 
escenarios de construcción de 
la paz mundial. 

E.Folclor Caribe y Pacífico: 
(10 canciones)

Esta lista cuenta con mencio-
nes geográficas muy claras para 
el análisis: el Caribe y el Pacífi-
co colombianos. En ella se en-
cuentran artistas como Totó la 
Momposina, Chocquibtown, 
Herencia de Timbiquí, entre 
otros. Entre los referentes de 
esta lista, no hubo ningún artis-
ta repetido, pero se veía que era 
común la mención a sonidos de 
tambores o del género musical 
currulao (5 menciones). 

Las palabras que se asociaron 
a esta lista fueron ‘convivencia’, 
‘armonía’, ‘vivir’, ‘todos’ y ‘amor’. 

De igual forma, se discutió am-
pliamente sobre esta lista. Se 
dijo que las canciones apelaban 
a una paz “sabrosa de gozar la 
vida”, de seguir adelante sin 
importar las circunstancias, de 
mucha fuerza, colorida y rela-
cionada con la vida alrededor. 
A su vez, se indicó que las can-
ciones que representan paz en 
esta lista cuentan con una di-
versidad amplia, en términos 
de edad, culturas, paisajes, etc. 
Las canciones, además, cuen-
tan historias de la vida y la tie-
rra, lo que son y sus culturas. 

F.Sonidos del requinto (6 can-
ciones)

Esta lista estuvo marcada por 
el predominio de los artistas 
colombianos Darío Garzón y 
Eduardo Collazos como fieles 
representantes del folclor co-
lombiano. Su canción Soy co-
lombiano tuvo dos menciones 
entre los participantes de Wi-
kipaz. En esta lista se destacan 
sonidos de los instrumentos 
de cuerda más emblemáticos 
en Colombia, como lo es el re-
quinto, que en realidad es una 
forma genérica de nombrar los 
instrumentos de cuerda pareci-
dos a la guitarra y ampliamente 
acogidos en la música andina 
colombiana. 

A esta lista colaborativa se le 
asignaron las palabras ‘armo-
nía’, ‘respeto’, ‘vivir’, ‘derechos’ 
y ‘todos’. Se discutió sobre los 
sonidos del requinto como una 
lista colaborativa que se cons-
truye desde la comunidad y se 
apela constantemente a gru-

pos de personas (reunidas, in-
teractuando, etc.). Se planteó 
también que estas canciones 
volvían constantemente a las 
raíces colombianas y a un sen-
timiento de nostalgia, de un 
pasado mejor y más feliz en el 
que se preservaban valores de 
la sociedad colombiana.

G.Vallenato (5 canciones)

Esta lista fue la que menos can-
ciones tuvo, pero sin embargo 
contó con una de las cancio-
nes más mencionadas por los 
usuarios: La tierra del olvido 
de Carlos Vives (3 menciones). 
Asimismo, entre los usuarios 
fue recurrente el sonido de un 
acordeón como forma de escu-
char la paz interior. Algunos de 
los artistas que están en esta lis-
ta son Jimmy Zambrano y Pon-
cho Zuleta. 

A este compendio le asignaron 
las palabras ‘amor’, ‘libertad’, 
‘equilibrio’, ‘felicidad’ y ‘tran-
quilidad’. El grupo estableció 
que los valores de amor y liber-
tad se complementaban con 
todas las otras palabras. Tam-
bién plantearon que esta lista 
colaborativa exalta lo que nos 
une como colombianos; aso-
ciaban valores como la alegría 
y sentimientos como el orgullo 
de ser parte de esta tierra. De 
igual forma, la lista de vallenato 
sí trataba temas de paz, porque 
buscaba conectarnos o unir-
nos a través de lo que es común, 
como el amor por nuestros terri-
torios e idiosincrasia.
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Análisis de las imágenes de 
Wikipaz 

Por otro lado, se les pidió a los 
participantes del taller organizar 
las imágenes que los usuarios 
habían subido a la plataforma de 
Wikipaz, en referencia a lo que 
para ellos significaba la paz. Las 
imágenes se organizaron tam-
bién con las once palabras más 
repetidas por los participantes de 
la plataforma de Wikipaz, frente 
a su significado de paz. Se esco-
gieron once palabras para cla-
sificar las imágenes para que el 
análisis no fuera tan disperso con 
las 19 palabras escogidas para las 
canciones. Decidimos tomar las 
10 palabras más utilizadas por 
los usuarios de Wikipaz, e incluir 
una última que considerábamos 
interesante para contrastar en el 
análisis con los participantes del 
taller colaborativo. Esta palabra 
fue amor. Por eso se escogieron 
11 palabras.

Las 11 palabras entregadas fue-
ron: 

-Tranquilidad 
(68 menciones, 9,99 %).

-Respeto
 (13 menciones, 1,91 %).

-Armonía
 (12 menciones, 1,76 %).

-Justicia
 (12 menciones, 1,76 %).

-Guerra
 (8 menciones, 1,17 %).

-Reconciliación 
(8 menciones, 1,17 %).

-Tolerancia 
(8 menciones, 1,17 %).

-Igualdad 
(7 menciones, 1,03 %).

-Social
 (7 menciones, 1,03 %).

-Convivencia 
(6 menciones, 0,88 %).

-Amor 
(5 menciones, 0,73 %).

La organización de las imágenes 
que significaban ‘paz’ fueron las 
siguientes:
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A.Tranquilidad

Se escogieron 14 imágenes para 
esta categoría:
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B.Reconciliación

Se escogieron nueve imágenes 
para esta categoría:
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C.Respeto

Se escogieron ocho imágenes 
para esta categoría:
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D.Amor

Se escogieron ocho imágenes 
para esta categoría:
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E.Armonía

Se escogieron ocho imágenes 
para esta categoría:
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F.Guerra
 
Se escogieron siete imágenes 
para esta categoría:
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G.Convivencia

Se escogieron seis imágenes 
para esta categoría:
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H.Social

Se escogieron cinco imágenes 
para esta categoría:
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I.Justicia

Se escogieron cuatro imágenes 
para esta categoría:
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J.Tolerancia

Se escogieron cuatro imágenes 
para esta categoría:
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K.Igualdad
 
Se escogieron dos imágenes 
para esta categoría:
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L.N.S./N.R

Se escogieron dos imágenes 
para esta categoría:
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A partir de esta organización 
de canciones e imágenes a tra-
vés de categorías de palabras 
que para las mismas personas 
en Wikipaz significaron ‘paz’, 
se pueden extraer algunas con-
clusiones principales.

Una de las conclusiones que 
se puede extraer de la organi-
zación de las canciones y de 
las imágenes es la asociación 
que se hace entre la palabra 
tranquilidad y los sonidos e 
imágenes de la naturaleza. De 
hecho, tanto la lista colabora-
tiva de música como las imá-
genes sobre la naturaleza fue-
ron bastante recurrentes en la 
participación de los usuarios 
de Wikipaz. De igual forma, la 
organización de las imágenes 
en la categoría de tranquilidad 
(que fue la categoría que contó 
con más imágenes) denota una 
referencia de la paz colombiana 
hacia la naturaleza y hacia el so-
siego que esta brinda. 

Por otra parte, es evidente el 
poco contenido que tuvo, en 
materia de imágenes, las nocio-
nes de igualdad y justicia. Una 
lectura que podemos hacer de 
este resultado es que conceptos 
como estos son muy utilizados 
en contextos institucionales, de 
paz negociada, pero no nece-
sariamente significan una paz 
personal y diaria para el ciuda-
dano y ciudadana común. Pala-
bras como reconciliación, res-
peto y armonía tuvieron mucha 
más acogida en la organización 
de las imágenes. Esto muestra 
el compromiso de la sociedad 
civil no organizada con la re-

conciliación y la reconstrucción 
de un tejido social que ha de 
ser recreado en este contexto 
de transición hacia la paz, pero 
desde una visión de paz más in-
terior que institucional.

Análisis de las respuestas fren-
te a las visiones de justicia tran-
sicional y participación

El cuestionario incluyó trece 
preguntas categorizadas en los 
conceptos justicia, con cuatro 
afirmaciones; reparación, ver-
dad y no repetición, con dos 
afirmaciones cada uno; y par-
ticipación con tres afirmacio-
nes (ver Anexo 1). Estas afir-
maciones se formularon en un 
lenguaje coloquial y buscando 
mantener neutralidad. Frente a 
cada una de estas afirmaciones, 
las participantes podían selec-
cionar las opciones ‘de acuer-
do’, ‘en desacuerdo’, ‘no sabe’ o 
dejar sin responder. Con cada 
una de estas afirmaciones se es-
tableció correlación con las va-
riables género, edad, espectro 
político y pertenencia a una or-
ganización social (ver Anexo 3).

A.Preguntas relacionadas 
con la justicia

En cuanto a justicia, la mayoría 
de las participantes están de 
acuerdo con la necesidad del 
funcionamiento de un sistema 
de justicia para la construcción 
de paz, en la necesidad del per-
dón y en considerar también a 
los actores del conflicto como 
víctimas de este. Frente a este 
último aspecto, sin embargo, 

sobresale la diferencia en una 
mayor favorabilidad para con-
siderar como víctimas a los in-
tegrantes de las guerrillas, con 
una diferencia de veinte puntos 
con respecto a los integrantes 
de grupos paramilitares, sien-
do esta última afirmación con 
la que más personas están en 
desacuerdo de todas las afirma-
ciones de la encuesta.

Frente a las correlaciones que 
se pudieron establecer con 
respecto al género, edad, posi-
ción política y pertenencia a la 
organización social de los par-
ticipantes de la plataforma de 
Wikipaz, se pudieron extraer 
algunas conclusiones intere-
santes al respecto. 

Para la categoría de la edad de 
los participantes, las personas 
entre los veinte y veintinueve 
años fueron los que más mos-
traron su apoyo a considerar a 
los integrantes del paramilita-
rismo como víctimas. Para los 
rangos de edad entre los treinta 
y treinta y nueve años se vio más 
reticencia a considerar a los pa-
ramilitares en la categoría de 
víctimas. Sucede similar en los 
rangos de cuarenta a cuarenta y 
nueve años de los participantes, 
en el cual pocos consideraron 
que la guerrilla hace parte de la 
categoría de víctima. Finalmen-
te se consideró que a mayor edad 
entre los participantes, menos 
diferencia se tenía en las respues-
tas de ‘acuerdo’ y ‘desacuerdo’ en 
las afirmaciones de Wikipaz. 

Con respecto a la correlación 
con el género, se puede ver que 
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no hay una diferencia realmente 
representativa que nos ayude a 
extraer conclusiones profundas 
acerca de la concepción de jus-
ticia. Sin embargo, fueron los 
hombres los que contestaron en 
las afirmaciones más veces ‘en 
desacuerdo’. 

Frente a las correlaciones que 
se podían hacer con el espectro 
político, se pudo ver que la posi-
ción de ‘derecha’ consideró am-
pliamente que ni los guerrilleros 
ni los paramilitares encajaban 
en la categoría de víctimas. Sin 
embargo, cabe destacar que en 
la muestra hay una baja repre-
sentatividad de las personas que 
se consideran de derecha, lo que 
planteó un límite considerable al 

ejercicio de Wikipaz. 

Finalmente, con respecto a la 
pertenencia a una organización 
social o política, se evidenció 
que los miembros de organi-
zaciones sociales están más de 
acuerdo en que los integrantes 
de la guerrilla son efectivamen-
te víctimas con respecto a los 
paramilitares; según las dos 
preguntas, las personas de or-
ganizaciones mostraron más 
su apoyo a la guerrilla que a los 
paramilitares en cuanto a ser 
considerados víctimas.

Ns/Nr 7.1%

En desacuerdo 17.2%

Elige una opción 1.9%

De acuerdo 73.8%

Ns/Nr 3.7%

En desacuerdo 9.7%

Elige una opción 1.1%

De acuerdo 85.4%

Ns/Nr 13.1%

En desacuerdo 23.3%

Elige una opción 2.2%

De acuerdo 57.3%

Ns/Nr 9%

En desacuerdo 13.1%

Elige una opción 0.7%

De acuerdo 77.3%

Gráfica 17. Reacciones a las afirmaciones asociadas a justicia en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.
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B.Preguntas relacionadas con 
la reparación

La mayoría de las personas coin-
cide en la necesidad de la resti-
tución de tierras como elemento 
fundamental para la construc-
ción de paz y, al mismo tiempo, 
se puede entender la coinciden-
cia en una concepción de repara-
ción integral de la que debe ser 
parte toda la sociedad y el Esta-
do, y no solamente un asunto a 
resolver entre víctimas y victima-
rios.

En cuanto a la correlación entre 
categorías como el género, edad, 
posición política y pertenencia 
a una organización de la socie-
dad civil, se encontraron varios 

Ns/Nr 6.4%

En desacuerdo 4.1%

Elige una opción 1.1%

De acuerdo 88.4%

Ns/Nr 6.4%

En desacuerdo 67%

Elige una opción 1.5%

De Acuerdo 25.1%

Gráfica 18. Reacciones a las afirmaciones asociadas a la reparación en Wikipaz. Fuente: Equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.

elementos. Frente a la edad, se 
pudo concluir que dado que la 
gran mayoría de los participan-
tes de la plataforma son jóvenes, 
esto se ve reflejado directamente 
en la idea de reparación que se 
tiene. Las condiciones sociales, 
el acceso a la información y las 
experiencias políticas forman 
una sensibilidad y unas críticas 
diferentes a las de las generacio-
nes previas. 

En cuanto a la posición política, 
se pudo ver que hubo una parti-
cipación considerable de una po-
blación crítica que entiende que 
el conflicto no se reduce a dis-
parar un arma, sino a todas las 
condiciones previas que influyen 
para que esta sea disparada. 

La pertenencia a una organiza-
ción también influyó en la forma 
en la que se concibe la repara-
ción. Las personas que hicieron 
parte de una organización social 
parecen tener una visión orienta-
da a entender el conflicto desde 
una perspectiva más social que 
política y militar, lo que deriva 
en una definición más amplia, en 
la cual se involucra la ciudadanía 
también en el sentido de reparar 
a las víctimas. 

En cuanto al género, no se en-
contró una relación representa-
tiva en las afirmaciones respon-
didas. 
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C.Preguntas relacionadas 
con la verdad

La mayoría de las personas 
coincide en darle un papel pre-
ponderante a la verdad como 
un elemento prioritario para 
la construcción de paz. Es, de 
hecho, la afirmación en la que 
más personas coinciden, con 
un 94 %. Por otra parte, sobre-
sale que, ante la afirmación «lo 
más importante para una vícti-
ma es saber la verdad», aunque 
la gran mayoría está de acuer-
do, es una de las afirmaciones 
en la que más personas respon-
dieron ‘no sabe’, lo que puede 
indicar un respeto por la indi-
vidualidad y la diversidad de 
las víctimas, situación en la que 

es difícil o imposible establecer 
qué es lo más importante para 
este grupo de millones de per-
sonas en Colombia.

Frente al rango de edad de los 
participantes de Wikipaz, por 
ejemplo, se pudo ver que la ma-
yoría de los que afirmaron estar 
en desacuerdo frente a las pre-
guntas referentes a la verdad 
están en el rango de edad de 
entre veinte y veintinueve años. 

Por otro lado, la mayoría de 
participantes de centro-izquier-
da consideró la verdad como 
un factor importante en la 
construcción de paz. Quienes 
estaban en desacuerdo con las 
afirmaciones referentes a la ver-

dad pertenecen proporcional-
mente a las mismas categorías. 
Las personas que pusieron que 
no sabían cuál era su posición 
política también respaldaron la 
verdad como un elemento esen-
cial en la construcción de paz. 

En cuanto a la pertenencia a 
una organización social, se 
pudo ver que la tercera parte de 
las personas que respondieron 
estar de acuerdo con que la ver-
dad es fundamental hacían par-
te de una organización social. 
Esto quiere decir que no hace 
falta pertenecer a una organiza-
ción para identificar la verdad 
como necesaria en el tránsito 
hacia la paz. 

Gráfica 19. Reacciones a las afirmaciones asociadas a la verdad en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados del ejercicio.

Ns/Nr 0.7%

En desacuerdo 4.5%

Elige una opción 0.7%

De Acuerdo 94%

Ns/Nr 8.2%

En desacuerdo 13.9%

Elige una opción 1.1%

De Acuerdo 76.8%
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D.Preguntas relacionadas con 
las garantías de no repetición

Para la mayoría de las partici-
pantes aparece como posible 
superar la estigmatización y la 
discriminación de excomba-
tientes, pues se muestran en 
desacuerdo cuando se indaga si 
preferirían que sus hijos(as) no 
estudiaran con hijos(as) de des-
movilizados(as). Así mismo, la 
mayoría considera que es nece-
sario garantizar derechos polí-
ticos a las excombatientes para 
que no se repitan hechos de 
violencia asociados al conflicto.

Frente a la correlación de es-
tas respuestas con el rango de 
edad de los participantes, uno 

Gráfica 20. Reacciones a las afirmaciones asociadas a la no repetición en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados 

del ejercicio.

de los hallazgos fue que, entre 
los adultos, los más jóvenes son 
más optimistas (el rango entre 
20 y 40 años) con las medidas 
que contenía cada afirmación 
frente a las garantías de no re-
petición. El rango de edad que 
va desde los cuarenta años se 
encuentra más equilibrado en-
tre el acuerdo y el desacuerdo 
para las dos afirmaciones de 
esta sección. 

En cuanto al género, se pudo 
ver que las mujeres son más 
proclives a aceptar la participa-
ción política de excombatien-
tes y a aceptar su reintegración. 
Para este punto, es necesario 
tener en cuenta que fueron más 
mujeres que hombres quienes 

finalmente llenaron la encuesta 
de Wikipaz. 

Ns/Nr 4.9%

En desacuerdo 86.1%

Elige una opción 0.7%

De acuerdo 8.2%

Ns/Nr 7.1%

En desacuerdo 20.2%

Elige una opción 1.5%

De acuerdo 71.2%
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E.Preguntas relacionadas con 
la participación

La mayoría de las personas 
manifiestan que participan 
(se manifiestan públicamente) 
cuando están inconformes con 
el desarrollo de procesos de 
paz, lo que es un hallazgo im-
portante, pues a pesar de que 
la mayoría indica no pertenecer 
a ninguna organización social, 
se entienden a sí mismos como 
actores importantes que de-
ben participar y manifestarse 
públicamente para avanzar en 
la construcción de paz en Co-
lombia. Sin embargo, es muy 
confusa la consecuencia de su 
participación (es la afirmación 
en la que están más dispersas 

las reacciones). La mayoría 
considera que su participación 
no es tenida en cuenta y es esta 
afirmación ante la cual más per-
sonas respondieron ‘no sabe’. 
Así mismo, una amplia mayo-
ría identifica en la Presidencia 
de la República una institución 
responsable por la conducción 
de los procesos de paz. 

Si bien la claridad de una insti-
tución responsable por el lide-
razgo de los procesos de paz es 
importante y puede contribuir 
a la construcción de paz, la re-
lación de esta institución con la 
participación ciudadana puede 
interpretarse como una desco-
nexión entre la sociedad y la 
institucionalidad, en la cual el 

ejercicio activo de la ciudada-
nía no tiene mayor influencia o 
no hay una clara retroalimenta-
ción respecto a los resultados 
de la participación. Ante estos 
resultados, se sug¬¬¬iere que 
futuros ejercicios indaguen 
con mayor profundidad estas 
percepciones, por ejemplo, al 
preguntar de qué manera se 
participa.

Gráfica 21. Reacciones a las afirmaciones asociadas a la participación en Wikipaz. Fuente: equipo de Wikipaz con base en los resultados 

del ejercicio.

Ns/Nr 9.4%

En desacuerdo 15%

Elige una opción 0.7%

De acuerdo 74.9%

Ns/Nr 2.6%

En desacuerdo 9%

Elige una opción 1.5%

De acuerdo 86.9%

Ns/Nr 16.5%

En desacuerdo 52.4%

Elige una opción 1.5%

De acuerdo 29.6%



87 7. Discusión de 
resultados
La literatura especializada ha 
discutido ampliamente qué sig-
nifica paz en contextos de con-
flictos armados. Así, por ejem-
plo, sobresale el concepto de 
paz negativa y paz positiva de 
Galtung (1996), según la cual 
la paz significa, respectivamen-
te, ‘la ausencia de violencia o la 
creación de condiciones para 
contrarrestar situaciones de 
violencia estructural a través de 
justicia social y la restauración 
de condiciones sociales’. Igual-
mente, sobresale el concepto 
de paz imperfecta, referido a la 
implementación de acciones de 
construcción de paz en medio 
de conflictos (Muñoz, 2001). 

Paralelamente, desde la justicia 
transicional colombiana, la paz 
se ha entendido como uno de 
sus fines. Desde el ordenamien-
to jurídico colombiano, esta 
paz está consagrada a la vez 
como un derecho y un deber 
de obligatorio cumplimiento, 
tal como dispone el artículo 21 
de la Constitución Política de 
Colombia. Esta norma ha sido 
ampliamente utilizada e inter-
pretada en el desarrollo de las 
negociaciones de paz con las 
FARC-EP (Dajer, 2019). 

Si bien existen también diver-
sos esfuerzos para medir y con-
ceptualizar la paz internacional 
y nacionalmente (Instituto para 
la Economía y la Paz, 2017; 
Mac Ginty y Firchow, 2016), el 
concepto de paz en el contexto 

transicional colombiano es aún 
muy discutido. Por esta razón, 
Wikipaz pretende alimentar 
esta discusión con aproxima-
ciones que alimenten la pers-
pectiva de qué puede entender-
se por paz para la sociedad civil 
no organizada en Colombia. 

Los resultados de la encuesta 
y la correlación respectiva que 
se dio con los elementos que 
extrajimos de la muestra que 
participó en Wikipaz derivó en 
algunos análisis y resultados 
para alimentar la discusión. El 
primer hallazgo respecto a las 
dos secciones que componían 
Wikipaz –la primera más emo-
cional y donde se buscaba que 
el usuario participara con can-
ciones e imágenes, y la segunda 
más aterrizada a conceptos de 
justicia transicional– fue preci-
samente la diferencia en la con-
cepción de paz que cada una 
intentaba rastrear. 

Así, las respuestas de la segun-
da sección de la encuesta son 
dirigidas a una noción de paz 
institucional cimentada sobre 
la base del Acuerdo del Colón 
y sobre el cual se han presen-
tado diversos debates sobre su 
contenido. Por el contrario, la 
primera parte, donde se inda-
gaba sobre las canciones e imá-
genes, buscaba extraer la no-
ción de una paz más personal, 
que tuviera referencias a la vida 
cotidiana de las personas y a su 
trato relacional con los demás 
ciudadanos. 

Los participantes del taller co-
laborativo se preguntaron, con 

respecto a esto, si hubiese sido 
interesante incluir también en 
la encuesta preguntas relacio-
nadas a una paz que implique 
una conversación más amplia, 
que se cuestione si la búsqueda 
de paz solo debería remitirse a 
un proceso o acuerdo institu-
cional, o si la búsqueda de la 
paz de una sociedad debería 
incluir e implicar muchos más 
elementos de la vida de las per-
sonas del común, como la for-
ma de reaccionar ante conflic-
tos cotidianos. 

Frente al uso de las palabras en 
la encuesta, la finalidad de uti-
lizar ciertas afirmaciones apela-
ba a rastrear una noción de con-
ceptos de justicia transicional a 
través de la cotidianidad de los 
usuarios. Sin embargo, en el 
taller colaborativo los partici-
pantes comentaban que el uso 
de ciertas palabras creaba unas 
nociones ambiguas del ejerci-
cio. Por ejemplo, para las pre-
guntas referentes a la justicia, 
se discutía sobre cuál era la no-
ción que se entendía por esta, 
ya que un participante entendía 
por justicia un valor político re-
clamado por un espectro ideo-
lógico específico en Colombia, 
mientras que otro participante 
lo entendía más como una no-
ción clásica de institucionali-
dad fuerte y estable o incluso 
de justicia social. Esto presenta 
la dificultad mayor de utilizar 
ciertos conceptos en contextos 
de polarización, ya que mu-
chos de estos se construyen a 
partir de narrativas mediáticas 
con tintes políticos específicos. 
Esto imposibilita una reflexión 



S
o

ci
ed

ad
 C

iv
il 

y 
C

o
n

st
ru

cc
ió

n
 d

e 
P

az
  —

 2
0

18
 /

 2
0

19

88
transparente y coordinada en 
una sociedad que se encuentra 
en tránsito hacia la paz. 

Tanto en el ejercicio de Wiki-
paz como en el taller colabora-
tivo se vio la carga simbólica 
que tiene la palabra verdad y la 
importancia que reviste para la 
gente que cree en la construc-
ción de paz. Uno de los partici-
pantes comentaba al respecto: 
«Me llama mucho la atención 
la palabra verdad, siempre las 
víctimas esperan verdad. Es 
una palabra que me parece muy 
poderosa. Hay muchas menti-
ras que se tejen alrededor del 
proceso de paz que hacen que 
pierda credibilidad».42 

A su vez, las diversas cancio-
nes y sonidos de paz analizados 
muestran perspectivas de paz 
muy diversas que, de manera 
complementaria, representan 
tanto una visión de paz mun-
dial e internacional, como una 
paz más latinoamericana, y ge-
neran también visiones de paz 
en diversas regiones de Colom-
bia, como la Caribe, Pacífica y 
Andina, hasta llegar a una paz 
más interior e individual. 

Por último, en cuanto a cómo 
estos resultados pueden infor-
mar futuras políticas públicas 
y proyectos de la sociedad civil 
y la cooperación internacio-
nal sobre construcción de paz 
en Colombia, se resalta que el 
concepto de paz que se puede 
construir a partir de los datos 
de Wikipaz está más ligado a la 
paz interior que a la institucio-
nalidad. Así, dicho concepto se 

concibe como un llamado hacia 
una construcción de paz que 
lleve a la tranquilidad, la ar-
monía, la tolerancia y la recon-
ciliación, lo cual contrasta con 
el contexto de polarización y 
ruido que han caracterizado las 
discusiones en torno al acuerdo 
de paz con las FARC-EP. Este 
concepto, más de paz interior, 
está dado por la cantidad de 
alusiones a palabras como tran-
quilidad y a que los sonidos 
más asociados a la paz fueron 
aquellos de naturaleza, así como 
a que las imágenes correspon-
dientes cuantitativamente reafir-
man dicha noción.

8. Conclusiones 
y recomendaciones

De esta primera aproximación 
podemos concluir que la so-
ciedad civil no organizada está 
ampliamente acorde con las lí-
neas generales de un sistema de 
justicia transicional que haga én-
fasis en la verdad como elemen-
to fundamental para avanzar, 
perdonar y no repetir la violen-
cia asociada al conflicto en Co-
lombia. Así mismo, se presenta 
como una sociedad dispuesta a 
perdonar y buscar la reconcilia-
ción entre los diferentes actores 
del conflicto y que busca una 
reparación integral y colectiva, 
que más allá de un pleito entre 
victimarios y víctimas, entiende 
la complejidad del conflicto y la 
necesidad de involucrarse acti-
vamente en la construcción de 
paz.

42Intervención de un participante del taller colaborativo de análisis de resultados de Wikipaz, en Bogotá, el 6 de mayo del 2019.

Es sobresaliente el papel y la vi-
sión respecto a la participación 
ciudadana en la construcción, 
pues la población está intere-
sada y de hecho participa, pero 
no entiende claramente cuál es 
la consecuencia de esta partici-
pación o no la ve reflejada en el 
accionar institucional de la ad-
ministración pública. 

En ese sentido, es muy ilustrati-
vo el resultado de las palabras, 
las imágenes y las canciones 
asociados por las personas al 
concepto paz, que muestran una 
diferencia notable respecto a las 
palabras destacadas en el Acuer-
do de Paz del 2016, con pre-
ponderancia en aspectos como 
la tranquilidad, la armonía, el 
respeto, la tolerancia, la convi-
vencia y la reconciliación. Esto 
establece una diferencia entre la 
paz institucional y la paz cotidia-
na. Sin dar mayor o menor valor 
a una u otra, sí se pone de pre-
sente la necesidad de trabajar en 
una coordinación entre las dos.

El hecho de que las palabras 
más repetidas por las personas 
sean tranquilidad y armonía evi-
dencia la necesidad de abordar 
la paz interior, la espiritualidad 
y la psiquis de las personas como 
un aspecto tan estructural como 
la equidad y la justicia en ini-
ciativas encaminadas a la cons-
trucción de paz. Por esto, se 
concluye que es necesario hacer 
de la construcción institucional 
de paz un proceso sincronizado 
con la construcción individual y 
comunitaria de la tranquilidad 
y la armonía. La sociedad civil 
no organizada en Colombia re-
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43En Colombia son amplios los proyectos donde se han utilizado herramientas innovadoras para promover la paz interior, la co-
hesión social y la reconciliación Ver al respecto: Build Up y Policéntrico (2018). A su vez, en ese sentido, es de resaltar el llamado 
de la Relatoría Especial de las Naciones Unidas sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no 
repetición, en la necesidad de promover actividades artísticas y culturales en la sociedad civil, con el objetivo de promover la no 
repetición de conflictos (de Greiff, 2015).

clama este aspecto espiritual, 
interior y comunitario de la di-
mensión de la paz, y entiende 
que este no está necesariamen-
te incluido en la dimensión ins-
titucional que se planteó en el 
Acuerdo Final del 2016. 

El reto está precisamente en ar-
monizar esas dos concepciones 
de paz (paz institucional y paz 
cotidiana). Quizás esto pue-
da tener efectos positivos en la 
construcción de paz y en descon-
tar terreno a la polarización. Ini-
ciativas como el uso de espacios 
artísticos y culturales para pro-
mover la cohesión social pueden 
ayudar a generar sinergias entre 
ambos espacios.43  

Las personas tanto en la plata-
forma como en el taller colabo-
rativo de análisis tuvieron un 
desborde de entusiasmo y satis-
facción al participar en este tipo 
de ejercicios. Esto es muestra 
del interés y la posibilidad de 
replicar y de profundizar en este 
tipo de análisis y espacios de diá-
logo y construcción conjunta de 
paz. Sin embargo, son pocas las 
personas que pueden acceder a 
estos espacios tan limitados, ra-
zón por la cual es necesario se-
guir con los esfuerzos por gene-
rar espacios donde la sociedad 
se apropié de la colaboración 
como un elemento que avanza 
en la materialización de la paz. 
Quizá sea en estos espacios don-
de haya una sincronía adecuada 
entre los avances institucionales 
y la vivencia cotidiana de la paz.
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90La paz más allá 
de los acuerdos de 
paz con las FARC:
-
Estudios de caso

III.
FORO NACIONAL POR COLOMBIA - CAPÍTULO REGIÓN CENTRAL

“Queremos manifestar nuestro agradecimiento a Diana Rodríguez Franco, subdirectora de Dejusticia; Edgar Robles, coordi-
nador de la Plataforma LBTI  por la paz; y  Carlos Cante Puentes, consultor en asuntos mineros y ex - viceministro de Minas 
de Colombia, quienes aportaron valiosas reflexiones a la comprensión de la participación ciudadana como elemento sustancial 
para la construcción de paz en Colombia”
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Uno de los retos más importantes que el paradigma de construcción 
de paz enfrenta es superar la visión tradicional limitada a considerarla 
como una fase posterior y dependiente de la existencia de un acuerdo 
de paz. Latinoamérica, específicamente Colombia, ofrece una diver-
sidad de ejemplos concretos para considerar que la construcción de 
paz es posible en diversos escenarios independientes de la existencia 
o viabilidad de un acuerdo de paz. De hecho, hay ejemplos de socie-
dades donde la construcción de paz se hace necesaria incluso sin que 
haya existido un conflicto armado.

Los casos que se presentan en este capítulo refuerzan la necesidad de 
definir la construcción de paz más allá de un acuerdo de paz, que es 
por definición un paso necesario, mas no suficiente, para garantizar 
la transición del conflicto a la paz. Esta es una contribución desde 
la experiencia de la sociedad civil colombiana, lo cual nutre no solo 
el debate sobre construcción de paz, sino también los retos de una 
sociedad civil comprometida más allá de los acuerdos políticos y de 
sus opositores.
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92Enfoque de 
participación ciudadana 
y construcción de paz
-
FORO NACIONAL POR COLOMBIA

Sobre las perspectivas de cons-
trucción de paz y participación 
ciudadana hay diversos enfoques 
y teorías. Desde la trayectoria 
de la Fundación Foro Nacional 
por Colombia se aborda la paz 
como proyecto político y cultu-
ral, que motive innovaciones que 
incluyan a diversos en la toma de 
decisiones en el ámbito público, 
que conlleven la ampliación de 
la democracia, así como la trans-
formación de prácticas culturales 
de exclusión y discriminación 
al diverso. En ese sentido, «la 
construcción de paz supone mo-
dificar, en la medida de lo viable, 
a través de instrumentos concre-
tos aquello asuntos que dieron 
origen a la violencia a partir de 
mecanismos afines al logro de 
acuerdos sociales incluyentes 
y la transformación pacífica de 
conflictos como expresiones de 
nuevas formas de interacción al 
interior de las sociedades» (Mal-
donado, s.f, p. 8). 

Por otro lado, se entiende la 
participación ciudadana como 
la intervención de sujetos indivi-

duales o colectivos en el escena-
rio público, lo cual puede ser un 
instrumento útil para la construc-
ción de paz. En otras palabras, 
la participación ciudadana es el 
proceso mediante el cual inter-
vienen sujetos individuales y co-
lectivos en el escenario público, 
con el propósito de acceder a 
bienes y servicios públicos (inclu-
sión), influir en las decisiones que 
afectan sus vidas (incidencia), 
acordar con las autoridades pú-
blicas las políticas que permitan 
el ejercicio pleno de sus derechos 
(concertación), vigilar la gestión 
y sus resultados (fiscalización) o 
expresar el desacuerdo con deci-
siones de las autoridades públi-
cas (oposición). 

En esa línea, la participación ciu-
dadana es un canal para influir 
en las decisiones que afectan a 
la ciudadanía, una herramienta 
para acordar con las autoridades 
las políticas que permitan el ejer-
cicio pleno de sus derechos; un 
sistema para vigilar resultados de 
la gestión pública o expresar el 
desacuerdo con decisiones de las 

autoridades. La participación es 
el resultado de una acción inten-
cionada en la que distintas fuer-
zas sociales, en función de sus 
intereses políticos, clase, género, 
etarios, étnicos, etc., y en uso de 
sus posiciones de poder, intervie-
nen directamente o por medio de 
sus representantes en la vida co-
lectiva para mantener, reformar o 
transformar los sistemas de orga-
nización social y política vigentes 
en la sociedad (Velásquez y Gon-
zález, 2003). 

A través de la participación, la 
ciudadanía puede asumir su rol 
de agente social para recom-
poner el tejido que se ha fractu-
rado por el conflicto. Como se 
afirma en el Acuerdo Final para 
la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y 
duradera: «Décadas de conflicto 
han abierto brechas de descon-
fianza al interior de la sociedad, 
en especial en los territorios más 
afectados por el conflicto. Para 
romper esas barreras se requie-
re abrir espacios para la partici-
pación ciudadana más variada y 
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espacios que promuevan el reco-
nocimiento y establecimiento de 
responsabilidades y, en general, 
el reconocimiento por parte de 
toda la sociedad de lo ocurrido y 
de la necesidad de aprovechar la 
oportunidad de la paz» (2016, p. 
4 -5). 

A su vez, la participación ciudada-
na en los asuntos públicos consti-
tuye un instrumento muy potente 
de activación de solidaridades, de 
construcción de confianzas, de 
recuperación de lo público y de 
generación de acuerdos funda-
mentales sobre el desarrollo del 
país en todas las escalas (nacional, 
regional, local). La Constitución 
de 1991 la consagra como un dere-
cho y una herramienta estratégica 
para la formulación de políticas 
públicas y la democratización de 
las decisiones de gestión e inver-
sión pública. La participación no 
solo es un antídoto para la exclu-
sión, sino un medio eficaz para 
erradicar los miedos, evitar los 
silencios y enfrentar el terror. A 
través de la participación ciuda-
dana se confrontan cara a cara los 
intereses, se recuperan los esce-
narios públicos como espacios de 
deliberación y de acción colectiva 
y se pueden construir acuerdos 
sobre las prioridades en la tarea 
del desarrollo y la convivencia pa-
cífica. A través de la participación 
se movilizan voluntades hacia el 
logro de propósitos comunes, y se 
reduce de esa forma el poder irra-
cional de las armas y del miedo 
que ellas imprimen en la vida de 
la gente, lo que genera confianzas 
mutuas construidas a partir de los 
resultados de la acción colectiva.

La participación, entendida 
como parte de una apuesta por la 
paz, rescata el debate público so-
bre los asuntos colectivos de gran 
importancia; activa la capacidad 
de propuesta de la ciudadanía 
sobre temas que atañen a sus vi-
das y bienestar; involucra al ma-
yor número posible de personas 
en la solución de los asuntos del 
país y del territorio; busca acuer-
dos para romper el imperio de 
la polarización social, tareas que 
no solo reducen la probabilidad 
de que unos pocos –entre ellos 
los actores armados– se apropien 
de lo público e impongan –a las 
buenas o a las malas– sus intere-
ses, sino que además profundizan 
la democracia y complementan 
los mecanismos de representa-
ción política que esta consagra, 
al eliminar el miedo y el silencio 
como fundamentos de una falsa 
paz construida con el poder inti-
midatorio de las armas. En otras 
palabras, la participación, junto 
con la reivindicación de los dere-
chos humanos, constituyen ins-
trumentos claves para robustecer 
un proyecto político basado en el 
reconocimiento, la solidaridad, la 
inclusión y el dialogo.

Análisis de tres 
casos que destacan 
el rol de la sociedad 
civil en procesos de 
participación 
ciudadana

Los casos seleccionados demues-
tran las potencialidades de la 
sociedad civil para incidir terri-
torial, regional o nacionalmen-
te, mediante el uso de diversas 
modalidades de participación 
como recursos importantes para 
la construcción de la paz que 
Colombia necesita. Cada caso 
presenta distintas modalidades 
de participación, motivaciones y 
articulaciones entre actores, que 
permiten identificar cómo la so-
ciedad civil puede fortalecer el 
tejido social para crear mejores 
condiciones de vida, participar y 
tener voz, elementos sustanciales 
para construir un proyecto políti-
co y cultural con relaciones más 
plurales, incluyentes y transpa-
rentes. Las experiencias fueron 
acompañadas, sistematizadas o 
realizadas por la Fundación Foro 
Nacional por Colombia. 
Los casos examinados fueron:

1.Participación ciudadana en la 
organización de un espacio na-
cional de consulta que derivó del 
Acuerdo Final, para la construc-
ción de lineamientos que permiti-
rían la construcción de una ley de 
garantías para la participación de 
las organizaciones y movimien-
tos sociales. 

2.Fortalecimiento de actores lo-
cales, sociales y gubernamentales 
para la construcción de los pla-
nes de acción territorial para las 
víctimas en el departamento del 
Meta. 

3.Consultas populares en el sec-
tor minero. Allí se analizó la ex-
periencia del municipio de Caja-
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marca, en el marco de la consulta 
popular, que fue emblemática y 
que planteó elementos muy inte-
resantes para mostrar dinámicas 
sociales en torno a la construcción 
del territorio. 

En seguida se presenta una des-
cripción de cada uno de ellos, jun-
to con una ficha síntesis y el análi-
sis correspondiente.

1.Participación ciudadana en la 
formulación de lineamientos de la 
ley estatutaria de garantías para la 
participación de organizaciones y 
movimientos sociales

1.1. Presentación de la experiencia 
de participación

El Acuerdo final para la termina-
ción del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera for-
mula 114 tareas que involucran la 
participación de diferentes secto-
res de la población en su ejecución. 
El punto dos del acuerdo, sobre 
participación política, señala que 
«el Gobierno Nacional elaborará 
un proyecto de ley de garantías 
y promoción de la participación 
ciudadana y de otras actividades 
que puedan realizar las organi-
zaciones y movimientos sociales» 
(punto 2.2.1 del acuerdo, página 
42). Este punto pone como centro 
la importancia de la participación 
ciudadana y la ampliación demo-
crática para la consolidación de la 
paz, que permita el surgimiento 
de nuevas fuerzas en el escenario 
político para enriquecer el deba-
te y la deliberación, y fortalecer el 
pluralismo y la representación de 
diversas visiones de la sociedad 
(Oficina del Alto Comisionado 

para la Paz, 2017). Según el acuer-
do, los lineamientos de garantías 
«serán discutidos en un espacio 
de carácter nacional, que contará 
con la participación de voceros y 
voceras de las organizaciones y 
movimientos sociales más repre-
sentativos» (ibid.). 

Esta tarea se encargó al Cinep, 
Foro Nacional por Colombia y la 
Corporación Viva la Ciudadanía 
para acompañar al Consejo Na-
cional de Participación en el dise-
ño y puesta en marcha del espacio 
nacional. Este incluyó seis eventos 
regionales y un evento nacional, 
en el que participaron cerca de 
2500 líderes y lideresas de los 32 
departamentos del país, en repre-
sentación de más de 1500 organi-
zaciones sociales. Producto de ese 
ejercicio, el Consejo Nacional de 
Participación, con el apoyo de las 
tres organizaciones mencionadas, 
entregó al Gobierno Nacional un 
documento de lineamientos para 
la formulación del proyecto de ley 
que habría de ser presentado al 
Congreso durante la fase rápida 
de aprobación de normas para la 
implementación del Acuerdo Fi-
nal (fast track).

La construcción de la propuesta 
de lineamientos para el proyecto 
de ley tuvo cuatro momentos: 

1.Fase preparatoria, en la cual se 
definió el proceso metodológico 
entre el Gobierno, las FARC-EP 
y los promotores/facilitadores de 
la iniciativa;44

 
2.Fase de consulta nacional am-
plia que contó con la participa-
ción de los territorios –foros re-

gionales, consulta virtual y evento 
nacional–; 

3.Fase de concertación y elabo-
ración del proyecto de ley estatu-
taria de manera conjunta, para lo 
cual se dispuso de una comisión 
de diálogo y se crearon espacios 
alternos de deliberación; 

4.Fase de definición de consensos 
entre las entidades del Gobierno 
y la CSIVI para impulsar la apro-
bación del proyecto de ley en el 
Congreso. 

El Gobierno, a través del Mi-
nisterio del Interior, diseñó un 
proyecto de ley con los insumos 
entregados por las organizaciones 
sociales que participaron en el es-
pacio nacional y en las reuniones 
que sostuvieron entre represen-
tantes de las tres entidades que 
acompañaron el proceso y otras 
ONG invitadas por el Ministerio 
del Interior. Este proyecto se mo-
dificó a medida que fue consen-
suado con otras entidades del Go-
bierno Nacional. Ese documento 
fue entregado a la Comisión de 
Seguimiento, Impulso y Verifi-
cación de la Implementación del 
Acuerdo Final (CSIVI) como 
paso previo a la presentación del 
proyecto de ley al Congreso de 
la República. En la CSIVI no se 
logró un consenso en torno al pro-
yecto, lo que impidió su presenta-
ción al Congreso, primero en el 
fast track y luego en las sesiones 
ordinarias del cuerpo legislativo. 
Desafortunadamente, hasta la fe-
cha el Gobierno Nacional no ha 
adelantado ninguna acción para 
cumplir esta tarea del Acuerdo 
Final.

44 Se refiere a las tres organizaciones anteriormente mencionadas: CINEP, Viva la ciudadanía y Foro Nacional por Colombia.
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CASO N.° 1. LEY DE GARANTÍAS

NOMBRE

Lineamientos para la formulación de una ley de garantías para la participación de 
organizaciones y movimientos sociales.

TEMA 

Desarrollos legislativos sobre garantías de participación derivados del Acuerdo Final 
entre el Gobierno y las FARC.

OBJETIVO

Crear un espacio de consulta de carácter nacional, amplio e incluyente con la inter-
vención de diferentes sectores sociales, religiosos, gremiales, de sectores poblaciona-
les y miembros de instancias de participación ciudadana, para la formulación de los 
lineamientos de un proyecto de Ley Estatutaria de Garantías para la promoción de la 
participación ciudadana, la movilización y la protesta social.

CONTEXTO

Esta es una tarea incluida en el Acuerdo Final, firmado entre el gobierno colombiano 
y las FARC, en noviembre de 2016. El punto 2 de dicho Acuerdo la define y enumera 
algunos lineamientos para la formulación de la norma. Allí se plantea que deben ser 
«discutidos en un espacio de carácter nacional, que contará con la participación de 
voceros y voceras de las organizaciones y movimientos sociales más representativos» 
(punto 2.2.1 del acuerdo, página 42). Para este proceso solicitan al Consejo Nacio-
nal de Participación (CNP), con el apoyo de Foro Nacional por Colombia, Viva la 
Ciudadanía y el CINEP, la organización de este espacio consultivo de participación 
con carácter nacional. Cabe señalar que las tres organizaciones decidieron incluir en la 
consulta aspectos relacionados con la movilización y la protesta social.

AUTORES  

Fabio Enrique Velásquez y Esperanza González (s. f.)
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En este caso se analiza el rol de 
la sociedad civil y el Gobierno en 
la construcción de prácticas más 
democráticas, que contribuyen 
a la promoción de cambios es-
tructurales y relacionales entre 
el Estado y la sociedad. Esta 
formulación legislativa estable-
ce la potencialidad que tienen 
los escenarios de participación 
ciudadana para la construcción 
de paz, en la medida en que hay 
más posibilidades para integrar 
diversos actores, en un espacio 
de diálogo y deliberación sobre 
temas de interés común, a pesar 
tener perspectivas e intereses 
distintos u opuestos. En efecto, 
este escenario de elaboración 
de lineamientos para la ley es-
tatutaria de garantías reunió a 
una gran cantidad de represen-
tantes de organizaciones socia-
les con experticias y apuestas 
ligadas a sus intereses particu-
lares y colectivos. 

En estos escenarios se consta-
tó la apertura de los distintos 
actores en el reconocimiento 
de las distintas creencias, prác-
ticas y compresiones sobre la 
participación y la construcción 
de lo público de los actores que 
intervinieron en esta dinámica, 
lo cual no solo sirvió para inter-
cambiar experiencias, sino para 
construir colectivamente alter-
nativas que debe proveer el Es-
tado colombiano para garanti-
zar ese derecho y la ciudadanía 
activa. En tal sentido, se abrió 
una ventana de oportunidad 

para el fortalecimiento de lazos 
de confianza, el reconocimiento 
mutuo, la oportunidad de de-
liberar sobre temas medulares 
para la sociedad desde precep-
tos democráticos, con los retos 
que implica.

En el proceso se destacaron 
dos fases en las que se pueden 
diferenciar el propósito y los re-
pertorios de actuación para la 
participación. La primera fue 
una fase de consulta amplia na-
cional, con la participación de 
representantes de los territorios 
en seis eventos territoriales y 
uno nacional, en la cual se desa-
rrollaron acciones de intercam-
bio de experiencias, diálogo y 
deliberación entre organiza-
ciones sociales y construcción 
de iniciativas, que resultó en la 
construcción de una propuesta 
de lineamientos para la formu-
lación del proyecto de ley. Una 
vez se desarrolla el proceso de 
consulta, las tres organizacio-
nes acompañantes se encargan 
de compilar los insumos y ela-
borar los lineamientos de la ley, 
que fueron remitidos al Conse-
jo Nacional de Participación y 
a la comisión de diálogo. Por su 
parte, la Comisión de Diálogo 
incluyó algunos puntos al docu-
mento y el Consejo Nacional de 
Participación lo entregó al Go-
bierno Nacional para revisión y 
elaboración de la ley estatutaria 
de garantías para la participa-
ción de organizaciones y movi-
mientos sociales. 

En la segunda fase la negocia-
ción estratégica fue el reper-
torio que utilizaron las orga-
nizaciones sociales para tener 
mayor incidencia. Las organi-
zaciones acompañantes cam-
biaron su rol de facilitadores 
hacia uno más activo, que bus-
caba que las voces de las orga-
nizaciones sociales y su propia 
voz se reconocieran en el pro-
yecto de ley elaborado. En este 
punto sobresalen los procesos 
de concertación para la elabo-
ración del proyecto de ley esta-
tutaria, para lo cual se concertó, 
por parte del Gobierno, con el 
grupo de las tres entidades que 
acompañaron el primer mo-
mento y otras organizaciones 
no gubernamentales, y se crea-
ron espacios alternos de delibe-
ración. Se efectuaron alrededor 
de cuatro reuniones, entre los 
representantes del Ministerio 
del Interior y las ONG, con la 
apuesta de construir el borrador 
del articulado que posteriormen-
te sería discutido internamente 
en el Gobierno Nacional. Es de 
resaltar que en estos escenarios 
primó el respeto por las apuestas 
de cada uno de los actores invo-
lucrados, el diálogo y la delibera-
ción como eje de la construcción 
de los consensos y los disensos. 
Resultado de esta dinámica fue el 
articulado45 que el Ministerio del 
Interior circuló entre los miem-
bros de las otras dependencias. 
En ese momento se evidenciaron 
dificultades, dado que no se lo-
gró un consenso inmediato y se 

45Este articulado tuvo siete versiones antes de ser entregado al Ministerio del Interior para socializarlo en el Gobierno 
y producir el proyecto de ley final. 
46De acuerdo con un funcionario del Ministerio del Interior, este proyecto de ley consensuado en el seno del Gobierno 
Nacional tuvo 38 versiones, lo que demuestra la dificultad para lograr acuerdos. El punto más álgido fue el de 
movilización y protesta pacífica. 
47Hasta el momento no se ha presentado este proyecto de ley y no hay evidencias de voluntad política  para presentarlo al 
Congreso.
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requirió tiempo y varias reunio-
nes para consolidar, de manera 
consensuada46, el articulado que 
debería presentarse a la CSIVI 
para su posterior muestra al Con-
greso de la República. Desafor-
tunadamente, la demora interna 
en la producción del proyecto de 
ley definitivo en el Gobierno Na-
cional y la objeción por parte de 
ciertos sectores impidieron hacer 
uso del mecanismo del fast track, 
lo cual llevó a que el proyecto de 
ley se presentara en la siguiente 
legislatura.47 

1.2.Elementos para la 
construcción de paz

Del examen de esta experiencia 
se pueden extractar y analizar al-
gunos elementos de las dinámi-
cas de participación que pueden 
ser medulares en la construcción 
de paz. Estos elementos están 
relacionados con la existencia 
de una ciudadanía activa, en la 
medida en que se despliegan 
capacidades de los sujetos para 
reivindicar, ejercer y proteger un 
conjunto de derechos sociales, 
culturales, económicos, políticos 
y civiles; y en la asunción de las 
responsabilidades ciudadanas 
en la construcción de lo público, 
lo cual significa fortalecimiento 
de sus capacidades e incidencia 
en las decisiones públicas. 

De otra parte, propiciar y man-
tener escenarios de diálogo, 
deliberación y negociación con 
otros actores, para edificar con-
fianza y construir acuerdos entre 
diferentes e iguales, es funda-

mental en los ejercicios de par-
ticipación, así como la creación 
de espacios donde se establezca 
el diálogo, la concertación y se 
construyan acuerdos alrededor 
de ciertas problemáticas entre 
actores sociales, pero también 
entre la sociedad civil y el Esta-
do. De hecho, los dispositivos 
de participación en Colombia 
creados en los últimos quince 
años están conformados tanto 
por representantes de las orga-
nizaciones sociales como de los 
gobiernos territoriales y nacio-
nales, por lo cual es necesario la 
creación de confianza, diálogo y 
concertación. 

Lo anterior deja entender que 
las dinámicas de participación 
propician la convivencia pacífi-
ca, el respeto a las ideas ajenas, el 
reconocimiento de la diferencia 
y la construcción de consensos, 
factores claves para construir 
paz y valorar que los factores 
del conflicto pueden ser vistos 
como ventanas de oportunidad 
que propician transformaciones 
sociales, materiales y simbólicas 
en el país. La participación ciu-
dadana también busca cambios 
y transformaciones para generar 
mayor equidad e igualdad, con 
la apuesta de incidir en la ges-
tión pública y mejorar las condi-
ciones de vida de las comunida-
des.

En la formulación de estos linea-
mientos se destaca una mirada 
plural a partir de un proceso de 
coproducción, que sustenta una 
forma de relacionamiento en-

tre los distintos sectores de una 
sociedad civil heterogénea y de 
esta con el Gobierno Nacional, 
que reconoce a la ciudadanía 
como actor válido capaz de ge-
nerar propuestas en el ámbito 
público, es decir, como ciuda-
danos activos. En Colombia no 
es común que las normas y leyes 
se formulen bajo la lógica de la 
participación ciudadana con la 
integración de diversos secto-
res48 La deliberación, el diálogo, 
el desarrollo de iniciativas y la 
generación de consensos fue-
ron elementos sustanciales para 
incidir en la ciudadanía con el 
proyecto de ley de garantías que 
elaboró el Ministerio del Inte-
rior. Esto constituye un avance 
de los acuerdos entre la sociedad 
y el Estado para la producción 
de bienes públicos. 

Desde que se inició esta tarea de 
participación en el 2016, el diálo-
go fue una apuesta para la cons-
trucción del proyecto de linea-
mientos y posterior elaboración 
del proyecto de ley. Esta apuesta 
marcó una pauta evidente en los 
múltiples escenarios de negocia-
ción metodológica que surgie-
ron y permitió darle un sentido 
al proceso desde las visiones de 
actores de la sociedad civil, re-
presentados por el Consejo Na-
cional de Participación (CNP), 
del Gobierno, a través de la Ofi-
cina del Alto Comisionado para 
la Paz (OACP), las FARC y en 
el Gobierno en la Mesa de Ne-
gociación de la Habana. En ese 
sentido, las acciones de articula-
ción son sumamente importan-

48 Vale la pena mencionar el caso excepcional de la aprobación de la Ley 1757 de 2015, Ley Estatutaria de Participación Ciuda-
dana. Esta fue producto de un diálogo permanente entre el Gobierno, el Congreso y un gran número de organizaciones de la 
sociedad civil lideradas por la Fundación Foro Nacional por Colombia. El proceso se desarrolló entre finales del 2010 y julio 
del 2015, cuando fue sancionada la ley. Un dato interesante es la verificación de que las propuestas ciudadanas fueron tenidas en 
cuenta en el documento final de la ley. En el ejercicio elaborado por Foro Nacional por Colombia se constató que alrededor del 
60 % de las propuestas ciudadanas se reflejaron en el articulado final de la Ley 1757.
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tes, primero, para dar legitimi-
dad al escenario; segundo, para 
construir confianza y, tercero, 
para crear un hábito que pro-
mueva el desarrollo de acciones 
consensuadas que conlleven a la 
búsqueda objetivos comunes.
En la fase consultiva, la experien-
cia tuvo una amplia base social 
que otorgó legitimidad y fuerza 
de las autoridades gubernamen-
tales en el escenario de participa-
ción. Puede decirse que la deli-
beración ciudadana en los foros y 
en el espacio virtual, realizada en 
condiciones adversas de tiempo 
y recursos, fue un ejercicio de go-
bernanza democrática en tanto 
creó un espacio abierto de cons-
trucción de propuestas y propi-
ció, antes y después de la con-
sulta, un contacto con diferentes 
actores (FARC, Gobierno, CSI-
VI, cooperación internacional), 
siempre en la mira de esbozar 
los lineamientos que servirían de 
base para la formulación del pro-
yecto de ley de garantías aludido 
en el Acuerdo Final.

En este caso, se enfatiza en el ca-
rácter heterogéneo de la sociedad 
civil y, a la vez, en la oportunidad 

de aunar esfuerzos para defender 
un interés colectivo, que en este 
escenario fue el derecho a la par-
ticipación y a la protesta. El abor-
daje dado al proceso implicó una 
dinámica fundamentada en el 
reconocimiento de las organiza-
ciones de la sociedad civil como 
sujetos políticos y de derechos, es 
decir, como interlocutores váli-
dos del Estado, deconstruyendo 
la premisa de que el Estado y la 
sociedad civil son actores con-
tradictores y en constante dis-
puta. La consulta conllevó una 
comprensión de la sociedad civil 
como actor activo, pero no como 
una masa homogénea. 

Es de resaltar que esta experien-
cia respondió a una estructura 
que permitió el flujo de informa-
ción y construcción de propues-
tas en dos vías: generación de 
consensos mínimos49 y la vincu-
lación de voces diversas –territo-
riales y sectoriales–, que por lo 
general impulsan y se interesan 
por los temas específicos de sus 
propias agendas. Allí se confi-
guraron escenarios de diálogo, 
donde primaron reglas como el 
respeto y la escucha, con caracte-

rísticas distintas: hubo momen-
tos de expansión –consulta– y de 
contracción –articulación directa 
de algunos actores sociales con 
el Ministerio del Interior–. Esto 
hace referencia a la importancia 
de adaptar los escenarios de par-
ticipación ciudadana a las nece-
sidades que se presentan en los 
procesos. Inicialmente era fun-
damental involucrar a una gran 
cantidad de personas al espacio 
de consulta, con el fin de generar 
propuestas desde las distintas 
comprensiones territoriales y sec-
toriales sobre la participación y 
las dificultades que vivían los ac-
tores en esos contextos particula-
res para ejercerla. No obstante, 
una vez comenzó la elaboración 
del proyecto de ley, encabezado 
por el Ministerio del Interior, se 
identificó la importancia de es-
tablecer relaciones estratégicas 
para lograr incidir en el docu-
mento final de la ley de garantías. 

El análisis sobre las relaciones en-
tre actores es fundamental para 
construir paz, puesto que, en la 
medida que se conjugan interac-
ciones colaborativas y solidarias, 
se presentan nuevas formas de 

49El proceso de construcción de consensos no fue fácil, este implicó capacidades para la deliberación, el diálogo y la negociación. 
Los facilitadores o acompañantes del escenario de diálogo juegan un papel crucial como actores que tienden puentes “entre las 
bases y el más alto nivel de liderazgo, que tienen cierta independencia en sus actividades y crean procesos que apoyan o vinculan 
entre sí los otros dos niveles.” (Lederach, 2008, p.124). En los análisis que se han realizado, estos actores deben tener un carácter 
“neutral”, es decir que deben facilitar o activar procesos que no impongan Agendas Políticas particulares (capacidad para arti-
cular). Esto se tradujo en procesos transparentes, in situ, de sistematización de las ideas discutidas en los foros regionales y el 
evento nacional, que destinaba un espacio para el consenso, y en caso de que los representantes no llegaran a acuerdos, se hacía 
manifiesto el disenso. Este elemento es relevante en la medida en que plantea que los agentes sociales se constituyen alrededor 
de unos deseos, metas y cosmovisiones particulares; sin embargo, se pueden articular estos deseos hacia la búsqueda de un 
objetivo común.

50Además posicionaron temas como el establecimiento de acciones de reparación colectiva para el fortalecimiento de las or-
ganizaciones y movimientos sociales; un sistema de apoyo para su fortalecimiento; el establecimiento de instrumentos para el 
seguimiento y verificación de acuerdos entre el Estado y las organizaciones y movimientos sociales (Acción de Cumplimiento); 
la existencia de protocolos para garantizar el derecho a la movilización y la protesta social; la garantías de seguridad y protección 
para organizaciones y movimientos sociales y sus integrantes; la participación de estos actores colectivos en la construcción de 
la paz territorial y la formulación de una política pública de promoción, fortalecimiento y desarrollo de organizaciones y movi-
mientos sociales. Logros que se derivaron de las relaciones de confianza entre los actores, que permitieron deliberación sobre 
aspectos prioritarios.
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organización que se traducen 
en transformaciones de reglas y 
principios sociales. En esta ex-
periencia se puede dar cuenta de 
un proceso escalado de cambio 
relacional, que se inicia en las ne-
gociaciones entre el Gobierno y 
las FARC, que posteriormente 
deriva en acciones concretas que 
facilitan la vinculación de la ciu-
dadanía en la construcción de ini-
ciativas, las cuales serán insumo 
en la formulación del proyecto de 
ley y que posteriormente, en la si-
guiente fase, con representantes 
de algunas organizaciones socia-
les y el Gobierno, se configura 
como un escenario mixto para la 
construcción de un proyecto de 
ley que será consensuado en el 
Gobierno Nacional. Este es un 
elemento sustancial en la medida 
en que se identificaron actores 
puente entre las bases sociales y 
las instituciones que toman de-
cisiones cruciales para la vida en 
sociedad. 

Por otro lado, se percibió la vo-
luntad política de sectores del 
Gobierno para discutir con las 
organizaciones sociales el pro-
yecto de ley y para garantizar que 
las propuestas ciudadanas fueran 
tenidas en cuenta y se valoraran e 
incluyeran, por lo menos en una 
parte, en el proyecto de ley final. 
Ello se vio reflejado en el rol ac-
tivo del Ministerio del Interior 
en la facilitación del trabajo de 
las entidades acompañantes, del 
Consejo Nacional de Participa-
ción y de la Comisión de Diálo-
go, para enriquecer el contenido 
del proyecto de ley. Precisamen-
te, al comparar el documento del 
Ministerio y el presentado por las 

tres organizaciones se evidenció 
cercanía de enfoques, lo que se 
reflejó en aspectos que compar-
ten los dos textos, en particular 
las referencias a la autonomía, 
la asociatividad, la no discrimi-
nación, el fortalecimiento de los 
actores sociales, su incidencia 
y el derecho al control social; la 
transparencia y la rendición de 
cuentas, el diálogo social, la di-
versidad, la equidad de género y 
la democracia interna de las or-
ganizaciones y los movimientos 
sociales.50

 
Este punto es decisivo en el ejer-
cicio ciudadano, dado que otorgó 
legitimidad a las propuestas de la 
sociedad civil y acortó la brecha 
de poder entre los tomadores de 
decisiones y la ciudadanía, es de-
cir, se logró cierta redistribución 
del poder. Las organizaciones 
de la sociedad civil asumieron 
un rol activo que generó un con-
trapeso político, logró reducir, 
levemente, el poder concentrado 
en las élites gubernamentales, al 
presentar propuestas sustenta-
das sobre el proyecto de ley de 
participación y hacer una lectura 
de las relaciones estratégicas que 
se debían establecer para obtener 
mayores oportunidades en la in-
cidencia. Asimismo, se genera-
ron escenarios de deliberación y 
negociación que se tradujeron en 
el reconocimiento de algunos de 
los planteamientos discutidos en 
la consulta. 

Adicionalmente, el proceso de 
incidencia requirió estrategias de 
negociación, que buscaron el de-
sarrollo de consensos sin perder 
el propósito de las propuestas. 

Para ello se utilizaron dos vías: la 
instancia constituida a partir del 
Acuerdo Final, es decir, la Co-
misión de Diálogo, y el contac-
to directo con el Gobierno por 
parte de las tres organizaciones 
acompañantes para generar una 
interlocución sostenida.

Estos escenarios de diálogo se 
sustentan en un proceso de cola-
boración participativa que supo-
ne interacciones entre el Estado 
y la sociedad, con el objetivo de 
construir soluciones de manera 
conjunta. Es así como la demo-
cracia participativa puede incor-
porar a ciudadanos tradicional-
mente excluidos de las decisiones 
en la formulación de legislación y 
políticas. Este tipo de conversa-
ciones implica la conciliación de 
intereses, en lógica de poder-su-
ma-positiva, o sea, espacios 
donde todos salen ganando. No 
obstante, se presentan grandes 
retos al momento de implemen-
tar estrategias de negociación. 
Ello comprende una comunica-
ción capaz de definir lenguajes 
comunes entre las partes, el for-
talecimiento de capacidades para 
el diálogo democrático y, como 
afirma Lederach (2008), «ser in-
geniosamente flexibles (es decir, 
desarrollar) la habilidad de adap-
tarse, de responder y de apro-
vechar las ventajas de desafíos 
emergentes y situados en un con-
texto» (p. 133). Por consiguien-
te, las negociaciones requieren 
tiempo, espacio y recursos que 
posibiliten el trabajo conjunto y 
que promuevan la integración de 
visiones de largo plazo y acciones 
pragmáticas. 
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En el proceso de deliberación 
para definir lineamientos sobre 
la ley de garantías para la par-
ticipación de organizaciones y 
movimientos sociales, una de las 
demandas de las y los participan-
tes en los diferentes foros fue la 
exigencia de que el Estado ga-
rantizara la autonomía de las or-
ganizaciones y movimientos en la 
definición de retos, apuestas, vías 
y repertorios de acción y formas 
de relacionamiento con diferen-
tes actores sociales y públicos. En 
tal sentido, el documento recono-
ce las formas de participación no 
institucionales, incluidas la movi-
lización y la protesta social, como 
formas de participación que 
reflejan la autogestión de las ini-
ciativas ciudadanas (Velásquez y 
González, s.f., p. 56). Cabe men-
cionar que una ley como esta es 
fundamental para prevenir la es-
tigmatización y los asesinatos de 
líderes y lideresas sociales, cifra 
que actualmente va en aumento. 

En definitiva, esta experiencia 
demostró cómo la sociedad civil 
y el Gobierno construyen acuer-
dos en medio de la diversidad. 
En el entramado de relaciones 
que se teje en los escenarios de 
participación se presentan opor-
tunidades para construir paz, al 
generar acuerdos políticos en-
tre diferentes que involucren los 
principios de inclusión, delibera-
ción y colaboración. En cuanto al 
principio de inclusión, este caso 
aporta la relevancia de generar 
procesos de articulación que re-
conocen la diversidad de actores 
que contribuyen a la construc-
ción de bienes públicos. Esto 
redundó en el reconocimiento de 

actores de la sociedad civil como 
interlocutores válidos para dialo-
gar con el Gobierno, lo que per-
mitió el desarrollo de relaciones 
estratégicas que derivaron en la 
deliberación y coproducción de 
los detalles de la norma. 

Además de esto, el papel de ac-
tores de la sociedad civil que fa-
cilitaron puentes entre las orga-
nizaciones de base y los actores 
que tienen mayor poder en la 
esfera pública es sustantivo para 
establecer escenarios de delibe-
ración; aquí las tres organizacio-
nes acompañantes, el Consejo 
Nacional de Participación y la 
comisión de diálogo funcionaron 
como promotores de redes y arti-
culaciones. 

Así como se afirma que la socie-
dad civil es heterogénea, el Go-
bierno también lo es. En esta ex-
periencia se pudo evidenciar que 
una de las barreras para impulsar 
el proyecto de ley es que el Go-
bierno se encuentra desarticu-
lado y asume posturas distintas 
en temas cruciales que buscan la 
garantía de la participación de las 
organizaciones y los movimien-
tos sociales. Por consiguiente, 
uno de los hallazgos de este caso 
es que articular las diversidades 
otorga un alto nivel de compleji-
dad en la búsqueda de consensos 
y, por esa vía, en la construcción 
de una paz incluyente y respetuo-
sa. Ese es el real significado de 
la coexistencia pacífica y, en últi-
mas, de la democracia, entendida 
precisamente como convivencia 
entre diferentes para construir un 
proyecto común de nación.

Por otro lado, en cuanto al ejer-
cicio de deliberación y de partici-
pación colaborativa, se destacan 
tres factores que contribuyeron 
al diálogo: a) el abordaje tan-
to del espacio nacional como el 
proceso de concertación situó a 
la sociedad civil en un lugar de 
poder distinto al que suele tener 
en el ámbito público. Este esce-
nario buscó un rol activo para la 
producción de bienes públicos y 
respetó los puntos de vista diver-
sos. Lo relevante de este punto 
es que la sociedad civil aprove-
chó esta ventana de oportunidad 
para posicionar sus intereses; b) 
el segundo factor que contribuyó 
al diálogo y al proceso de inciden-
cia fue la capacidad de realizar 
una lectura estratégica del con-
texto para generar más oportuni-
dades e influir en el proyecto de 
ley. En efecto, sin la exigencia de 
los actores sociales para realizar 
el proceso de manera más parti-
cipativa, el Gobierno Nacional 
hubiera elaborado el proyecto 
desde su perspectiva. Incidir des-
de tres espacios51 de participación 
llevó a  desarrollar distintos esce-
narios de presión ciudadana, que 
lamentablemente no se tradu-
jeron en una ley aprobada; c) la 
construcción de confianza entre 
la sociedad civil y entre esta y el 
Estado se subraya en un primer 
momento. La elección democrá-
tica de un grupo de 24 organi-
zaciones que representaron los 
intereses de los distintos sectores 
de la sociedad civil para realizar 
el proceso de deliberación, a tra-
vés de la Comisión de Diálogo, 
con el Gobierno Nacional. Y un 
segundo momento: el reconoci-
miento a las organizaciones de 

51  Desde la sociedad civil, en la fase de concertación, se buscó impulsar la ley desde la Comisión de Diálogo, el Consejo Nacio-
nal de Participación (que lamentablemente, no tuvo un rol muy activo), y las tres organizaciones acompañantes, así como otros 
actores de la academia.
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la sociedad civil como interlocu-
tores válidos del Ministerio del 
Interior promovió la confianza 
entre el Gobierno y las organiza-
ciones participantes. 

La ley de garantías de participa-
ción da cuenta de los retos y las 
potencialidades que implica el 
desarrollo de procesos participa-
tivos. En este caso, se evidenció 
que la base social con la que se 
trabajó tenía un alto grado de 
interés en la fase de consulta y su 
disposición a intercambiar pun-
tos de vista, construir consensos, 
debatir opiniones diferentes y, 
en algunos casos, opuestas, fue 
sustancial para la incidencia en 
el proyecto. Adicionalmente, un 
fragmento del Gobierno tuvo 
voluntad política para integrar 
al proceso a la ciudadanía. Y el 
Acuerdo de Paz, y constituyó 
una ventana de oportunidad para 
situar la participación, moviliza-
ción y protesta de las organiza-
ciones y movimientos sociales 
como un derecho legítimo. 

En conclusión, la ciudadanía 
interesada defendió y posicionó 
temáticas cruciales sobre las ga-
rantías que se requieren para la 
participación de las organizacio-
nes y los movimientos sociales, 
lo que indica que la sociedad 
civil tienen gran potencial para 
construir escenarios de paz, en 
la medida en que puede llegar a 
construir acuerdos con el ‘otro 
diferente’ y generar articulacio-
nes en momentos donde hay in-
tereses que se conjugan; esto se 
facilita con un Gobierno que re-
conozca a la sociedad civil como 
interlocutor válido en la toma de 

decisiones públicas. En efecto, 
entre más se amplía la democra-
cia, hay más apertura para la con-
solidación de la paz. 

2.Participación de las víctimas
en la elaboración de Planes de 
Acción Territorial 

2.1. Presentación de la 
experiencia

Esta experiencia fue seleccionada 
por diversas razones: la primera, 
por ser un caso previo al Acuer-
do de Paz. Lo interesante de esta 
apuesta es que, desde antes del 
proceso de negociación, con la 
Ley 1448 de 2011, ya se planteaba 
la importancia de la participación 
ciudadana como un elemento 
esencial para la construcción de 
paz y la reparación de las vícti-
mas. Adicionalmente, esta expe-
riencia muestra las barreras de la 
participación ciudadana y la im-
portancia de realizar dinámicas 
de fortalecimiento tanto en los ac-
tores sociales como en autorida-
des para facilitar la participación 
en el desarrollo de planes, pro-
gramas y proyectos territoriales 
que respondan a las necesidades 
e intereses de la ciudadanía. Este 
caso se refiere particularmente a 
una dinámica que se desarrolla 
con las Mesas de Víctimas, los 
Comités de Justicia Transicional 
y las autoridades municipales en 
tres municipios del Meta. 

La Ley 1448 de 2011 planteó nue-
vos escenarios de concertación 
entre el Estado y la sociedad, 
entre las cuales está la Mesa de 
Víctimas, cuyo objetivo es des-
concentrar las funciones de las 

entidades del orden nacional con 
atribuciones respecto a la política 
para las víctimas y constituir un 
escenario formal de representa-
ción para su interlocución con el 
Estado. 

Este fue un proceso que se desa-
rrolló en una de las regiones que 
sufrió con mayor rigor el conflicto 
armado y sus consecuencias. Fue 
escenario de la confrontación ar-
mada entre la guerrilla y el Esta-
do, como también un escenario 
estratégico para los grupos pa-
ramilitares y la conformación de 
las bandas criminales después de 
la desmovilización de estos, en el 
2005. Foro Nacional por Colom-
bia, con el apoyo de la Embajada 
Suiza, llevó a cabo una iniciativa 
de empoderamiento de las orga-
nizaciones de víctimas del con-
flicto armado y de sus escenarios 
de participación (las Mesas de 
Víctimas y los Comités de Jus-
ticia Transicional). De otra par-
te, se asesoraron las alcaldías de 
Puerto López, Puerto Gaitán y 
de la Gobernación del Meta, con 
el fin de facilitar la participación 
de las víctimas en la formulación 
de los Planes de Acción Terri-
torial (PAT), que incluyen las 
acciones de los gobiernos para 
atender las necesidades y reque-
rimientos de las víctimas, en el 
marco de la Ley 1448 de 2011 y de 
sus decretos reglamentarios.

En el departamento del Meta 
las Mesas de Participación de 
Víctimas fueron elegidas a me-
diados del 2013 en un contexto 
de debilidad organizativa de la 
población víctima. En los muni-
cipios de Puerto López y Puer-
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to Gaitán no existía trayectoria 
organizativa de víctimas, por lo 
que fueron creadas nuevas or-
ganizaciones para subsanar los 
requerimientos de la Ley. En el 
caso de Villavicencio y la Mesa 
Departamental, se constata que 
algunos de los líderes elegidos 
habían participado en las Mesas 
de Fortalecimiento de la Pobla-
ción Desplazada y otros en colec-
tivos defensores de los derechos 
de las víctimas, por lo cual tenían 
cierta experticia en intervenir en 
estos escenarios. Las entidades 
públicas municipales y depar-
tamentales que participaban en 
los subcomités técnicos y en el 
CTJT, al momento de iniciar el 
proyecto, no tenían conocimien-
tos claros sobre la normatividad 
dispuesta para las víctimas y, en 
consecuencia, no reconocían el 
papel de las víctimas en la im-
plementación, ejecución y segui-
miento a la política.

Para tal fin, Foro llevó a cabo un 
programa de trabajo que inclu-
yó procesos de formación de las 
organizaciones de víctimas en 
temas relacionados con la Ley 
1448, la gestión pública, la pla-
neación participativa, el procesa-
miento de conflictos y la inciden-
cia en políticas públicas. Incluyó 
igualmente el acompañamiento a 
los integrantes de los espacios de 
participación de las víctimas para 
hacer efectiva su incidencia en los 
PAT y asegurar un diálogo más 
fluido con las autoridades muni-
cipales y departamentales.
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En este caso, a diferencia de las 
otras dos experiencias de parti-
cipación ciudadana analizadas, 
no existía una base social fuerte 
y organizada ni voluntad políti-
ca por parte de las autoridades 
para fortalecer la instancia de 
participación (MPV), por ende, 
se perciben diferencias signifi-
cativas en términos de proceso y 
resultado. En tal sentido, en esta 
experiencia se pueden evidenciar 
con mayor claridad las barreras y 
obstáculos que existen para que 
la participación institucional sea 
efectiva. Esto se da por diversos 
factores: bajo nivel organizativo; 
desconocimiento y desinterés 
por parte de los funcionarios pú-
blicos; permanencia del conflicto 
armado; presencia de actores ar-
mados que generan inseguridad, 
especialmente para las víctimas; 
predominio de intereses parti-
culares y desconfianza hacia las 
autoridades. 

El proceso enfocó sus esfuerzos 
al fortalecimiento de capacida-
des de las personas víctimas del 
conflicto armado, con el obje-
tivo de involucrar sus voces e 
intereses en el diseño, ajuste, 
aplicación y seguimiento de pro-
gramas, planes y proyectos que 
se materializan en los Planes de 
Acción Territorial. Participaron 
70 Integrantes de las MPV y 68 
funcionarios que hacían parte de 
los subcomités técnicos o en los 
CTJT de Villavicencio, Puer-
to López y el departamento del 
Meta. De manera concreta, el 
proyecto interactuó con el con-
junto de los integrantes de las 
MPV de cuatro entidades terri-
toriales y con agentes públicos 

vinculados a las diversas depen-
dencias y entidades estatales 
territoriales, departamentales 
y nacionales, con algún nivel de 
responsabilidad operativa, téc-
nica o política con las víctimas 
del respectivo territorio, en el 
marco de SNARIV52, el CTJT 
y especialmente los subcomités 
técnicos.

El proyecto fue acompañado en 
sus diferentes fases por las ofici-
nas regionales de la Unidad para 
las Víctimas, la Misión de Apoyo 
al Proceso de Paz en Colombia 
(MAPP/OEA) y las Naciones 
Unidas. La articulación logra-
da generó mayor legitimidad al 
proceso y facilitó la generación 
de confianza entre los actores y 
la Fundación Foro Nacional por 
Colombia, ello brindó una ga-
rantía adicional para su continui-
dad después de que el proyecto 
finalizara. 

El fortalecimiento de capacida-
des contó con dos fases: la pri-
mera fue de formación y acom-
pañamiento a los actores, cuyo 
propósito fue la consolidación 
las Mesas de Participación de 
Víctimas para favorecer la parti-
cipación efectiva de las víctimas 
en el PAT, como sujetos titula-
res de derechos con capacidad 
para la incidencia. De manera 
simultánea, se trabajó con los 
agentes públicos para mejorar 
sus capacidades, con el objetivo 
de optimizar la respuesta del Es-
tado a las víctimas del conflicto; 
la segunda puso en marcha ejer-
cicios de seguimiento y control 
social a los PAT. 

A partir de la lectura del contex-
to se trazó una ruta de trabajo 
adecuada a las necesidades de 
los actores, con el fin de favore-
cer las condiciones de los acto-
res para participar. Para ello se 
realizaron talleres, reuniones y 
sesiones tanto de formación y 
asesoría, como el desarrollo de 
los ejercicios de control social a 
los PAT, se diseñaron espacios 
de diálogo y concertación donde 
los actores involucrados conta-
ron con unas condiciones para 
abordar, en igualdad de condi-
ciones, las problemáticas y temá-
ticas que se afrontaron. De esta 
forma se buscó una comprensión 
compartida y una visión más in-
tegral de la realidad al promover 
una profunda predisposición a 
escuchar, aun cuando existía el 
desacuerdo.

La fase de formación abordó 
cuatro temas sustanciales: a) la 
política de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas 
del conflicto armado; b) la parti-
cipación y el marco institucional; 
c) relación entre víctimas y auto-
ridades; d) y los PAT como opor-
tunidad para incidir en la toma 
de decisiones públicas. Con esto 
se buscó que las víctimas tuvie-
ran más capacidades para incidir 
en los espacios de participación 
dispuestos, y su inserción en el 
diseño y seguimiento de las po-
líticas y acciones del Gobierno. 
Cabe resaltar que los procesos 
tuvieron avances diferenciales de 
acuerdo con los municipios. En 
el caso de los representantes de 
víctimas, en los municipios de 
Puerto López y Puerto Gaitán 
los conocimientos eran bajos y 

52 Sistema Nacional de Atención y Reparación integral a víctimas del conflicto armado.
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su nivel organizativo débil; allí 
se identificó un avance en térmi-
nos de conceptos y se afianzó el 
rol de las víctimas al interior de 
las MPV y del CTJT. En Villa-
vicencio, las organizaciones re-
presentantes de víctimas tenían 
mayor trayectoria organizativa 
y conocían la normatividad que 
los cobija como personas vícti-
mas del conflicto armado. Por 
consiguiente, el enfoque del pro-
ceso de formación fue distinto; 
se fortaleció internamente a la 
mesa, a partir de la formulación 
del plan de acción y del regla-
mento interno. 

Por último, el trabajo de la Mesa 
departamental contaba con ex-
periencia previa organizativa, 
pero se evidenciaron disputas y 
diferencias entre sus integran-
tes, lo que significó persistencia 
en las dificultades para articular 
voluntades. 

En la fase uno del proyecto, a 
través de acciones de formación 
y asesoría, se afianzaron las capa-
cidades de seguimiento social a 
los Planes de Acción Territorial 
(PAT) a partir de escenarios de 
diálogo y concertación sobre su 
contenido y alcance. En el gru-
po focal realizado con servido-
res públicos y organizaciones 
de cooperación internacional se 
menciona: 

El acceso y difusión de la información 

no es garantía para que las personas 

participen, es fundamental un elemen-

to pedagógico (como las Escuelas de 

Paz) que permita generar conocimien-

tos en temas de organización y partici-

pación, y genere las posibilidades para 

que surjan consejos municipales de 

paz, comisiones de gobernanza y otras 

formas de incidencia de parte de la so-

ciedad civil (Grupo focal, 2019). 

En ese sentido, se resalta la im-
portancia de generar procesos 
pedagógicos para que la ciuda-
danía mejore sus capacidades 
para la incidencia. 

En la fase dos del proyecto se 
promovieron prácticas demo-
cráticas de convivencia, diálogo, 
deliberación y construcción de 
consensos entre víctimas y las 
entidades públicas, con el fin 
de hacer más efectiva y viable la 
política pública para las víctimas 
en el territorio. Para ello se rea-
lizaron diálogos entre las MPV 
y las entidades estatales encami-
nados al seguimiento y control 
de los PAT; se fortalecieron ca-
pacidades para la concertación y 
la construcción de acuerdos; se 
plasmó un pacto que consignó 
compromisos entre las partes53, y 
se definió un plan de acción con 
responsabilidades y términos es-
pecíficos de cumplimiento de los 
acuerdos entre las víctimas y las 
entidades públicas.

Así se logró la concreción de los 
tres ejercicios de seguimiento so-
cial al PAT a partir del diálogo y 
concertación sobre el contenido 
y alcance de este, en el que par-
ticiparon representantes de la 
MPV, funcionarios/as de la Se-
cretaría de Educación, la Direc-
ción de Víctimas del municipio, 
la Unidad para las Víctimas, la 
Personería Municipal, el ICBF 

y el SENA, en Villavicencio. En 
el municipio de Puerto López: 
representantes de la MPV, en-
lace de víctimas, funcionarios/
as de la Secretaría de Gobierno, 
de la Oficina de la Unidad Mu-
nicipal de Asistencia Técnica 
Agropecuaria-Umata, la Per-
sonería Municipal y la Corpo-
ración Retoños. En el departa-
mento del Meta: representantes 
de la MPV, Gerencia de Vícti-
mas, Unidad para las Víctimas, 
MAPP/OEA, Defensoría del 
Pueblo, Unidad de Restitución 
de Tierras y la Defensoría del 
Pueblo.

Paralelamente, también se evi-
denciaron debilidades en las 
capacidades de los funcionarios 
públicos no solo relacionados 
con conocimientos normativos 
y técnicos, sino también por el 
desinterés en los temas referi-
dos a los derechos de las vícti-
mas. También se dispuso de un 
proceso de fortalecimiento de 
estos actores en la perspectiva 
de generar espacios de diálogo y 
concertación en la construcción 
de los PAT. En este punto son 
claves el robustecimiento de los 
actores vía la habilitación de ca-
pacidades y el papel que jugarían 
los actores externos en esa tarea.

Precisamente cabe destacar el 
acompañamiento de otros acto-
res garantes de los procesos de 
diálogo y concertación. El rol 
de la Personería, de la MAPP/
OEA y Foro, quienes ofrecieron 
un ambiente de seguridad a las 
víctimas por su rol de neutrali-
dad y, a su vez, en la construcción 
participativa y puesta en marcha 

53  Pese a la disposición de los actores para firmar un pacto, este nunca se firmó. Esto no constituyó un revés para el proceso, pero 
en términos de generación de confianza entre los actores hubiera podido brindar mayores garantías y sostenibilidad.
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de las dinámicas de formación y 
acompañamiento para mejorar 
las capacidades técnicas y políti-
cas de los actores, que en últimas 
generaron espacios de relacio-
namiento, diálogo, propuestas 
y definición de compromisos y 
acuerdos públicos. 

2.2.Elementos para la construc-
ción de paz

Del análisis de la información de 
este caso puede inferirse que los 
elementos identificados como 
claves para la construcción de 
paz están referidos, en primer lu-
gar, a la identificación y examen 
de las condiciones de los contex-
tos en los cuales se desatan las di-
námicas participativas. Es claro 
que el entorno político contribu-
ye y fortalece el desarrollo de los 
ejercicios de participación o, por 
el contrario, resta posibilidades. 
En la mira de la construcción de 
paz es necesario analizar ese en-
torno político para identificar las 
estrategias de actuación, los pro-
cedimientos, las metodologías, 
los actores, los alcances y las me-
tas que se pretenden alcanzar. 

En segundo lugar, un aspecto 
central es la valoración de las ca-
pacidades de la ciudadanía y las 
organizaciones y movimientos 
sociales para adelantar acciones 
colectivas que busquen la inci-
dencia y la construcción de lo 
público. En aquellos casos en 
que se identifican debilidades 
en el tejido social se requiere la 
puesta en marcha de acciones de 
fortalecimiento de la ciudadanía 
y de su organización mediante 
dinámicas de formación y habi-

litación de capacidades. En el 
caso colombiano es muy frecuen-
te encontrar comunidades con 
grados de organización débiles 
y con bajas capacidades técnicas 
y políticas. Precisamente, en la 
experiencia de las víctimas, se 
evidenciaron estos obstáculos, 
por lo que se llevaron a cabo di-
ferentes estrategias de formación 
y asesoría, con el fin de empode-
rarlas y brindarles herramientas 
sociales y políticas para que cum-
plieran un rol más protagónico 
en la construcción de los Planes 
de Acción Territorial y en el rela-
cionamiento con las autoridades 
locales. 

Un tercer elemento en el análisis 
de este caso es la posibilidad de 
relacionar las víctimas y los ser-
vidores públicos para construir 
los PAT. El diálogo, la construc-
ción de propuestas y acuerdos es 
una constante en esta dinámica 
de participación. De hecho, el 
fortalecimiento de las capacida-
des de los actores contribuyó a 
brindarles herramientas para es-
tablecer diálogo entre las mismas 
víctimas, con los agentes exter-
nos y con las autoridades de los 
municipios y de la Gobernación. 
Ello llevó a garantizar un rol más 
activo por parte de las víctimas y 
a intervenir en la construcción de 
propuestas que se incluyeron en 
los PAT. Del lado de los servi-
dores públicos se evidencia tam-
bién que el fortalecimiento de 
las capacidades los habilitó para 
conocer más a fondo las proble-
máticas de las víctimas, a inte-
resarse por establecer diálogo y 
construir acuerdos alrededor de 
los PAT, el sentido de los espa-

cios de participación y la política 
pública de las víctimas.

Ahora bien, es importante con-
siderar las características del 
entorno político en ejercicios de 
intervención de la ciudadanía y 
en dinámicas de construcción de 
paz, con el objeto de favorecer 
su efectividad en la práctica. La 
participación ciudadana se desa-
rrolla y se potencia en tanto exis-
te un entorno político favorable, 
es decir, si existen posibilidades 
del sistema social y político para 
involucrar a la ciudadanía en el 
ámbito público; si hay apertu-
ra a la intervención ciudadana, 
clima de libertades y respeto a 
los derechos. De otro lado, se 
necesitan actores de la sociedad 
civil fuertes y cohesionados que 
muestren altos niveles de organi-
zación, liderazgos democráticos, 
redes de compromiso estableci-
das, recursos y capacidades para 
la incidencia (Velásquez, 2019). 
Es claro que las condiciones de 
los entornos políticos también 
deben examinarse y evaluar 
cuando se adelanten dinámicas 
de construcción de paz. Este en-
torno posibilita o restringe la ca-
pacidad de los diferentes actores 
para llevar adelante sus apuestas 
por la paz.

En este ejercicio de participación 
fue evidente la importancia de 
la existencia de la Ley 1448 del 
2011, sus desarrollos legislativos 
y la aplicación de esta ley en los 
territorios, mediante espacios de 
participación y formulación de 
planes y políticas. Se configura-
ron estructuras de oportunidad 
para que las víctimas se visibiliza-
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ran, reconocieran sus derechos, 
trabajaran por una reparación 
integral, intervinieran en espa-
cios de relacionamiento, diálogo, 
deliberación y construcción de 
iniciativas traducidas en planes y 
políticas para garantizar sus de-
rechos.

No obstante, es claro que la exis-
tencia de las normas y sus corres-
pondientes dispositivos de parti-
cipación no son suficientes para 
desarrollar dinámicas de apro-
piación por parte de la ciudada-
nía y la obtención de los resulta-
dos esperados. Las normas per 
se no garantizan, por ejemplo, 
los cambios y transformaciones 
esperados, pero son un medio 
que permiten la intervención 
ciudadana y la construcción de 
propuestas e iniciativas que re-
dunden en mejores condiciones 
de vida de las víctimas y, en espe-
cial, la garantía de sus derechos. 
En la experiencia desarrollada 
se advirtió que la existencia de 
las normas y los dispositivos de 
participación no estaban exentos 
de problemas. Precisamente, en 
un balance realizado, mediante 
un grupo focal con funcionarios 
y cooperantes internacionales, se 
advirtió que las Mesas de Parti-
cipación de las Víctimas (MPV) 
no eran fructíferas debido a la 
burocracia que existía. En efecto, 
para la participación de represen-
tantes de distintos sectores había 
demasiados trámites y los requi-
sitos limitaban la participación 
oportuna de quienes pretendían 
vincularse a la instancia de parti-
cipación, obstáculos para el buen 
funcionamiento de estos disposi-
tivos, por cuanto eran estáticos, 

poco flexibles y no respondían a 
las actividades esbozadas para 
acoger las visiones del territorio y 
de las víctimas.

Por otro lado, también se ar-
gumentó que estas normas e 
instancias de participación se 
configuraron como estructuras 
de oportunidad política, por 
cuanto acercaron a las víctimas 
a escenarios de relacionamiento, 
diálogo y a incidir en lo público. 
Adicionalmente, coadyuvaron 
en el fortalecimiento de los pro-
cesos organizativos de los líderes 
y lideresas representantes de las 
personas víctimas del conflicto y 
en el reconocimiento por parte 
del Estado de que las víctimas 
son sujetos titulares de derechos. 
Ello conllevó a la transformación 
de una narrativa instalada tanto 
en la sociedad civil como en los 
servidores públicos sobre la par-
ticipación ciudadana. 

Otro asunto relevante está re-
lacionado con las capacidades 
técnicas y políticas de los actores 
de la participación. Esta es una 
condición que puede potenciar 
las dinámicas de participación o, 
por el contrario, restarle efectos. 
En este caso, se evidenció debili-
dad organizativa de las víctimas y 
bajas capacidades técnicas y polí-
ticas que, en algunos momentos, 
dificultaron el cumplimiento de 
su rol como voceros de las perso-
nas víctimas en el municipio. No 
obstante, el proyecto desarrolla-
do aportó en la habilitación de 
las víctimas y sus organizaciones, 
mediante dinámicas de forma-
ción y acompañamiento. Es claro 
que, al aumentar sus capacida-

des, se configuraron actores más 
fuertes y con habilidades para 
dialogar, generar propuestas, 
concertar e incidir en asuntos pú-
blicos. Es decir, se crearon cier-
tas condiciones, estrechamente 
ligadas con el aumento de capa-
cidades técnicas y políticas de los 
actores y con la apertura a la in-
tervención de la ciudadanía.

Las barreras de la participación 
y las limitaciones identificadas, 
ligadas a escasos niveles organi-
zativos y bajas capacidades tanto 
políticas como técnicas llevaron, 
en un primer momento, a que su 
integración en escenarios institu-
cionales de toma de decisiones 
públicas no fuera óptima. Como 
se indicó anteriormente, se evi-
denciaron debilidades respecto 
al funcionamiento de las Mesas 
(MPV); en dos municipios las 
víctimas no estaban organizadas, 
y para cumplir los requerimien-
tos de la ley se crearon nuevas 
organizaciones. Esto implicó 
un reto para el proceso, pues el 
propósito y el rol de quienes asu-
mieron la representación en las 
mesas era difuso. 

Sin embargo, se identificó que los 
miembros de las MPV progresa-
ron en la ruta de la apropiación 
de su rol como representantes de 
las víctimas en sus respectivos te-
rritorios, y en la comprensión de 
la importancia de actuar más ar-
ticulados con la Administración 
municipal para tener respuestas 
oportunas, eficientes y ajustadas 
a la realidad; también profundi-
zaron en la comprensión de los 
conceptos básicos relacionados 
con su rol en el marco de la po-
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lítica pública para las víctimas, el 
protocolo de participación y en el 
CTJT, y la formulación, aproba-
ción y ajustes al PAT, principal-
mente.

Se advierte que la dinámica ade-
lantada impactó positivamente 
en las capacidades de argumen-
tación y en las narrativas de los re-
presentantes de las víctimas. En 
el caso de Villavicencio, se con-
solidaron apuestas estratégicas 
para que las acciones definidas 
en el PAT tuvieran mayor inci-
dencia. Ello se tradujo en mayor 
percepción de empoderamiento, 
que conllevó a que las víctimas se 
autorreconocieran como sujetos 
titulares de derechos, y no única-
mente como sujetos de especial 
protección ante la ley.

En esa línea, los representantes 
de la población víctima que par-
ticipaban en las mesas compren-
dieron los PAT como la mate-
rialización de la política pública 
para las víctimas y entendieron la 
participación como oportunidad 
de trabajo conjunto con la insti-
tucionalidad, en la construcción 
de estrategias que avancen en la 
garantía del goce efectivo de sus 
derechos. Dicho de otra forma, 
entendieron mejor la lógica insti-
tucional y la posibilidad de cons-
truir acuerdos con los agentes 
públicos mediante la argumenta-
ción razonada, y fueron más efec-
tivos en el seguimiento social a 
los PAT.

En cuanto a las autoridades, el 
panorama fue similar al de las 
organizaciones de víctimas. En 
los municipios de Puerto López 

y Puerto Gaitán se identificaron 
niveles bajos en conocimientos 
relacionados con sus competen-
cias y responsabilidades en los 
Comités Territoriales de Justi-
cia Transicional, y su acompaña-
miento a las mesas. En ese sen-
tido, la formación y la asesoría 
contribuyeron al desarrollo de 
conocimientos técnicos. En el 
caso de Puerto López, hubo ma-
yor sensibilidad con las víctimas 
y con el reconocimiento de la im-
portancia de su participación e 
incidencia –como mesas de par-
ticipación– en las decisiones rela-
cionadas con esta población. En 
el municipio de Villavicencio, los 
funcionarios contaban con más 
conocimientos, así que la forma-
ción se centró en buscar solucio-
nes para mejorar la calidad de 
la participación de los represen-
tantes de la MPV en el CTJT e 
identificaron alternativas en rela-
ción con el cumplimiento de sus 
responsabilidades para atender 
las medidas de asistencia, aten-
ción y reparación integral a las 
víctimas. La Secretaría de Ges-
tión Social y la Dirección de Víc-
timas del municipio jugaron un 
papel dinámico en el desarrollo 
de los talleres. 

Por tanto, se promovió un cam-
bio en la visión de funcionarios/
as sobre la participación de las 
víctimas en el territorio, y de 
integrantes de las MPV en rela-
ción con el rol de los funciona-
rios públicos en los diferentes 
escenarios de encuentro. Esto 
redujo los niveles de descon-
fianza y aumentó la disposición 
al diálogo y la concertación, ele-
mentos determinantes para cum-

plir con las metas trazadas. Esto 
no ocurrió en el municipio de 
Puerto Gaitán, donde no hubo 
voluntad política para continuar 
con la fase de seguimiento. No 
obstante, persisten las limita-
ciones institucionales (déficit 
de recurso humano y técnico; 
desconocimiento de competen-
cias específicas y dificultades de 
coordinación nación-territorio, 
principalmente) para responder 
a todas las responsabilidades 
que trajo consigo el marco legal 
para las víctimas.

En este ejercicio se utilizó el 
diálogo democrático y el inter-
cambio de experiencias como 
herramientas para fortalecer los 
escenarios de consenso. Esto 
fue fundamental para que los 
actores, a partir de las tensiones 
presentes y experiencias de des-
encuentro, hallaran puntos de 
acuerdo y dinámicas conjuntas 
para llegar a consensos en los 
que se identificaron los temas de 
seguimiento y se construyeron 
los respectivos planes de acción. 

La experiencia generó cambios 
relativos a la comprensión de los 
deberes de la institucionalidad 
frente a la participación de las 
víctimas y el rol de cada agente 
estatal en esta apuesta por la res-
titución de los derechos de las 
víctimas. También se visibilizó 
el alcance de la responsabilidad 
del Estado (y sus representantes) 
con la ciudadanía y, específica-
mente, con las víctimas del con-
flicto armado. Es un hecho que 
se fortalecieron tanto las capaci-
dades de diálogo y generación 
de consensos como las capaci-
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dades técnicas para realizar un 
ejercicio de control social a los 
PAT, con el objetivo de facilitar 
las oportunidades para que cada 
actor, desde su perspectiva, pu-
diera construir acuerdos desde 
las diferencias, pero basados en 
el beneficio común. Esto generó 
el reconocimiento del derecho 
de las víctimas a ser protagonis-
tas de las políticas orientadas a la 
reparación integral. 

En conclusión, la experiencia de 
formulación y control social a 
los Planes de Acción Territorial 
aporta aprendizajes respecto al 
rol de la ciudadanía, la impor-
tancia de crear nuevas narra-
tivas sobre el papel que juega 
la sociedad civil en la escena 
pública, las condiciones que 
se requieren para que la parti-
cipación de la ciudadanía sea 
más efectiva, la relevancia de 
ejercicios de fortalecimiento de 
capacidades adecuados al con-
texto que promuevan una per-
cepción de empoderamiento de 
los actores sociales, y la función 
de los actores externos como 
actores que promueven esce-
narios más seguros y fomentan 
relaciones de confianza. Tam-
bién se enfatiza en la relevancia 
de nuevas entradas de sujetos 
sociales –víctimas– a la esfera 
pública, la importancia de rede-
finir el rol de las personas vícti-
mas del conflicto armado como 
una perspectiva reparadora, la 
necesidad que existe de incluir 
y reconocer la diversidad que 
habita en los territorios. Este 
caso muestra que existen retos 
en términos de capacidades 
estatales y no estatales para 

desarrollar ejercicios de parti-
cipación que contribuyan en 
la construcción de paz y para 
reconocer a las víctimas como 
actores sociales que actúan con 
sentido político, es decir, como 
sujetos políticos. 

3.Consultas populares en el sec-
tor extractivo

3.1.Presentación de la experiencia

El proyecto La Colosa de An-
glo Gold Ashanti (AGA) estaba 
ubicado en el departamento del 
Tolima, en el municipio de Ca-
jamarca; el área titulada era de 
aproximadamente 15 220 hectá-
reas y se perfilaba como una de 
las minas de extracción a cielo 
abierto de oro más grande del 
país y del mundo. Su ubicación 
coincidía con la reserva hidroló-
gica de la cuenca del río Coello; 
además, esta región es reconoci-
da por tener una tierra muy fértil, 
por lo que es llamada la despensa 
agrícola del país. El uso del suelo 
de Cajamarca está destinado a la 
agricultura y la ganadería en un 
53,17 % de su territorio. 

Después de siete años de explo-
ración en la región, AGA proto-
colizó el proyecto en diciembre 
del 2007 y en el 2010 anunció su 
intención de expandir el proyecto 
y abarcar más regiones en el norte 
del departamento y el Quindío. A 
partir de ese momento las comuni-
dades comenzaron a movilizarse 
para entender mejor lo que estaba 
pasando, cuáles eran los riesgos y 
por qué no tenían conocimiento 
de las decisiones que se tomaban 

en sus territorios. 

Esta situación provocó que la co-
munidad se uniera alrededor de 
la preocupación del impacto que 
tendría sobre el recurso hídrico, 
fundamental para la agricultura y 
en una zona con enorme potencial 
acuífero. Iniciaron un paro indefi-
nido y de allí en adelante los habi-
tantes del corregimiento y de otras 
veredas hicieron uso de las vías de 
hecho para visibilizar la proble-
mática y llamar la atención de las 
autoridades nacionales; en efecto, 
realizaron plantones en el casco 
urbano y en febrero bloquearon la 
entrada a la empresa Doima y ce-
rraron la vía. Se trató de debatir el 
proyecto con AGA, pero ellos no 
dieron información certera, pues 
argumentaban que estaban en ex-
ploración. 

Este caso concluyó con el meca-
nismo participativo de consulta 
popular en el municipio de Caja-
marca (departamento del Tolima) 
en el 2017, con el cual, a través de 
una pregunta, la ciudadanía tomó 
la decisión de prohibir la extrac-
ción minera en su territorio. La 
población impidió a través de la 
consulta que la empresa Anglo 
Gold Ashanti desarrollara un pro-
yecto de explotación de oro a cielo 
abierto, luego de un proceso de 
información y deliberación en el 
municipio que llevó al resultado 
obtenido. 

En Colombia se realizaron 10 con-
sultas populares entre el 2013 y el 
2018, todas dieron como resultado 
un no a los proyectos mineros y 
de hidrocarburos. Otros cuarenta 
municipios engrosaron la lista de 
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territorios donde la ciudadanía y 
sus autoridades tenían la inten-
ción de realizar las consultas. El 
impulso dado por el Gobierno 
Nacional al sector extractivo (mi-
nas e hidrocarburos), desde co-
mienzos de siglo, generó varios 
movimientos de resistencia social 
a estos proyectos de explotación 
de recursos naturales no renova-
bles en varias regiones del país. A 
partir del 2004, cuando se inició 
una tendencia al alza en los pre-
cios internacionales de materias 
primas, el Gobierno aceleró la 
entrega de títulos de exploración 
y explotación minera, así como 
de concesiones para la explota-
ción de hidrocarburos, incluso 
en territorios habitados por co-
munidades étnicas (pueblos indí-
genas, comunidades negras, rai-
zales, palenqueros, gitanos) o en 
áreas de protección ambiental. 
La reacción social a esa política 
de Gobierno no se hizo esperar. 

Ante la ausencia de espacios de 
participación ciudadana propios 
del sector que operaran como 
canales permanentes de interac-
ción entre el Gobierno y la ciu-
dadanía, diversas comunidades 
y organizaciones sociales comen-
zaron a elevar su voz de rechazo 
a las decisiones del Gobierno en 
la materia, mediante el uso de un 
amplio repertorio de acciones 
que incluyen la protesta social, 
la exigencia de consulta previa 
libre e informada en los casos 
pertinentes, el litigio estratégico 
y, recientemente, el uso de con-
sultas populares, mecanismo de 
participación directa establecido 
en la Constitución y en las leyes 
colombianas (Ley 134 de 1994, 

Ley 136 del mismo año y Ley 1757 
del 2015).

Las consultas populares son un 
mecanismo potente, pues son 
abiertas al voto de los(as) ciuda-
danos(as), pueden ser de inicia-
tiva ciudadana y tienen carácter 
vinculante. Por eso, varios secto-
res de la población en diferentes 
regiones del país las comenzaron 
a utilizar como mecanismo de ex-
presión y de visibilización de co-
munidades que, por su tamaño y 
ubicación periférica, no tenían voz 
en el escenario de decisiones sobre 
la explotación de los recursos na-
turales.
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CASO N.° 3. CONSULTAS POPULARES EN EL SECTOR EXTRACTIVO

NOMBRE

Consulta popular en Cajamarca, hacia la consolidación de un proyecto político por la 
defensa del territorio.

TEMA 

Las consultas populares, mecanismo de participación y refrendación de la voz ciuda-
dana en el sector extractivo en Colombia.

OBJETIVO

Empoderamiento ciudadano, en rechazo a las actividades extractivas y en defensa del 
territorio de la cuenca del río Coello.

CONTEXTO

El comportamiento histórico de las consultas populares deja ver un cambio en la 
tendencia en los temas objeto de este mecanismo de participación ciudadana, en cuyo 
origen se expresa la influencia de la Ley 1757 que permitió que en el 2017 se realizarán 
siete consultas sobre actividades extractivas, seis de estas de iniciativa popular.
La tendencia apunta a dos aspectos: el primero, la oportunidad política que se vislum-
bra con la Ley 1757, reconocida como una vía institucional para la participación ciuda-
dana en las decisiones colectivas. En segundo lugar, un punto de confluencia de otras 
formas de acción colectiva que comenzaron a movilizarse en años anteriores frente a lo 
que las comunidades identifican como efectos ambientales y productivos adversos de 
las actividades extractivas en sus territorios.

AUTORES  

Juliana Peña y María Teresa Muñoz.

54A futuro tienen la perspectiva de avanzar en la consolidación de un movimiento nacional ambiental para discutir el modelo 
de desarrollo del país en el que las comunidades y territorios jueguen un papel protagónico, para tener otra concepción del 
modelo de sociedad que está en disputa, en contra de la lógica centralista del modelo impuesto por el Gobierno Nacional 
(nuevo proyecto político).
55En este municipio se dan monocultivos de arroz ubicados en latifundios 
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Con el caso de consultas popula-
res en el municipio de Cajamar-
ca, lo que se pretende analizar es 
el rol de los actores sociales, el 
relacionamiento y reconocimien-
to de los actores involucrados, 
las estrategias adoptadas y las 
estructuras de oportunidad que 
se presentaron para reivindicar 
la democracia participativa y sus 
derechos. Este panorama permi-
tirá identificar elementos claves 
de esta experiencia de participa-
ción ciudadana –impulsada con 
la finalidad de defender el terri-
torio y proponer alternativas de 
desarrollo local–. Así, nuestro 
foco de atención estará centrado 
en los actores, los repertorios de 
actuación, las estrategias de or-
ganización y participación y sus 
apuestas políticas, que son rele-
vantes para desarrollar prácticas 
de construcción de paz.

La experiencia tomó impulso 
con la creación del Comité Am-
biental en Defensa de la Vida, 
plataforma que anteriormente 
trabajaba como la Red Am-
biental y Cultural La Reversa 
donde participaban estudiantes 
universitarios, profesores y otros 
miembros de la comunidad aca-
démica. El Comité Ambiental 
promovió las marchas ‘carnaval’ 
como respuesta a las afirmacio-
nes de la empresa AGA, el Go-
bierno Nacional y los medios de 
comunicación, quienes decían 
que eran muy pocas personas las 
que se oponían al proyecto. 

Esto los llevó a manifestarse y 
se propusieron realizar dos mar-
chas anuales, uniéndolas a fechas 
emblemáticas relacionadas con 

el cuidado del medioambien-
te. Este espacio, parte del cero 
daño, recurre a recursos artísti-
cos, lúdicos y culturales para de-
mostrar que la mayoría del pue-
blo tolimense estaba en contra 
de esos proyectos.54 

Las consultas populares no fue-
ron un planeamiento inicial del 
Comité Ambiental de Ibagué, 
para ellos el eje principal de ac-
tuación era la movilización social 
y un fuerte componente formati-
vo, es decir, adoptaban una estra-
tegia más política que jurídica. 
El comité no estaba convencido 
de su eficacia por las condiciones 
que implicaban el umbral, la co-
rrupción y clientelismo que siem-
pre se asocia al uso de este tipo 
de mecanismos.

La iniciativa de la consulta po-
pular surgió en Piedras por par-
te de los productores de arroz, 
quienes respaldaron los paros, 
tenían el poder económico lo-
cal55 y veían amenazada la soste-
nibilidad de su actividad por la 
entrada del proyecto. Además, 
estaba la presión de la comuni-
dad que se había propuesto blo-
quear a AGA. Conscientes de la 
necesidad de complementar su 
estrategia para tener resultados 
más efectivos, comenzaron la 
búsqueda del mecanismo jurídi-
co más idóneo que les permitiera 
lograr su cometido. Realizaron 
reuniones abiertas con diputa-
dos y congresistas y recibieron 
apoyo técnico y jurídico de orga-
nizaciones como PAX Holanda, 
Dejusticia y abogados expertos. 

Así, los arroceros, campesinos y 

otros habitantes del municipio 
tomaron la decisión de realizar 
la consulta popular, mecanismo 
que no estaba referenciado y era 
inédito para estos casos. Se fun-
damentaron en los principios 
constitucionales de la autonomía 
territorial con la Ley 136 de 1994 
y en el derecho a la participación 
ciudadana a través de la Ley 134 
de 1994, derechos que les daban 
la legitimidad política para des-
encadenar un proceso contrario 
al hegemónico: de abajo hacia 
arriba; de esta forma, empren-
dieron la iniciativa para conven-
cer al Concejo municipal y al al-
calde del municipio. 

El resultado de la consulta fue 
una gran sorpresa tanto para los 
promotores como para todo el 
país y dio la pauta para que los 
demás municipios alentarán su 
acción, por lo que su impacto 
trascendió localmente: 

No éramos conscientes del alcance 

de la consulta, pues teníamos poca 

credibilidad en los resultados y las 

consecuencias. Creíamos que era un 

ejercicio más de los que hacíamos, 

como la toma, el mitin, la asamblea… 

uno le pierde la fe a la institucionalidad 

porque los resultados no son reconoci-

dos (como en los cabildos abiertos, las 

consultas previas)… No sabíamos que 

(la consulta) iba a generar un boom, 

y menos que se pondría a discusión el 

modelo.56 Aquí hubo algo suprema-

mente poderoso que nosotros no ha-

bíamos contemplado… no habíamos 

hecho el balance de la importancia 

política de lo que significaba ese meca-

nismo de participación ciudadana.57 

56Entrevista a miembro del Comité Ambiental de Piedras. 28 febrero de 2018
57Entrevista con miembro del Comité Ambiental de Ibagué.
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Este proceso marcó un hito 
para el municipio al empoderar 
a la sociedad civil y fortalecer su 
cohesión social, ya que implicó 
en sus habitantes generar lazos 
de confianza, desarrollar accio-
nes conjuntas y crear relaciones 
sociales entre iguales (campesi-
nos, trabajadores de la empresa, 
jóvenes, empresarios arroceros, 
ambientalistas, concejales, alcal-
de…). Incluso, se superó la renci-
lla histórica que existía entre los 
habitantes de Doima y Piedras, 
pues lograron unirse y actuar de 
manera coordinada, al reconocer 
que esa era la única salida para 
derrotar al gigante de AGA. 

Se puede concluir entonces que 
los procesos de participación se 
dieron en forma complementa-
ria: comenzaron con la movili-
zación, protestas, plantones y 
bloqueos de vías, con resultados 
satisfactorios, pero prontamente 
identificaron que su estrategia 
debía ir más allá. Así, decidieron 
combinar expresiones culturales 
más sintonizadas con la no vio-
lencia y como forma de buscar 
una razón común entre diferen-
tes, mientras avanzaban en el 
cumplimiento de cada uno de 
los trámites para el uso del meca-
nismo de participación directa, 
opción que les daba un respaldo 
legal y les aseguraba mayor sos-
tenibilidad de la decisión en el 
tiempo. 

También usaron espacios de par-
ticipación institucionales para 
generar discusiones que que-
daran dentro de la arquitectura 
institucional de la participación: 
promovieron cabildos abiertos, 

solicitaron audiencias públicas 
ambientales y se involucraron 
en los Consejos Territoriales de 
Planeación y del Plan de Manejo 
y Ordenamiento de una Cuenca 
(Pomca), por mencionar algu-
nos.

3.2.Elementos para la 
construcción de paz

La experiencia de la consulta po-
pular en Cajamarca, como una 
iniciativa que surge en defensa 
del territorio ante la amenaza 
que significaba el proyecto de 
exploración minera en el munici-
pio, deja varios puntos que vale 
la pena mencionar como retos y 
aportes a la construcción de paz. 
Se destacan: 1) la articulación 
de actores diversos y represen-
tantes de todo tipo de sectores; 
2) la astucia ciudadana y la resi-
liencia de quienes impulsaron 
y materializaron este ejercicio; 
3) la innovación en el uso de re-
cursos culturales y pedagógicos 
para contribuir a la desestig-
matización de los movimientos 
ciudadanos y la promoción de 
acciones pacíficas; y 4) la sosteni-
bilidad del proceso antes, duran-
te y después de la consulta. 
En primer lugar, el movimiento 
base que impulsó el proceso de 
consulta es un grupo interesante 
en diversidad. Está compuesto 
por académicos, campesinos, 
empresarios, jóvenes y personas 
que vivían en el extranjero y re-
gresaron a su tierra motivados 
por esta lucha. Ese arraigo por 
el territorio generó un compro-
miso por construir alternativas 
a partir de las diferentes miradas 
y concepciones de cada actor, 

incluidas las formas en que sus 
habitantes construyen y dialo-
gan con su entorno. La hetero-
geneidad del grupo encontraba 
cohesión en un mínimo común 
que les significaba y dotaba de 
identidad; el territorio de y para 
todos. 

El reconocimiento potencia el 
empoderamiento y crecimiento 
de este tipo de despertar ciu-
dadano por la defensa de sus 
territorios, en el marco de la le-
galidad y mediante la utilización 
de diversas opciones de presión 
social y política. «La gente está 
abriendo los ojos» y entienden 
la preocupación del Gobierno 
«por el despertar del movimien-
to social». En la ciudadanía sur-
ge la necesidad de hacer alianzas 
no solo dentro del movimiento 
social, sino también con actores 
políticos, sociales, instituciona-
les y empresariales, entre otros, y 
tener sus propios candidatos 
para incidir directamente en la 
Alcaldía y el Concejo municipal. 
La acción colectiva ciudadana 
comienza a tejer lazos con la 
acción política y la aspiración a 
cargos con capacidad de poder 
en la toma de decisiones y de tra-
bajar por posicionar las propues-
tas ciudadanas. De hecho, un 
líder del comité se postuló como 
candidato a la Cámara de Re-
presentantes, y aunque no logró 
la votación necesaria, sí tuvo un 
respaldo significativo de votos 
para ser su primera vez.

Es un hecho que las variacio-
nes en las relaciones de poder 
en el territorio, con el cambio 
en la composición del Concejo 
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Municipal y con la elección de 
un alcalde más proclive a estas 
problemáticas, también fueron 
ventanas de oportunidad que 
los comités supieron aprovechar 
para avanzar con su estrategia. Y 
el trabajo en red, las alianzas con 
actores políticos y el intercam-
bio de experiencias nacionales e 
internacionales también jugaron 
un papel fundamental para supe-
rar los percances y mantenerse 
en su objetivo. 

Es de resaltar que las alianzas 
se extendieron a otros comités 
ambientales de otros departa-
mentos como en Nariño y el 
Caquetá, quienes expresaron su 
solidaridad y acompañaron las 
campañas de pedagogía en las 
veredas y estuvieron presentes 
el día de los comicios. Hubo un 
aprendizaje colectivo y de doble 
vía. El apoyo de organizaciones 
internacionales como PAX Ho-
landa, y nacionales como De-
justicia entre muchas otras, así 
como de expertos, fue decisivo 
también para brindarles asesoría 
técnica y transmitir conocimien-
to sobre las experiencias de otros 
países.

De otro lado, la posibilidad 
de acercarse a otras instancias 
como la Corte Constitucional y 
el Consejo de Estado refuerza 
la idea de la importancia del re-
lacionamiento con otros secto-
res así sean públicos o jurídicos. 

Precisamente, el litigio estratégi-
co fue otro eje transversal y per-
manente de sus estrategias. Tu-
vieron la fortuna de tener de su 
lado a la Corte Constitucional 
en su primera faceta y también 
al Consejo de Estado. Esto per-
mitió hacerles contrapeso a las 
decisiones que tomaba el Tribu-
nal Administrativo del Tolima 
en primera instancia y siempre 
vieron a las Altas Cortes como 
aliado, ya que la naturaleza de su 
misión es precisamente verificar 
que los fallos se acojan a nuestra 
Constitución. Sin embargo, esta 
situación cambió con la nueva 
postura de la Corte en su nueva 
faceta. 

Segundo, la resiliencia y la ca-
pacidad de adaptación de los 
actores que participaron en el 
proceso de consulta, para res-
ponder de manera estratégica a 
los retos que fueron surgiendo, 
representa un avance enorme 
en términos de participación y 
tramitación de conflictos en el 
país.58 Es un ejemplo que orga-
nizaciones, grupos, colectivos 
sociales, a partir de procesos de 
articulación, reivindiquen sus 
derechos, y conjuguen los me-
canismos y herramientas institu-
cionales con estrategias propias 
y autónomas, para generar cam-
bios en sus realidades. Este fue 
un proceso capaz de adecuarse 
a las oportunidades del contex-
to, pues transcurrió en una va-

riedad de actuaciones entre la 
participación institucional y no 
institucional, no como opuestas, 
sino como complementarias. La 
sociedad civil no se limitó a las 
vías de hecho, se movilizó desde 
la protesta, el arte, la pedagogía 
y el diálogo, actuó bajo las reglas 
del Estado, aprendió a hablar su 
lenguaje y ganó en los términos 
dispuestos por la institución. 

Se constató que en el marco de 
las estrategias trazadas por los 
actores sociales se empezaron a 
pedir discusiones más estructu-
rales relacionadas con la distri-
bución de la tierra y las vocacio-
nes de su territorio; esto se debió 
también a la cualificación del de-
bate que llegaron a sostener con 
los distintos actores en el pro-
ceso de gestación de la consulta 
popular. Para la comunidad, era 
fundamental dar puntadas sobre 
esta discusión del modelo mi-
nero-energético y avanzar en las 
reflexiones sobre alternativas al 
mismo. 

En esa línea, la acción colectiva 
desarrollada por los comités, or-
ganizaciones y otros miembros 
de la sociedad civil, alrededor del 
proyecto La Colosa, se materia-
lizó en una amplia gama de estra-
tegias para la movilización, par-
ticipación y la reivindicación de 
sus derechos. Estas actuaciones 
se llevaron a cabo y se moldea-
ron según las ventanas de opor-

58La participación puede conducir a una transformación de las relaciones políticas, bien sea mediante el aprendizaje ciudadano 
sobre los asuntos de la gestión pública –lo que Hilmer (2010) denomina la astucia ciudadana–, o a través de la complementación 
entre una cultura de la reivindicación y una cultura de la propuesta. Tal fue el nivel de consolidación de esa ciudadanía astuta 
que, en la primera vuelta de las elecciones presidenciales del 2014, Piedras fue el único municipio del país en donde ganó el voto 
en blanco. Para ellos, esta fue la forma de expresar su descontento frente a la democracia representativa, pues no sentían que 
sus intereses estuvieran representados por ninguno de los candidatos, y además querían reivindicar la democracia participativa 
ante todos los frenos que les estaban poniendo y que habían experimentado. 
59Meyer (2004), citado por Dietz (2017), afirma que algunas condiciones del contexto que inciden en la actuación son, por 
ejemplo, la apertura de un sistema político, la existencia de aliados influyentes, una división de las élites políticas, un cambio de 
gobierno y el nivel de represión de un Estado.
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tunidad que iban surgiendo en la 
evolución del contexto político e 
institucional nacional y local.59 

Para este caso, los cambios insti-
tucionales y políticos en el corto 
plazo fueron determinantes para 
que los actores definieran sus 
estrategias de actuación, midie-
ran sus demandas, establecieran 
metas concretas y las revaluaran 
al tiempo que se hacían esas mo-
dificaciones. La sanción y puesta 
en marcha de la Ley Estatutaria 
de Participación contribuyó a 
brindar herramientas para las 
acciones de participación insti-
tucional y de ejercicios de movi-
lización y protesta social. 

De otro lado, el contexto de ne-
gociación de la paz y la firma del 
Acuerdo Final proporcionaron 
escenarios para la discusión de 
temas locales que anteriormente 
difícilmente se podían plantear 
públicamente y dieron espacio 
para que los actores sociales, en 
particular los jóvenes, desplega-
ran distintas formas de expre-
sión. A pesar de esto, los líderes 
y las caras más visibles de estos 
grupos recibieron amenazas y la-
mentablemente hubo asesinatos. 

Por otra parte, si bien se resalta 
el rol de esta ciudadanía astuta, 
es necesario identificar las ba-
rreras que se presentaron para 
garantizar la participación efec-
tiva de los actores sociales. En el 
proceso se identificaron diversos 
obstáculos, tales como el lengua-
je especializado, la estructura 
burocrática y la poca disposición 
al reconocimiento de la partici-
pación ciudadana por parte de 

algunas instituciones. Este pa-
norama plantea retos para am-
bos actores (sociedad-Estado), 
por un lado, la astucia ciudadana 
debe generar innovaciones que 
o bien cuestionen el poder hege-
mónico del Estado o configuren 
escenarios de diálogo y concerta-
ción; así mismo, las instituciones 
deben asumir el compromiso de 
fortalecer su estructura (depen-
dencias, funcionarios, funciones, 
etc.) en pro de asumir la parti-
cipación y sus demandas como 
parte de su identidad y sus debe-
res con la ciudadanía. Sin desco-
nocer que hay avances al respec-
to, como el caso de la Ley 1757 de 
2015, persiste una cultura política 
que considera que la ciudadanía 
y el Gobierno son fuerzas opues-
tas y, por ende, enemigas. Lo 
problemático de esta postura es 
que los espacios de escucha y 
co-construcción se reducen. 

En el caso de Cajamarca, por 
ejemplo, el rol estatal se percibe 
de manera fragmentada, la Cor-
te Constitucional se convirtió en 
una gran aliada de la demanda 
ciudadana al actuar a favor y en 
respaldo de los grupos sociales; 
por su parte, en el Congreso el 
trabajo fue un poco más comple-
jo, sin embargo, se produjeron 
avances y se generaron espacios 
de escucha y visibilización de las 
problemáticas sociales; el Ejecu-
tivo, por su parte, tuvo y sigue 
teniendo apuestas que van en 
contra de los procesos y actúa 
de forma impositiva en los terri-
torios y las comunidades. Este 
panorama hace que se gesten los 
procesos desde el extremo de la 
oposición total de los actores so-

ciales. Tal y como se anotó en las 
otras dos experiencias de partici-
pación el diálogo, la generación 
de confianza y la posibilidad de 
concertar entre diferentes acto-
res también fue una constante en 
esta experiencia.

Tercero, el uso de recursos cul-
turales, pedagógicos y alternati-
vos para informar, formar y con-
tribuir a la desestigmatización 
de los movimientos ciudadanos 
y la promoción de acciones pa-
cíficas. El caso muestra que la 
astucia ciudadana puede ser 
útil para transformar la realidad 
al generar alternativas, lo cual, 
leído en contextos de violencia 
como el vivido en Colombia, 
abre la posibilidad para crear 
espacios lo suficientemente flexi-
bles y propositivos que impacten 
situaciones de violencia natura-
lizadas en el país. Construir paz 
es también la capacidad de crear, 
aprender, reinventar e imaginar 
otras maneras de ser, de estar y 
relacionarse según el contexto lo 
requiera. 

Precisamente, la combinación 
de esta serie de recursos contri-
buyó a informar, a brindar cono-
cimiento sobre la realidad del te-
rritorio, a establecer y tejer redes 
con diferentes actores, a promo-
ver el diálogo y la deliberación, 
a construir confianza entre los 
diferentes actores, a promover el 
respeto por los derechos huma-
nos y los derechos del territorio, 
a construir apuestas de desa-
rrollo y vislumbrar un territorio 
pujante, moderno y en paz. Es-
tos son elementos potentes que 
están inmersos en las dinámicas 
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participativas y que tienen un va-
lor supremo para la construcción 
de paz. 

Cuarto, la sostenibilidad del pro-
ceso en este caso es un punto por 
resaltar. Esta experiencia de par-
ticipación cumplió con las metas 
que se habían trazado los acto-
res, pero fueron tan fundamenta-
les los resultados y la voluntad de 
los actores que tomaron la deci-
sión de ir más allá de esta lucha 
coyuntural. Las etapas del antes, 
durante y después de la experien-
cia de consulta consolidaron un 
proyecto político por la defensa 
del territorio como su eje central 
de identidad, lo común. La auto-
nomía reflejada en la capacidad 
de iniciativa y propuesta ciuda-
dana, la articulación de diversos 
actores desde distintos secto-
res sociales y la resiliencia, que 
emana de la sociedad civil ante 
las dificultades que surgen en el 
camino, se constituyen en una 
fuerza de contrapeso social que 
se traduce en la capacidad de in-
cidencia para generar nuevas re-
glas sociales desde sus contextos 
y se materializa en la redistribu-
ción del poder de decisión sobre 
su territorio.

Este proyecto político se orienta 
hacia la construcción de alterna-
tivas de desarrollo económico 
no solo en su área de influencia 
–aunque nace allí–, sino en otras 
regiones. Se comienza a conso-
lidar como proyecto regional y 
nacional, que interpela de ma-
nera directa el modelo de desa-
rrollo que domina el panorama 
nacional. Por eso, como primera 

característica, propone inicia-
tivas concretas con propuestas 
alternativas, como el turismo de 
naturaleza, la agricultura soste-
nible, entre otras opciones, que 
ante todo buscan el bienestar de 
la gente. Este colectivo no quiere 
que en su territorio se cometan 
los mismos errores que se han 
cometido en otras explotaciones 
mineras como el Cerrejón o en el 
Casanare. No desean que se siga 
imponiendo un modelo depreda-
dor impulsado por las élites. 

A partir del examen de estas 
experiencias de participación 
ciudadana se pueden extraer al-
gunos elementos que dan cuenta 
del potencial de las organizacio-
nes y movimientos sociales, y en 
general de la ciudadanía para 
aportar a la paz. En estos se des-
tacó el interés de algunos actores 
de la sociedad civil para garanti-
zar una participación ciudadana 
plural con capacidades para el 
diálogo, la reivindicación de de-
rechos y la posibilidad de alterar 
las asimetrías de poder desde la 
autonomía e independencia de 
las organizaciones sociales. Es-
tos casos son un corto ejemplo 
de los obstáculos y fortalezas que 
se presentan en los procesos de 
participación ciudadana como 
eje para la construcción de cultu-
ras de paz. Allí se pudieron evi-
denciar los caminos que se deben 
recorrer hacia el establecimiento 
de nuevas formas de interacción 
entre los actores y nuevas reglas 
para la convivencia y la demo-
cracia. Cuatro son los elementos 
que queremos resaltar.

Un primer tema es el relaciona-
do con los entornos políticos en 
los que se ven inmersos las di-
námicas participativas y, por su-
puesto, la construcción de paz en 
los territorios. Los ejercicios par-
ticipativos efectivos deben ser de 
largo aliento, es decir, implican 
una serie de condiciones para 
que los objetivos del proceso 
participativo se cumplan y que, 
se ha evidenciado, requieren un 
tejido social fuerte en el territo-
rio, como base fundamental para 
la construcción de acuerdos y 
para la suma de fuerzas en torno 
a los objetivos de la participa-
ción. En ese sentido, las acciones 
de articulación son sumamente 
importantes, ya que, como se ha 
mencionado, estas pueden dar 
mayor legitimidad tanto a las ac-
ciones de la sociedad civil como 
al Estado. También permiten 
fortalecer los lazos de confianza, 
lo que conlleva a forjar relacio-
nes más equitativas, basadas en 
el reconocimiento y la seguridad 
de que las iniciativas que se em-
prendan con otros van a dar pa-
sos hacia el objetivo común que 
las articuló. 

En dos de los casos analizados se 
advierte la existencia de un tejido 
social fuerte que en momentos 
determinados puede contribuir 
al equilibrio de poderes, porque 
pone a dialogar las voces de ac-
tores que tradicionalmente han 
estado por fuera de las esferas de 
poder con otras voces que han 
obtenido el poder. En efecto, 
una ciudadanía que ha logrado 
mejorar sus capacidades y habi-
lidades sociales y políticas, con-
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jugar voluntades y forjar lazos 
con personas y organizaciones 
diversas tiene mayor capacidad 
para ser un «poder de contrape-
so», que permite incidir en las 
decisiones y, por esa vía, promo-
ver nuevos tipos de gobernanza. 
Este es un elemento fundamen-
tal para fomentar una democra-
cia más incluyente y respetuosa 
y para que se consoliden esce-
narios de paz más abiertos y ca-
paces de reconocer los intereses 
desde un espectro social amplio 
para la promoción de contextos 
de bienestar. 

De otra parte, también se requie-
re un entorno político favorable 
en cuanto exista apertura, por 
parte de las autoridades, a la in-
clusión de la participación ciuda-
dana como un ingrediente sus-
tantivo de la gestión pública. Es 
un hecho que la sociedad por sí 
sola no puede culminar con éxito 
sus propósitos de construcción 
de democracia. Estos procesos 
deben hacerse en permanente 
consonancia con las autoridades 
porque la democracia es el resul-
tado de una acción conjunta de 
toda la sociedad. Ahora bien, es 
de suma importancia tener en 
consideración que la participa-
ción ciudadana se potencia en 
tanto existe un entorno político 
favorable para involucrar a la 
ciudadanía en el ámbito público. 
Sergio Jaramillo, ex alto comi-
sionado para la Paz (2014), afir-
ma que «es imposible garantizar 
derechos de manera sostenida 
si no existen unas instituciones 
fuertes. ‘Instituciones’ no solo 
en el sentido de entidades, sino 
también del conjunto de prácti-

cas y normas que regulan la vida 
pública y que son indispensables 
para la creación de condiciones 
de cooperación y convivencia». 

Precisamente, los casos anali-
zados reiteraron la importancia 
de contar con unas instituciones 
que faciliten el ejercicio de la par-
ticipación para lograr acciones 
colaborativas. En la experiencia 
de la formulación de los Planes 
de Acción Territorial, las debili-
dades institucionales y unas na-
rrativas muy arraigadas sobre la 
participación como un obstáculo 
limitan las posibilidades de ejer-
cer ciudadanías que promuevan 
la construcción de lo público y 
cierran escenarios que conciben 
a la ciudadanía como agentes de 
cambio. Esto retoma el interro-
gante de ¿cómo lograr que las 
interacciones basadas en el reco-
nocimiento de la sociedad civil 
como actor del ámbito público, 
que tiene intereses, posturas, 
creencias y propuestas sobre las 
decisiones públicas, sean parte 
del ADN institucional y no de-
pendan de la entidad o del fun-
cionario de turno? 

La segunda conclusión tiene 
que ver con la necesidad de que 
en estos procesos se construyan 
contrapesos sociales, a partir 
de la producción de fuerzas ciu-
dadanas autónomas, con una 
identidad propia que fomente 
apuestas claras sobre qué es lo 
que quieren construir a través la 
dinámica participativa. Ese pro-
ceso debe llevar a la articulación 
de los intereses que están sopor-
tando la acción colectiva, pues, 
como se ha mostrado en el análi-

sis de casos, el establecimiento de 
redes, plataformas y alianzas con 
distintos actores aparece como 
una oportunidad para fortalecer 
el tejido social al facilitar el logro 
de objetivos. Esto les permite 
multiplicar sus repertorios de ac-
tuación y estrategias para la inci-
dencia. Esta conclusión invita a 
explorar el terreno de lo público 
como un escenario de conflicto60 
donde se reconoce la diversidad , 
pero a la vez se deben encontrar 
formas para coexistir sin elimi-
nar al otro; esto introduce el ca-
mino hacia una cultura de la no 
violencia, una cultura de paz. Es 
decir, constituir escenarios polí-
ticos que transformen la relación 
amigo/enemigo en una relación 
nosotros/ellos requiere del reco-
nocimiento del oponente como 
un actor legítimo de la democra-
cia. 

Este último aspecto es funda-
mental para fomentar acciones y 
estructuras que involucren voces 
diversas y reconocimiento de los 
actores. En las tres experiencias 
el reconocimiento de los actores 
fue un elemento clave para la 
participación y puede potencial-
mente ser un principio para la 
construcción de paz. Primero, 
porque en un país que ha apren-
dido a eliminar al que piensa di-
ferente o actúa diferente, es un 
país que desconoce la realidad 
del otro como válida. Por lo tan-
to, una iniciativa como la formu-
lación participativa de la ley de 
garantías, en donde el Gobierno 
Nacional le da un lugar a la ciu-
dadanía para que se exprese y se 
vincule a una dinámica legislati-
va como interlocutor válido, per-

60 Las posturas, creencias y prácticas que se desarrollan en el ámbito público son diversas, esto conlleva tensiones en la medida 
en que cada parte o actor considera que su propuesta es correcta o verdadera. En virtud de ello, considerar el conflicto como in-
herente a las relaciones humanas ubica el desacuerdo como un elemento que debe ser aceptado para lograr construir consensos 
entre las partes. Claro está que en algunas situaciones los disensos se mantienen
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mitió el desarrollo de relaciones 
estratégicas que derivaron en la 
deliberación y coproducción de 
la norma. Este caso se presenta 
como una experiencia transfor-
madora en tanto el Gobierno 
reconoce a la ciudadanía como 
agente y actor válido capaz de 
generar propuestas. Se destacan 
las posibilidades de construir 
con otros de manera colabora-
tiva y de propiciar escenarios 
de diálogo en busca de edificar 
confianza y construir acuerdos 
entre diferentes e iguales, lo que 
fortalece la idea de hacer política 
sin acudir a la violencia. Estos es-
cenarios de diálogo se sustentan 
en la colaboración participativa 
que supone interacciones entre 
el Estado y la sociedad y que, a 
su vez, conlleva la construcción 
de acciones conjuntas para gene-
rar visiones de largo plazo. 

La tercera condición es impor-
tante porque se refiere a la arti-
culación de distintos repertorios 
y modalidades de participación. 
A veces la sociedad civil acude a 
formas institucionales de partici-
pación, pero otras veces utiliza 
formas menos institucionaliza-
das o incluso acude a la moviliza-
ción y protesta social. En la expe-
riencia de las consultas populares 
se plantea con claridad el uso de 
diversas formas de participación, 
por un lado, se establecen alian-
zas con actores políticos para 
incidir de manera directa en la 
Alcaldía y en el Concejo munici-
pal; por otro lado, deciden com-
binar expresiones culturales más 
sintonizadas con la no violencia, 
utilizan la consulta popular –un 
mecanismo institucional de par-

ticipación–, apoyan el proceso 
con acciones de litigio estratégi-
co y se respaldan en la Ley 1757 
para sacar la consulta adelante. 
Lo que muestran claramente es-
tos casos es que la participación 
es mucho más exitosa y efectiva 
cuando se articulan distintas 
formas de participación. Este es 
un hallazgo bastante interesante 
que demuestra que la participa-
ción no solamente se puede ha-
cer por vías institucionales. 

Un último hallazgo está referido 
a los aprendizajes y a la capacidad 
de establecer acciones para supe-
rar las dificultades y los obstácu-
los. En efecto, la gente participa 
y durante el proceso aprende a 
relacionarse con otros actores y a 
crear y poner en funcionamiento 
un conjunto de estrategias para 
alcanzar las metas que se han 
trazado; esto une fuerzas para 
ganar recursos, conocimientos y 
estrategias, algo relevante por-
que la ciudadanía se adapta y 
readapta progresivamente a los 
cambios y circunstancias. Esto 
muestra que los procesos partici-
pativos, desde el punto de vista 
de los actores, deben contar con 
un principio de resiliencia, es de-
cir, de readaptación permanente 
a las exigencias que la circuns-
tancias les demanda a cada uno 
de los actores. 

En efecto, el fortalecimiento de 
capacidades y el aprendizaje de 
la sociedad civil es sustantivo 
para construir formas creativas 
e innovadoras de participación y 
de construcción de paz. Esto se 
evidenció en el caso de las con-
sultas populares, previo al ejerci-

cio, donde los actores de la socie-
dad civil desplegaron distintos 
repertorios de actuación bajo la 
premisa de ‘cero daño’. 

Así recurrieron a recursos artís-
ticos, lúdicos y culturales para 
demostrar que la mayoría del 
pueblo tolimense estaba en con-
tra de esos proyectos. La ciuda-
danía entendió, en el transcurso 
de esta experiencia, que generar 
un cambio de perspectiva frente 
al modelo de desarrollo del país 
alude a la activación de estrate-
gias que conecten con los deseos 
y expectativas de quienes no es-
tán en el grupo promotor. Esta 
iniciativa sugiere que la sociedad 
civil, con su capacidad de apren-
dizaje, puede influir en el papel 
protagónico que se les da a las 
comunidades para construir una 
visión de país; es decir, es darle 
un lugar a la ciudadanía para 
que sea corresponsable de las 
decisiones que se toman en el te-
rritorio. 

Este último elemento pone de 
presente la paz territorial como 
una apuesta central para su cons-
trucción, en tanto busca motivar 
a los habitantes de un país o de 
un territorio local/regional para 
re-crear lazos y abrir espacios de 
encuentro e intercambio, con el 
objetivo de definir colectivamen-
te rutas de desarrollo y conviven-
cia. Ello implica varios retos que 
se presentaron en los tres casos 
planteados: en la ley de garan-
tías, el reto estuvo enmarcado en 
involucrar las voces de los terri-
torios en una consulta nacional, 
esto implicó destinar recursos 
materiales y humanos para traer 
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otros puntos de vista a la discu-
sión; en el caso de la elaboración 
participativa de los Planes de 
Acción Territorial, se identifi-
caron vacíos en el desarrollo de 
acciones coordinadas entre los 
diferentes actores; sin embargo, 
se definieron unas estrategias 
que posibilitaron una mayor arti-
culación, diálogo y construcción 
conjunta entre ellos; y en el ter-
cer caso, los esfuerzos de la ciu-
dadanía se ven recompensados 
con el resultado de la consulta. 
Estos son algunos de los retos 
que versan en el camino hacia 
la construcción de una paz, que 
requiere incorporar la pluralidad 
en las instituciones, estas últimas 
entendidas como un conjunto de 
normas y prácticas que regulan 
la vida pública, razón por la cual 
la capacidad de resiliencia de la 
sociedad civil ha mostrado su 
importancia. 

Estas cuatro conclusiones se 
destacan en los casos analizados, 
por lo que con ellas se garantiza 
una cierta sostenibilidad de los 
procesos de participación, que 
es un factor sumamente impor-
tante para la democratización y 
la construcción de paz. Los pro-
cesos participativos de mediano 
aliento que cuentan con sectores 
sociales cada vez más densos, 
más articulados y más fuertes 
desde el punto de vista de su au-
tonomía y de sus intereses son 
los que ayudan realmente a for-
talecer el sistema democrático y, 
por ende, el proyecto político y 
cultural de paz. 



Inclusión para 
la construcción 
de paz
-

IV.
CORPORACIÓN DE INVESTIGACIÓN Y ACCIÓN SOCIAL Y ECONÓMICA (CIASE) 
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La inclusión en la construcción de paz es parte de un debate que su-
pone definir los mecanismos más apropiados para transitar de la ex-
pectativa a la práctica. De ahí la importancia de diferenciar entre una 
inclusión para la legitimación de los procesos y una inclusión como 
proceso. La inclusión requiere ser examinada en términos de su con-
tribución práctica a la construcción de paz y no solamente desde sus 
expectativas y cumplimiento como requerimiento formal.

Sin embargo, definir qué significa la inclusión y cómo aproximarse a 
ella desde la práctica requiere profundizar en la forma en que entende-
mos las múltiples diversidades en el país. Esa comprensión requiere 
de marcos de análisis que capten las múltiples dimensiones, niveles, 
estructuras y dinámicas en que funciona la exclusión y opresión en 
sociedades altamente divididas y que son atravesadas por diferentes 
expresiones de violencia y discriminación. Tomar en cuenta eso es un 
requerimiento para una inclusión efectiva en la construcción de paz 
que supere barreras que, de no ser evidenciadas, se esconden en el en-
tramado de poder que tiende a perpetuar las dinámicas de conflicto.



121 Inclusión desde la 
interseccionalidad
-
CORPORACIÓN DE INVESTIGACIÓN Y ACCIÓN SOCIAL Y ECONÓMICA (CIASE) 

El saber 
necesario para
Cos/cer
Interseccionalidad

La interseccionalidad es un 
sistema complejo de múltiples 
y simultáneas estructuras de 
opresión/privilegio, en el cual la 
discriminación por razones de 
género, racialización, etnicidad, 
edad y otros factores genera un 
contínuum que comprende múl-
tiples vivencias de violencia y 
discriminación que estructuran 
escenarios de privilegio, subal-
ternidad e incluso inexistencia 
simbólica (Crenshaw, 1991; Mc-
Call, 2005 citado por (Ciase, 
2018, pág. 19)). 

Tiene como fundamento el reconoci-

miento y observación de los puntos y 

vectores de encuentro que existen entre 

diferentes identidades y estructuras, 

entre grupos sociales y dentro de gru-

pos sociales. Además, cabe resaltar 

que es una concepción que reconoce 

el espacio, que se asume situada en la 

historia y en el espacio, y que se aleja de 

las teorizaciones que se afincan más en 

lo abstracto, que en la observación ma-

terial de lo concreto (García y García, 

2016, pág. 15).

A partir de este entendimiento es 
posible identificar unos tipos de 
interseccionalidad que permiten 
comprender elementos puntua-
les: identitaria (como conjunción 
de vectores identitarios que se 
afectan entre sí); estructural (en-
cuentros entre aquellos escena-
rios o elementos que determinan 
aquello que se considera valioso 
o deseable y equivocado o inde-
seable en una sociedad, y que 
construyen dinámicas de poder); 
intercategorial (que reconoce 
que existen estructuras de des-
igualdad que integran diferentes 
posicionamientos identitarios); 
intracategorial (comprensión de 
los vectores estructurales que 
atraviesan todos los espacios y 
escenarios vitales) (Ciase, 2018 
b).

Incorporar este concepto consti-
tuye una base para reconocer los 
lugares desde los que nos para-
mos como investigador*s y como 
actor*s en los procesos sociales, 
para construir relacionamientos 

diferentes con nuestr*s interlo-
cutor*s y que, en ejercicios como 
el presente, resultan fundamen-
tales (Ciase, 2018 b).

Usos de la aguja y la receta

La metodología utilizada para la 
elaboración de este documento 
tuvo tres componentes: el pri-
mero estuvo constituido por un 
grupo focal en el que participa-
ron representantes de organiza-
ciones feministas de la sociedad 
civil (de derechos humanos, de 
construcción de paz, excomba-
tientes y académicas); el segun-
do se realizó mediante un cues-
tionario enviado vía electrónica 
a representantes de estas orga-
nizaciones; y el tercer momento, 
aunque primero en cronología, 
fue una revisión del estado del 
arte de la inclusión social asocia-
da a la construcción de paz.

En el grupo focal, nos ocupamos 
de trabajar la inclusión como ca-
tegoría analítica y política, desde 
las diferentes dimensiones de la 
interseccionalidad (identitaria, 
estructural, intercategorial e in-
tracategorial) cruzándolas con la 
mirada particular de la perspecti-

61  Nota del editor: el uso de asteriscos (*) es parte de un lenguaje inclusivo que Ciase utiliza para sus documentos. 
Se respeta esa política en esta sección del documento.
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va de género en su dimensión de 
transversalización, que necesita 
ser pensada desde los espacios 
que configuran a la sociedad; 
esto es, desde lo más cercano 
a nuestra intimidad (micro), lo 
que se ubica en la distancia me-
dia, como las prácticas barriales 
o comunitarias (meso) y las que 
engloban el lugar en el que se ha-
bita (macro).

El cuestionario enviado tuvo seis 
preguntas y se dividió en dos 
temáticas: formas de violencia y 
discriminación en los espacios 
de trabajo, lugares de militancia 
política o de activismo en gene-
ral, y la inclusión y la construc-
ción de paz. Este instrumento 
fue diligenciado por l*s partici-
pantes de manera independiente 
por escrito, se buscaba que en el 
primer caso pudieran expresar 
sus opiniones sin sentir presión y 
en el segundo desarrollaran más 
las apuestas personales e institu-
cionales. 

Reconocemos que este trabajo 
sirve como abrebocas a una dis-
cusión más profunda y de gran 
relevancia en el país, así como a 
la necesidad de convocar a una 
mayor multiplicidad de sectores, 
con perspectivas políticas dife-
rentes y con modelos identitarios 
de desarrollo y de nación que lo-
gren una mirada más incluyente.

Manos a la labor: 
cucharones y agujas

¿Cómo nos vemos? Intersec-
cionalidad identitaria

En el desarrollo del grupo focal 
las personas participantes nos 
permitieron ver los lugares des-
de donde hablaban, sus intere-
ses, necesidades y prioridades 
en lo que atañe a la construcción 
de paz y cómo la inclusión podía 
ser una oportunidad como un 
desafío. Aquí se ponía en juego 
de manera velada la pregunta 
por lo oportuno de incluir, de 
incluirse y de los resultados que 
esto traería, como por ejemplo la 
funcionalización de las organiza-
ciones sociales, la perpetuación 
del sistema patriarcal, así como 
la posibilidad de transformar 
esas prácticas y construir sobre 
lo existente. 

Entre lo valioso y lo 
equivocado: interseccionalidad 
estructural

En el proceso de este trabajo se 
identificaron lugares de poder 
estructural en cuatro categorías: 
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Alianzas posibles y puentes a 
tejer: interseccionalidad inter-
categorial

L*s participantes encontraron 
lazos de comunicación en el mo-
vimiento de mujeres en Colom-
bia, materializados en experien-
cias como la Cumbre Nacional 
de Mujeres y Paz, en la cual fue 
posible la construcción de una 
agenda común y mostró que 
existe efectivamente un interés 
por posicionar la defensa de los 
derechos de las mujeres y visibi-
lizarla en Colombia. Esto es una 
muestra de lo que entendemos 
como inclusión: reconocer los 
intereses distintos, las prácticas 
diferentes, las orillas diversas y 
desde allí construir de manera 
conjunta. 

Sin embargo, esta construcción 

de alianzas se da complejamen-
te, por lo que también se recono-
ció que las agendas particulares 
generan distancias debido a las 
experiencias que influyen en el 
accionar político de cada grupo 
de mujeres. Se hizo particular 
énfasis en las distancias entre 
agendas de mujeres campesinas, 
afro e indígenas y las académicas 
urbanas, o con las agendas de las 
mujeres trans. Estas dinámicas 
operan por dudas que se cons-
truyen en los escenarios privados 
de las diferentes organizaciones 
y no han sido suficientemente 
debatidas, lo que constituye un 
desafío de importancia hoy en el 
proceso de lograr inclusión, ya 
que fragmenta la movilización y 
la pone en competencia.

Así mismo, inciden en la forma 
como se aprecia la participación 

o no de mujeres activistas en la 
institucionalidad pública, ante lo 
cual se observan dos tendencias: 
una que rechaza asumir cargos 
públicos y otra que reconoce el 
potencial de actuación que se 
da desde allí, en beneficio de la 
inclusión por vía del posiciona-
miento de agendas que proven-
gan del movimiento social de 
mujeres y el mejoramiento de sus 
condiciones de vida. 

Un tema de particular interés 
fueron las mujeres excomba-
tientes, quienes se presentan en 
la actualidad como actoras de 
relevancia, frente a quienes aún 
no hay posturas claras por parte 
de otras organizaciones de muje-
res respecto a cómo incluirlas y 
cómo entender y asumir sus de-
bates y sus formas de ver el mun-
do, de ver y hacer política. 
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Con base en los elementos ante-
riores se plantea: ¿qué alianzas 
se ven posibles de acuerdo con 
la identificación hecha? y ¿cuáles 
son las dificultades para hacer-
las?

Es patente la necesidad de una 
alianza entre diferentes movi-
mientos sociales que active un 
cambio político y cultural desde 
el reconocimiento mutuo, de 
cara a los retos en construcción 
de paz que vive el país. Debido 
a que existen distancias en las 
agendas propias de cada sector, 
se necesitan diálogos e intercam-
bios que tejan puentes. Esto se 
planteó respecto a sectores de 
la sociedad civil y a entidades 
públicas, lo que implica un tra-
bajo paralelo, todo en términos 
de incluir más visiones en la 
agenda pública del país, desde 
el objetivo de no insertarnos en 
discursos preestablecidos en los 
que la identidad se diluye, sino 
construir nuevas identidades a 
partir de la construcción de re-
latos comunes que no niegan la 
posibilidad de trabajos parale-
los, pero permiten aunar fuerzas 
para mejoras estructurales.

La alianza con la sociedad civil 
se plantea con énfasis en la pro-
tección del movimiento social, 
de las organizaciones de mujeres 
y de las formas de trabajo asocia-
do, entendido como la necesidad 
de poner en valor los discursos 
contrahegemónicos no ya desde 
la condescendencia, sino desde 
el reconocimiento mismo de la 
importancia que para la socie-
dad tiene la construcción de pre-
sentes y futuros distintos, con 

interpretaciones diversas del de-
sarrollo y las formas de alcanzar 
el bienestar.

A pesar de esta búsqueda de 
cercanías con otras actorías, 
permanecen retos en torno a la 
naturalización de las desigualda-
des asignadas histórica, política 
y económicamente a personas 
diversas en tanto a su identidad, 
orientación y preferencia sexual 
y de género, o en general a quie-
nes se alejan del sujeto ideal de 
poder. En ese sentido, el reto 
que enfrenta esta construcción 
de alianzas no es solamente el 
tejido de redes, sino las prácti-
cas patriarcales, en particular 
en participación de las mujeres. 
Ante esto existen transforma-
ciones necesarias para lograr 
acercamientos duraderos en los 
movimientos y las organizacio-
nes, que hagan posible el enten-
dimiento. Es central cambiar la 
concepción misma de la inclu-
sión, entender que no se trata 
de insertar personas o colecti-
vos, con miradas y prácticas no 
hegemónicas, no binarias y no 
occidentales a la sociedad como 
está constituida, en tanto es 
una práctica colonial típica del 
patriarcado, sino asumir que es 
imprescindible para la construc-
ción de paz el reconocimiento 
de lo diverso, de la necesidad de 
transformar las estructuras des-
de las bases mismas, es decir, no 
solo en el qué transformar, sino 
también en el cómo y el para qué.

Se identificaron como posibles 
caminos de mejora y de solución 
a los retos que se abordaron el 
fortalecimiento y la ampliación 

de las alianzas entre las mujeres 
y sus organizaciones. Igualmen-
te, en el proceso de extender las 
redes para ampliar los escenarios 
de inclusión, se consideraron 
alianzas con grupos de diálogo 
religioso, juntas de acción co-
munal, cooperativas, entre otros, 
que cuentan con reconocimiento 
y poder legitimado y con quienes 
sería posible plantear alianzas in-
tercolectivas, intergeneraciona-
les e interculturales. Esta mirada 
busca contener las dificultades 
actuales de acercamiento con 
otros sectores desde el reconoci-
miento de lo diverso, de los ám-
bitos diferentes, asumiéndolos 
como válidos, interdependientes 
y valiosos. 

Luz y sombra propias: 
interseccionlidad 
intracategorial

En esto se identificaron dos as-
pectos. El primero hace referen-
cia a la imposición de posturas 
por personas en situaciones de 
poder (principalmente hom-
bres), como habitar un mundo en 
el cual se prioriza lo masculino y 
la competencia. El segundo son 
las actitudes condescendientes o 
paternalistas en las que incurren 
los hombres hacia las mujeres, 
lo cual mina el reconocimiento 
que debería existir en relaciones 
profesionales de igualdad entre 
hombres y mujeres.

Fue sobresaliente que no se 
abordan de manera explícita es-
tas prácticas o conductas y las 
dificultades que generan debido 
a su invisibilidad generalizada en 
los ámbitos organizacionales. A 



125
su identificación han contribui-
do la difusión de los feminismos 
y el enfoque interseccional, que 
organizaciones como CIASE 
promueven.

Finalmente, en cuanto a la im-
portancia o no de abordar estos 
temas, hubo concordancia en 
que estas actitudes, además de 
ser recurrentes, constituyen un 
escenario para iniciar y promo-
ver el cambio cultural, en la bús-
queda de resignificar la lógica de 
la inclusión, que se ampara en un 
entendido patriarcal de un lugar 
correcto al que hay que someter-
se y unos lugares equivocados 
que hay que superar, para cons-
truir uno vinculante que se per-
mita construir en colectivo, que 
respete lo diferente y lo diverso 
al darle valor y lugar en la socie-
dad, para desaprender prácticas 
y dinámicas normalizadas que 
afectan al ser e impiden la libre 
participación de las mujeres. 
Así, «la relevancia de abordarlas 
radica en entender que la parti-
cipación inclusiva no se reduce a 
la asistencia de tod*s l*s actor*s, 
sino en la capacidad de exponer 
posturas sin ser censurad*s de 
maneras simbólicas» (Grupo Fo-
cal, Inclusión y Construcción de 
Paz, 2019).

Inclusión: ¿de qué manera y 
para qué? Desafíos que nos 
plantea el concepto

El ejercicio con las organizacio-
nes participantes evidenció, una 
vez más, que el concepto de in-
clusión tiene múltiples alcances 
y niveles. Entender entonces la 
inclusión no como un concepto 

unificador y homogenizante, que 
parte de un lugar correcto, cons-
truido de una manera patriarcal 
por un sujeto ideal de poder con 
una cosmovisión particular y un 
modelo de desarrollo específico, 
sino como la práctica permanen-
te de escuchar, construir, de-
construir y recomenzar a partir 
de las experiencias, miradas y en-
tendidos plurales que celebran 
la diferencia como una riqueza 
que puede ir desde lo ancestral 
étnico, hasta perspectivas eco-
lógicas, políticas, económicas y 
sociales que constituyen la socie-
dad humana y, por supuesto, en 
un país que como este bebe de 
tradiciones diversas y experien-
cias disímiles. Así, identificamos 
hallazgos en torno a lo macro, 
meso y micro en el accionar del 
movimiento de mujeres, que a su 
vez se relaciona con las dimen-
siones de la interseccionalidad.

En el nivel macro y desde la mi-
rada de la interseccionalidad es-
tructural, se identificó un escena-
rio de amplia discusión en torno 
a de qué manera se plantean las 
demandas de inclusión hacia el 
Estado, como interlocutor natu-
ral de la sociedad civil en tanto 
garante de derechos, en especial 
respecto al proceso de construc-
ción de paz. 

El trabajo con el Estado no es 
acrítico, está condicionado en la 
capacidad, o bien del gobierno 
en turno o de algn*s funciona-
ri*s, de ser capaces de ver y re-
conocer no solo las necesidades 
coyunturales de legitimidad o 
electorales de masa de votantes 
que pueden dar las organizacio-

nes sociales y de base, sino de 
avanzar en la transformación de 
las lógicas y dinámicas que legi-
timan y perpetúan las violencias 
y discriminaciones. Lograr las 
alianzas bajo estos parámetros 
evita la instrumentalización de la 
sociedad civil, y permiten trans-
formar el Estado en una supe-
restructura al servicio de toda la 
sociedad. 

Sin embargo, fue evidente que 
no existen posturas unánimes en 
torno a este organismo, que es a 
la vez el principal interlocutor y 
el objeto de mayor crítica y rece-
lo. En el grupo focal se visibili-
zaron tres posturas principales: 
una que encuentra en el Estado 
un actor de violencia y discrimi-
nación, que legitima y perpetúa 
las estructuras patriarcales de 
desigualdad, con el cual el diálo-
go es de confrontación y desde el 
cual no es posible operar trans-
formaciones. Para esta postura, 
el trabajo desde el Estado no 
es posible, dado que implicaría 
comprometer las apuestas éti-
co-políticas. 

En segundo lugar, se reconoce al 
Estado como una estructura que 
se desempeña en función de la 
mirada política de quien lo con-
duzca. En ese sentido, pueden 
presentarse oportunidades de 
colaboración para lograr puntos 
en común o incluso participar 
como funcionarios de este. No 
obstante, con algunos recelos 
dados los riesgos de comprome-
ter la coherencia política perso-
nal con el desempeño de las di-
rectivas de turno.
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Una tercera postura ve al Esta-
do como una plataforma a uti-
lizar en función de los objetivos 
del movimiento de mujeres y 
que es compatible con el ejerci-
cio de activismo por fuera de él. 
Estas posibles alianzas se darían 
de acuerdo con las coyunturas 
políticas, a partir de lecturas de 
contexto, bien porque el gobier-
no de turno tiene más apertura 
para el reconocimiento de los 
derechos, o por la presencia de 
funcionari*s en capacidad de 
escuchar y articular las deman-
das sociales. Desde esta mirada, 
además, se ve al Estado como un 
lugar que brinda garantías labo-
rales, lo cual beneficia el desarro-
llo personal de las mujeres. Esta 
participación en el servicio públi-
co implica una separación entre 
la función pública y la actividad 
política.

Se señaló que los espacios insti-
tucionales ganados por el movi-
miento de mujeres y feministas 
como las secretarías de las muje-
res, entre estas la Secretaría Dis-
trital de la Mujer de Bogotá o la 
Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer, enfrentan 
conflictos permanentes de reco-
nocimiento y acción en cuanto 
a otras entidades del Estado, 
en las que son vistas como enti-
dades de menor categoría o ge-
neradoras de conflicto, o como 
fortines políticos desde los que 
se legitiman los gobiernos de 
turno para funcionalizar una in-
clusión que no responde a las de-
mandas de las mujeres. De allí la 
imperiosa necesidad de llegar a 
los escenarios de poder y poner-
los al servicio de la construcción 

de paz mediante la articulación 
y reconocimiento de lo diverso, 
que posibilite transformaciones 
en lo local, regional y nacional 
emanado desde el Estado como 
garante de derechos. 

A esto se suma la ausencia del 
Estado en diferentes regiones 
del país, que restringe la parti-
cipación efectiva de personas y 
comunidades, invisibiliza cos-
movisiones, saberes y prácticas 
no hegemónicas, y limita la po-
sibilidad de construir desde la 
diversidad. 

Igualmente, desde la mirada 
macro, pero desde la intersec-
cionalidad intercategorial, se 
evidenciaron retos en el proceso 
de inclusión, entendido como 
creación de alianzas y puentes 
con otros sectores de la sociedad 
civil y de las actorías que los vin-
culan con el Estado de manera 
indirecta, como los partidos po-
líticos, grupos de presión y sec-
tor privado. Encontramos que el 
principal desafío para construir 
confianza y relacionamiento con 
el movimiento social en Colom-
bia consiste en la persistencia de 
prácticas y estructuras patriarca-
les en las organizaciones no femi-
nistas, las cuales desconocen o 
tienen resistencias a admitir los 
avances y la necesidad de conti-
nuar con la garantía de derechos 
de las mujeres, en particular en 
participación. Sin esta confian-
za, es decir, sin el reconocimien-
to del trabajo, la experiencia y el 
valor que, para este caso concre-
to, tiene el movimiento de mu-
jeres, es imposible pensar en la 
construcción de paz, pues lo que 

se pide nuevamente es el someti-
miento a prácticas patriarcales y 
hegemónicas. Transformar este 
escenario es fundamental para lo 
que aquí se ha entendido como 
inclusión. 

Se hizo patente la discusión de la 
movilización social como lugar/
escenario de transformación, 
visibilización y transgresión de 
las prácticas excluyentes. Mo-
vilizaciones como las del Día 
Internacional de la Mujer Tra-
bajadora, el Día Internacional 
del Trabajo, la Marcha del Or-
gullo Gay, entre otras, fueron 
resaltadas como históricamente 
importantes, pero en el contexto 
actual pueden ser insuficientes o 
ineficientes dada la ritualización 
y normalización de estas. La mo-
vilización digital y las formas de 
expresión que mediante las redes 
sociales e internet han surgido 
son novedosas e interesantes, en 
tanto permiten nuevas formas 
de participación y alcance de 
nuevos públicos; sin embargo, la 
fugacidad del impacto generado 
por estos escenarios dada la can-
tidad de información inherente 
a estos medios, la brecha tecno-
lógica y de alcance a comunida-
des incomunicadas o con poco 
relacionamiento con las tecnolo-
gías de la información y la comu-
nicación representan barreras 
a tener en cuenta. Empero, es 
necesario mantener, reinventar, 
potenciar y crear formas de mo-
vilización social, ya que facilitan 
el reconocimiento de lo diverso 
como aliado, como posibilidad y 
fuerza de transformación de rea-
lidades, de creación de alianzas 
de construcción de paz desde el 
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relacionamiento social, desde la 
construcción de lo simbólico y 
de lo público. 

En igual medida, es perentorio 
desarrollar relaciones de trans-
formación con el sector privado, 
dado que no se encontraron refe-
rencias para su relacionamiento 
desde el movimiento de mujeres 
en Colombia. Esta ausencia re-
fiere una distancia significativa 
con un escenario que tradicional-
mente ha perpetuado y ejercido 
formas de violencias y discrimi-
nación hacia lo diverso, expre-
sado entre otras en la asignación 
de actividades productivas y re-
productivas asociadas al sujeto 
ideal de poder en donde los varo-
nes heterosexuales, propietarios 
(o con acceso a niveles técnicos 
y profesionales de educación), 
blancos y urbanos, se encuentran 
en la mejor situación, y a quienes 
se alejan de este ideal l*s son 
condenados a un contínuum de 
violencia. Esto constituye un in-
terrogante para desentrañar las 
razones por las que se presenta 
esta ausencia y una oportunidad 
para la construcción de una paz 
intersectorial. 

En cuanto a la dimensión meso 
y en el espacio intracategorial, 
el principal elemento fue la difi-
cultad para generar inclusiones 
y conversaciones al interior del 
movimiento de mujeres. Esto 
podría surgir de la idea de un 
movimiento homogéneo, que 
encuentra retador reconocerse 
diverso y a la vez integrar y po-
sicionar como iguales luchas no 
hegemónicas, como se vio en el 
grupo focal principalmente en 

cuanto a las mujeres trans, las 
mujeres excombatientes y la re-
lación entre mujeres urbanas y 
rurales. Esto se complejiza más 
por el posible choque de agen-
das que se presente entre estos 
sectores en lo relativo a la cons-
trucción de paz; y también invita 
a la inclusión de otros relatos, 
como podrían ser los que pro-
vienen de la guerra. Al hablar de 
esto nos referimos a las miradas 
que tienen las excombatientes en 
lo que respecta a las apuestas fe-
ministas de sus organizaciones y 
lo que puedan aportar desde allí.

Finalmente, en la dimensión 
micro e identitaria observamos 
que, si bien para el feminismo 
lo personal es político y esta es 
la apuesta discursiva del movi-
miento de mujeres en general, 
este discurso político se ha con-
vertido en un muro que impide 
contactar las dimensiones perso-
nales (micro) con las meso y ma-
cro, y coarta el fluir de ida y vuel-
ta entre lo personal y lo político. 
Esto implica que las prácticas 
personales que se identificaron 
como placenteras en el espacio 
del grupo focal no pueden nutrir 
la práctica profesional y política 
de las mujeres y aquellas diná-
micas hegemónicas son las que 
continúan imperando en las or-
ganizaciones participantes. Así, 
estos instrumentos no se ponen 
en juego a la hora de plantear las 
búsquedas de inclusión, lo cual 
podría contribuir a la ampliación 
del espectro de lo que entende-
mos y aceptamos por inclusión 
hoy en Colombia. 
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Sociedad civil diversa ¿Unidad 
o falta de unidad?

Por definición, una sociedad 
civil diversa es la expresión y 
el incentivo de la participa-
ción ciudadana democrática. 
Sin embargo, en Colombia esa 
diversidad no es sinónimo de 
unidad ante los retos que im-
pone una sociedad polarizada 
en torno a los temas de paz. 
La unidad, o mejor dicho, la 
mayor unidad posible se hace 
necesaria cuando el objetivo de 
construcción de paz se ve ame-
nazado por la fuerza de actores 
políticos opositores al proceso 
y por la persistencia de actores 
armados con intereses políticos 
o criminales. En ese escenario, 
la unidad por buscar salidas 
negociadas a los conflictos ar-
mados remanentes en el país se 
convierte en una necesidad y un 
reto para la sociedad civil.

Unidad no significa homoge-
neidad. Al contrario, la diver-
sidad de proyectos políticos, 
cosmovisiones, capacidades y 
repertorios de acción contribu-
yen a una mayor integralidad 
en la búsqueda de objetivos co-
munes. 

En este sentido, en Colombia 
la unidad se hace necesaria en 
el contexto del posacuerdo con 
las FARC, es decir, en la im-
plementación de este, que es 
el camino más largo y comple-
jo en la construcción de paz. 
La negociación de paz con las 
FARC-EP y el acuerdo resul-
tante fueron motivos suficien-
tes para alcanzar un nivel acep-

table de unidad en medio de la 
heterogeneidad de la sociedad 
civil. Sin embargo, la imple-
mentación de este ha presenta-
do limitaciones que requieren 
que ésta se convierta nueva-
mente en motivo de unidad. 
Esto supone superar las dife-
rencias programáticas, políti-
cas, ideológicas, además de la 
competencia por recursos que 
aflora en el período de imple-
mentación de los acuerdos de 
paz. La implementación tam-
bién es un proceso político que 
busca transformaciones insti-
tucionales (técnicas) pero que 
son políticas al final de cuentas.

Es así como la heterogeneidad 
no se debe convertir en impedi-
mento de unidad política para 
la sociedad civil que apoya la 
construcción de paz y la im-
plementación de los acuerdos 
de paz. El diálogo inclusivo 
al interior de la sociedad civil 
hará posible encontrar la com-
plementariedad en medio de la 
heterogeneidad, sobre la base 
de la unidad política necesaria 
para sostener el impulso ciuda-
dano y gubernamental de hacer 
realidad la implementación de 
los acuerdos y la continuidad 
de las negociaciones con otros 
grupos armados que han ma-
nifestado su voluntad (aunque 
sea con grandes retos) de en-
contrar una salida negociada al 
conflicto armado. Aun en este 
esfuerzo, debe reconocerse que 
la construcción de paz no se 
agota en los procesos de fina-
lización de conflictos armados, 
sino que va más allá en el marco 
de la continuidad y la constan-

cia de acciones como las que se 
han descrito.

Polarización: Reproducir la ba-
talla ideológica en la sociedad 
civil

Uno de los retos que enfrenta 
toda sociedad que finaliza una 
confrontación armada es supe-
rar la confrontación ideológica 
que repercute en polarización 
y descrédito mutuo entre acto-
res políticos. La sociedad civil 
no se escapa de esa situación 
y emergen discursos dicotómi-
cos de confrontación “izquier-
da-derecha” que profundizan la 
fragmentación y la exclusión.

En Colombia, el cambio de go-
bierno posterior a la firma del 
acuerdo de paz contribuyó a 
acentuar la polarización ideo-
lógica en la sociedad. Si bien 
la sociedad civil no está exenta 
de poseer contenido ideológico 
y político -al contrario, eso es 
parte del ejercicio democráti-
co que representa- se corre el 
riesgo de que esas diferencias 
se traduzcan en exclusión, es-
tigmatización y confrontación 
entre las diversas expresiones 
de sociedad civil.

Es necesario que el debate y 
entendimiento mutuo entre las 
diferentes expresiones de socie-
dad civil de lugar a superar las 
barreras ideológicas y transfor-
mar esa situación en motor de 
cambio social hacia una socie-
dad diversa política e ideológi-
camente, pero unificada en su 
objetivo de construir paz.
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Ese es un reto para la sociedad 
civil en el escenario actual, en 
donde la política de gobierno 
tiende a reducir la importan-
cia del acuerdo de paz con las 
FARC-EP como ruta de trans-
formación y cambio social. La 
tarea de la sociedad civil en 
favor de la paz es movilizar la 
voluntad de los detractores y 
no confrontarse o excluirse por 
diferencias programáticas o 
políticas. Al final, la paz debe-
ría ser un objetivo de “izquier-
das y derechas”, una política de 
Estado y no una excusa para la 
exclusión y la confrontación.

Superar asimetrías y 
construir contrapesos

Uno de los principales retos 
que enfrenta la sociedad civil 
en Colombia es el efecto de las 
asimetrías de poder que preva-
lecen en sociedades altamente 
divididas. Cuando a esto se 
suma un entorno político ad-
verso en el ámbito público, en-
tonces esas asimetrías se hacen 
más profundas.

La sociedad civil tiene una im-
portante contribución para su-
perar las asimetrías de poder 
a través de la generación o el 
fortalecimiento del tejido so-
cial. Una sociedad articulada 
es una sociedad con mayores 
capacidades para hacer contra-
peso a las asimetrías de poder. 
La generación de alianzas, la 
organización de plataformas y 
redes de organizaciones permi-
tirá una mayor articulación de 
los diversos repertorios y mo-
dalidades de acción existentes 

en la sociedad civil colombiana.

Inclusión de la sociedad 
civil no organizada

A través de este proyecto se ha 
hecho una contribución para 
llenar el vacío de conocimiento 
y, por lo tanto, de inclusión de 
la sociedad civil no organizada. 
Son diferentes las expresiones, 
intereses, lenguaje y modalida-
des de la sociedad civil no or-
ganizada y esto supone el reto 
de acercar a la sociedad civil 
organizada a las diversas expre-
siones no organizadas que tam-
bién reclaman el cumplimiento 
de los acuerdos de paz y la bús-
queda de salidas negociadas a 
la confrontación armada aún 
existente en el país. No obstan-
te, no se puede pasar por alto 
que, así como hay sectores que 
abogan por el cumplimiento de 
acuerdos de paz, también hay 
quienes los rechazan por múlti-
ples razones, poniendo de fon-
do una concepción diferente de 
la paz. 

Superar ese reto supone un 
esfuerzo mayor por la investi-
gación y generación de infor-
mación generada participativa-
mente para establecer puentes 
de entendimiento en primer 
lugar y de articulación poste-
riormente.

Supone también superar barre-
ras ideológicas y programáticas 
que transiten de lo técnico a lo 
político y así mismo, de la ob-
servación y estudio a la comple-
mentariedad de los repertorios 
de acción que la sociedad civil 

no organizada posee. Esto, con 
el propósito de superar visio-
nes maniqueas del país y su his-
toria, que no corresponden con 
el conjunto de matices y grises 
que se observan actualmente.

Acciones de largo plazo

Para la sociedad civil colom-
biana el transitar a estrategias 
de largo plazo supone superar 
varios retos. En primer lugar, 
la disponibilidad de recursos 
que, por ser escasos y fragmen-
tados, afectan la implementa-
ción de acciones sostenibles. 
En segundo lugar, el largo 
plazo supone también el reto 
de manejar el espacio político, 
especialmente el gubernamen-
tal, que no solo es variable sino 
inconsistente con objetivos de 
Estado. Como se manifestó 
con el cambio de gobierno re-
ciente, los esfuerzos públicos 
por implementar el acuerdo de 
paz han sido considerablemen-
te debilitados. Si bien esto es 
un reto para la sociedad civil en 
términos de recursos y entorno 
político favorable, ese esfuerzo 
de articulación y complemen-
tariedad entre las diferentes 
expresiones de sociedad civil 
debería entonces convertirse 
en una estrategia para generar 
contrapesos que favorezcan los 
procesos de largo plazo.

Esto implica reconocer que 
el proceso de paz no es lineal, 
que no se limita al agotamiento 
de fases, sino es una constante 
negociación política, entre la 
sociedad civil y el Estado y en-
tre la sociedad civil misma. La 



S
o

ci
ed

ad
 C

iv
il 

y 
C

o
n

st
ru

cc
ió

n
 d

e 
P

az
  —

 2
0

18
 /

 2
0

19

132
implementación del acuerdo de 
paz no significa que la unidad 
política en torno a negociar y 
reclamar la sostenibilidad de la 
paz se haya agotado. Al contra-
rio, es ese objetivo el que más 
retos presenta y, por lo tanto, 
más esfuerzos de articulación 
por parte de la sociedad civil. 
A su vez, este desafío constituye 
uno de los pasos fundamentales 
respecto a la construcción de 
paz en Colombia, que siempre, 
como en cualquier lugar, es un 
proceso inacabado que va mu-
cho más allá de un proceso de 
paz, y que requiere constancia y 
activismo.

De la paz institucional a 
la paz amplia

Colombia se caracteriza por una 
tendencia a la formalización e 
institucionalización (regulación 
legal) de los procesos sociales. 
Si bien esto es necesario en toda 
sociedad apegada al estado de 
derecho, el problema emerge 
cuando no se transita de la for-
malización a la concreción en 
lo social, a su materialización 
y apropiación por parte de la 
sociedad. La sociedad civil en 
general propone una visión de 
la paz más allá de los procesos 
institucionales, es decir, una 
paz materializada en lo social y 
en lo territorial, en el entendido 
de que esta es una construcción 
socio-geo-histórica. La demanda 
por el cumplimiento de los acuer-
dos de paz no se puede limitar a 
la creación de instituciones, emi-
sión de normas o elaboración de 
planes si todo eso no se traduce 
en resultados observables para 

los grupos sociales más afecta-
dos por el conflicto armado y por 
las estructuras sociales que dan 
lugar a éste.

Esa transición no es solo técni-
ca, es decir, hacer más eficiente 
la institucionalidad sino es tam-
bién política, es decir, hacer que 
la voluntad sea lo que mueva lo 
público y no solamente la buro-
cracia. Esto implica un proceso 
político de articulación de gru-
pos sociales que, al mismo tiem-
po que proponen salidas técni-
cas, demandan cumplimiento en 
lo político. Al mismo tiempo, es 
necesaria la existencia de un an-
damiaje institucional que facilite 
y propicie los procesos de cons-
trucción de paz.

Puntualmente, los retos se pue-
den resumir en:

•Diálogo político al interno de 
la sociedad civil para superar ba-
rreras ideológicas y diferencias 
programáticas.

•Mutuo entendimiento y articu-
lación para la complementarie-
dad de repertorios de acción.

•Inclusión de la sociedad civil 
no organizada, no solo como ob-
jeto de investigación, sino como 
aliada para la acción.

•Unidad para la incidencia por 
un entorno político favorable en 
el ámbito público.

•Acciones de mediación y 
diálogo sobre conflictos concre-
tos, especialmente en el ámbito 
territorial.

•Definir acciones concretas que 
involucren a más población, no 
solamente a los grupos califica-
dos técnicamente o con influen-
cia pública.

•Construir a partir de necesi-
dades concretas de la población 
más afectada e involucrarla en 
los procesos de articulación y 
transformación.

•Superar la estigmatización 
ideológica al interior de la socie-
dad civil.

•Evidenciar y superar la existen-
cia de discursos políticos favora-
bles incoherentes con prácticas 
políticas desfavorables a la paz.

•Transitar del monitoreo 
informativo al monitoreo para la 
incidencia para el cambio.

•Definir prioridades de acción 
para la fase actual del proceso y 
para los siguientes cinco años, 
así como roles de la sociedad 
civil de acuerdo con especialida-
des y capacidad política.

•Definir estrategias de acción 
para la implementación de los 
acuerdos en función del manejo 
de un espacio político cambian-
te, no lineal ni estable.

•Establecer diálogo político 
para identificar obstáculos a la 
construcción de paz.

•Promover inclusión en función 
de la transformación de conflic-
tos.

•Definir negociaciones y diálo-
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gos a partir de recursos y meto-
dologías innovadoras, lúdicas, 
artísticas, trauma hiling.

•Promoción de la reconciliación 
para la construcción de paz.

•Establecer el vínculo entre 
lo micro y lo macro, entre lo 
individual y lo colectivo para la 
construcción de paz.

Cooperación internacional: Un 
aliado estratégico

La cooperación internacional 
juega un papel fundamental en 
los primeros años de imple-
mentación de un acuerdo de 
paz. Esto deviene del hecho 
de que durante ese período se 
entiende que es posible que 
sean más los detractores que 
los convencidos de la necesi-
dad de implementar un acuer-
do y construir paz. En ese 
sentido, la sociedad civil debe 
transitar de una comprensión 
de donante a una compren-
sión de aliado político al pen-
sar en el rol de la cooperación 
internacional.

Los recursos son escasos pero 
estratégicos. Por esa razón, 
el diálogo con la comunidad 
internacional debe ser para 
el mutuo entendimiento y la 
alineación de agendas e inte-
reses y no solamente en fun-
ción de apoyos financieros. 
La mayor unidad de objetivos 
y complementariedad de es-
pecializaciones de sociedad 
civil contribuye a fortalecer 
la naturaleza estratégica de la 
cooperación internacional en 

aras de crear capacidades en 
la ciudadanía para construir 
paz. Esa alianza se traduce en 
un contrapeso frente a la opo-
sición a la paz.
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VI.

Reflexiones 
finales
-
El reto de dialogar 
con grupos opuestos
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La construcción de paz supone 
para la sociedad civil establecer 
procesos de diálogo con grupos 
opuestos dado que, en el mo-
mento actual y dada la trayecto-
ria histórica de los intentos por 
negociar el fin de la violencia 
armada, la oposición a la paz se 
fortalece ante la falta de cumpli-
miento del acuerdo de paz con 
las FARC-EP y la extremada 
polarización política en torno a 
ese tema y a negociaciones con 
otros actores armados. Si bien 
no existe una verdad después de 
un conflicto armado, una socie-
dad democrática promueve la 
posibilidad construir verdades y 
memoria histórica que reafirme 
identidad por la paz.

El anhelo de construcción se am-
plía a una aspiración por trans-
formar un modelo de país que 
hasta el momento demuestra ser 
adverso a superar la opción de la 
violencia armada como forma de 
acción política. De ahí que abor-
dar la construcción de paz des-
de los diferentes niveles sociales 
(Track 6) se hace necesario, en 
donde se persiga la incidencia 
y diálogo en el nivel político de 
toma de decisión, en la sociedad 
civil y en la población en general. 
También supone el establecer 
puente de mutuo entendimien-
to entre esos diferentes niveles. 
Todo esto considerando que en 
cada uno de ellos existen actores 
opositores a la paz y que son ellos 
los más importantes de incluir 
sobre la base de un tejido social 
fortalecido y nuevas narrativas 
favorables a la paz.

La construcción de paz postula 

la búsqueda de consensos míni-
mos en momentos clave como 
estrategia para movilizar volun-
tades en favor de la paz. Estable-
cer el diálogo, aproximarse a los 
actores más grises, supone desa-
rrollar ese tipo de estrategias.

El riesgo en que se encuentra la 
paz es equivalente al riesgo en 
que se encuentra la democracia. 
Para gran parte de la sociedad 
en su conjunto resulta evidente 
que la paz no significa solamen-
te la finalización de un conflic-
to armado, sino la superación 
de los factores estructurales de 
desigualdad y exclusión que lo 
condicionan. Esto implica un 
proceso de transformación inte-
gral de la relación entre Estado 
y sociedad en donde la sociedad 
civil tiene una importante fun-
ción de mediación para prevenir 
los desenlaces violentos que ese 
proceso puede generar. Para la 
sociedad civil organizada la re-
sistencia tiene un significado de 
sobrevivencia, lo cual es un con-
tenido vital y concreto que la so-
ciedad civil organizada no puede 
ignorar. La resistencia tiene una 
función movilizadora y comuni-
cacional. Más que evadir su fun-
ción, se convierte en reto para la 
sociedad civil el resignificarla en 
función de la paz. La resistencia 
de la sociedad civil organizada 
en Colombia ha sido una acción 
fundamental en contra de la vio-
lencia armada proveniente de 
una diversidad de actores.

El proceso de construir puentes 
de mutuo entendimiento entre 
los diferentes niveles sociales son 
formales e informales y esa dife-

rencia será estratégica en tanto 
búsqueda de objetivos de trans-
formación de conflictos y cons-
trucción de paz. Esa unidad es, 
como se mencionó, estratégica, 
no significa que siempre tenga 
que ser así ya que la democracia 
supone la diferencia y competen-
cia política. Este proceso no es 
incipiente, ya existe un buen acu-
mulado de experiencias signifi-
cativas como la plataforma deno-
minada “Diálogos Improbables”, 
el Grupo de Diálogo sobre Mi-
nería en Colombia (GDIAM), 
los trabajos que viene haciendo 
la Comisión de la Verdad, entre 
muchos otros. Todos ellos en 
conjunto demuestran que el es-
fuerzo es creciente y significativo 
para la materialización de la paz.

Los retos a la paz son nacionales, 
regionales y locales por lo que la 
resistencia de diversos actores se 
manifiesta en esos niveles (elites 
locales, nacionales y regionales). 
Las estrategias de sociedad civil 
deberán identificar esas resisten-
cias y a la vez, las oportunidades 
de acercamiento para el diálogo 
con actores difíciles. De ahí la 
importancia de abordar la cons-
trucción de paz desde procesos 
de transformación de conflictos 
puntuales en los diferentes nive-
les y con todos los actores invo-
lucrados.

En ese contexto, la inclusión 
significa involucrar diferentes 
perspectivas e intereses en la 
sociedad, especialmente en so-
ciedades afectadas por largos 
períodos de violencia armada en 
donde incluir implica también 
a aquellos considerados como 
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enemigos. En esa perspectiva, la 
expectativa de la paz no puede 
estar limitada únicamente a los 
acuerdos de paz con las FARC-
EP sino también con los grupos 
armados que continúan operando 
en el país, aunque esto implique 
que la paz no ocurre en un contex-
to en donde la población esté uni-
ficada en torno a ese anhelo.

Así mismo, para la sociedad civil 
se vislumbra el reto de conciliar 
el concepto de paz institucional 
(track 1) alrededor de un acuer-
do, de la justicia transicional, de 
los derechos, la no repetición y, 
por otro lado, el concepto de paz 
de la sociedad civil no organiza-
da que está enfocada a la armo-
nía, convivencia y tranquilidad 
desde una perspectiva comuni-
taria.

La sociedad civil colombiana 
demuestra ser resiliente. Se de-
muestra que, a mayores capaci-
dades, se logran mejores accio-
nes, por ejemplo, el aporte que 
se ha hecho en torno a acciones 
de paz territorial. Los hallazgos 
identificados aquí son oportuni-
dades para potenciar la contri-
bución de la sociedad civil a la 
construcción de paz en Colom-
bia. Ejemplo de ello es el aumen-
to en las acciones colectivas en-
tre 2010 y 2018 con disminución 
en 2018 marcada por cambio en 
el contexto político. El incre-
mento coincidió con los acuer-
dos de paz. Las acciones que 
más se han realizado fueron las 
de educar, organizar tanto para 
respaldo de sociedad civil como 
para generar alternativas de paz 
en repertorios alternativos (min-

gas artísticas, futbol, deportes, 
etc) como acciones de conviven-
cia. Estos ejemplos ratifican que 
la cohesión social y socialización 
son acciones efectivas y observa-
bles. Todo esto en medio de un 
contexto en donde la violencia 
armada no cesó del todo. Esa 
es la expresión de vitalidad y re-
siliencia de la sociedad civil en 
Colombia.
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144Anexo 1
Encuesta
¡Bienvenidas todas las personas!

Wikipaz es un espacio dedicado a la construcción de paz. Queremos que nos ayudes a definir qué es la 
paz, los sentimientos que suscita y que comencemos a desarrollar un imaginario colectivo sin imposi-
ciones a partir del respeto, la aceptación y la diferencia.

Ayúdanos a construir la experiencia

A continuación te haremos una serie de preguntas, compártenos tu visión, se honesta y haz parte de 
una comunidad interesada en la construcción de un concepto colectivo de paz.

¿Si te menciono la palabra Paz, qué es lo primero que se te viene a la cabeza?
__________

Escribe aquí el sonido o la canción (título y autor) que para ti representen la paz.
___________

Al final encontrarás un Playlist colaborativo de la paz con las canciones que han aportado otras perso-
nas.

Se nos ha dividido mucho en estos últimos años, especialmente en el tema de la paz. Cuéntanos qué 
opinas sobre estas afirmaciones para que podamos construir un mapa adecuado de la visión de paz de 
nuestra sociedad.

-Preferiría que mis hijos(as) no estudiaran con hijos(as) de desmovilizados(as):
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Para no repetir la violencia, los subversivos y las subversivas tienen derecho a participar en política:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Sólo quien cometió el daño debe reparar a la víctima:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Para que haya paz, se debe restituir a las personas despojadas de su tierra:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Sin justicia no hay paz:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Si no perdonamos nos vamos a seguir matando:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Los integrantes del paramilitarismo también son víctimas:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Los integrantes de las guerrillas también son víctimas:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-A pesar de que nunca tendremos la verdad absoluta sobre lo que pasó en el conflicto armado, debe-
mos intentar saber lo que más podamos con el fin de no repetirlo:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
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-Lo más importante para una víctima es saber la verdad:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Mi participación es tenida en cuenta en procesos de construcción de paz:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Yo me manifiesto públicamente cuando estoy inconforme con decisiones gubernamentales frente al 
desarrollo de procesos de paz:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Sin importar las condiciones, como representante electo de los colombianos el Presidente debe con-
ducir negociaciones de paz:
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde
-Hago parte de una organización social
Tu respuesta: De acuerdo - En desacuerdo - No sabe/ No responde

GÉNERO
¿Cómo te defines?: Femenino - Masculino - Otro

TÚ NOMBRE
________________________________________________________
CORREO
________________________________________________________
EDAD
________________________________________________________

Adjunta una imagen que represente paz para ti:
________________________________________________________

Si tienes tiempo déjanos un comentario final:
________________________________________________________

A continuación encontrarás una playlist colectiva de sonidos de paz. Escúchala 
Muchas gracias por participar en la co-construcción del concepto de paz.
Te estaremos enviando los resultados de nuestros hallazgos.

Anexo 2

Política de Privacidad y Tratamiento de Datos Personales de Wikipaz
 
Para APAZ, el Extituto de Política Abierta y Policéntrico, la protección, integridad y confidencialidad 
de los datos personales de los participantes de Wikipaz es muy importante. Por eso hemos diseñado 
esta política de almacenamiento y tratamiento de los datos ingresados en la plataforma Wikipaz y esta-
mos comprometidos con la protección y el manejo adecuado de los mismos, conforme el régimen legal 
de protección de datos personales aplicable en Colombia.
 
La Política de Privacidad y Tratamiento de Datos Personales de Wikipaz establece de manera espe-
cífica la forma como dichos datos serán protegidos y tratados de acuerdo con las disposiciones de la 
Ley 1581 de 2012 y el Decreto 1377 de 2013 en materia de protección de datos, así como con las demás 
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normas que modifiquen, regulen o amplíen dicha regulación. 
 
CAPÍTULO I - DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 1. DEFINICIONES. 
Para efectos de la aplicación de las disposiciones contenidas en esta política, de acuerdo con lo estable-
cido en el Artículo 3 de la Ley 1581 de 2012 y el Artículo 3 del Decreto 1377 de 2013, se entiende por:
 
1.Autorización: Consentimiento previo, expreso e informado del titular para llevar a cabo el tratamien-
to de datos personales.

2.Aviso de privacidad: Comunicación verbal o escrita generada por el Responsable, dirigida al Titular 
para el Tratamiento de sus datos personales, mediante la cual se le informa acerca de la existencia de 
las políticas de Tratamiento de información que le serán aplicables, la forma de acceder a las mismas y 
las finalidades del Tratamiento que se pretende dar a los datos personales. 

3.Base de Datos: Conjunto organizado de datos personales que sea objeto de Tratamiento.

4.Dato personal: Cualquier información vinculada o que pueda asociarse a una o varias personas natu-
rales determinadas o determinables.

5.Dato personal sensible: Información que afecta la intimidad de la persona o cuyo uso indebido puede 
generar su discriminación, tales como aquellos que revelen el origen racial o étnico, la orientación 
política, las convicciones religiosas o filosóficas, la pertenencia a sindicatos, organizaciones sociales, 
de derechos humanos o que promueva intereses de cualquier partido político o que garanticen los 
derechos y garantías de partidos políticos de oposición, así como los datos relativos a la salud, a la vida 
sexual y los datos biométricos (huellas dactilares, entre otros). Para efectos de la presente política, el 
Extituto de Política Abierta y Policéntrico advierten el carácter facultativo que tiene el titular del dato 
personal para suministrar este tipo de información en los casos en los cuales pueda solicitarse.

6.Dato público: Es el dato que no sea semiprivado, privado o sensible. Son considerados datos públi-
cos, entre otros, los datos relativos al estado civil de las personas, a su profesión u oficio y a su calidad 
de comerciante o de servidor público. Por su naturaleza, los datos públicos pueden estar contenidos, 
entre otros, en registros públicos, documentos públicos, gacetas y boletines oficiales y sentencias judi-
ciales debidamente ejecutoriadas que no estén sometidas a reserva.

7.Encargado del Tratamiento: Persona natural o jurídica, pública o privada, que por sí misma o en 
asocio con otros, realice el Tratamiento de datos personales por cuenta del Responsable del Trata-
miento. Para esta Política de Privacidad y Tratamiento de Datos Personales de Wikipaz, los encarga-
dos del tratamiento serán el Extituto de Política Abierta junto con Policéntrico. Particularmente las 
personas bajo la responsabilidad de dichas organizaciones, que por virtud de la autorización y de la 
Política de Datos tienen legitimidad para someter a tratamiento los datos personales del titular. Las 
personas autorizadas expresamente por el Extituto de Política Abierto y Policéntrico para el manejo 
de los datos se dará en virtud de un acuerdo de confidencialidad, donde también medie obligación de 
utilizar dichos datos conforme a esta Política. 

8.Autorizado: Serán las personas dentro del Extituto de Política Abierta y Policéntrico, que por virtud 
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de la autorización y de la Política tienen legitimidad para someter a tratamiento los datos personales 
del titular. El Autorizado incluye al género de los Habilitados.

9.Habilitación o estar Habilitado: Es la legitimación que expresamente y por medio de un contrato de 
confidencialidad, otorgue el Extituto de Política Abierta y Policéntrico a terceros, en cumplimiento de 
la ley aplicable, para el tratamiento de datos personales, convirtiendo a tales terceros en encargados del 
tratamiento de los datos personales entregados o puestos a disposición.

10.Reclamo: Solicitud del titular del dato o las personas autorizadas por éste o por la ley para corregir, 
actualizar o suprimir sus datos personales o cuando adviertan que existe un presunto incumplimiento 
del régimen de protección de datos, según el artículo Art. 15 de la Ley 1581 de 2012.

11.Responsable del Tratamiento: Persona natural o jurídica, pública o privada, que por sí misma o en 
asocio con otros, decida sobre la base de datos y/o el Tratamiento de los datos. El Extituto de Políti-
ca Abierta y Policéntrico son los responsables del manejo que se dará a la base de datos del ejercicio 
Wikipaz.

12.Titular: Persona natural cuyos datos personales sean objeto de Tratamiento.

13.Tratamiento: Cualquier operación o conjunto de operaciones sobre datos personales, tales como la 
recolección, almacenamiento, uso, circulación o supresión.

14.Transferencia: La transferencia de datos tiene lugar cuando el Responsable y/o Encargado del 
Tratamiento de datos personales, ubicado en Colombia, envía la información o los datos personales a 
un receptor, que a su vez es Responsable del Tratamiento y se encuentra dentro o fuera del país.

15.Transmisión: Tratamiento de datos personales que implica la comunicación de los mismos dentro 
o fuera del territorio de la República de Colombia cuando tenga por objeto la realización de un Trata-
miento por el Encargado por cuenta del Responsable.

16.Wikipaz: Wikipaz es una plataforma que se desarrolla en el marco del proyecto “Paz con Impacto 
Local” (Impact Local Peace), un proyecto en el cual participan varias organizaciones de la sociedad ci-
vil para reflexionar sobre el significado de los conceptos de sociedad civil, paz e inclusión en el contex-
to nacional y local. El producto de la información recolectada se utilizará para la redacción de un texto 
académico en el marco de este proyecto. 
 
ARTÍCULO 2. OBJETO. 
El presente documento tiene la finalidad de regular los procedimientos de recolección, manejo y trata-
miento de los datos de carácter personal que se van a recolectar en el marco del proyecto Wikipaz.  
 
ARTÍCULO 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN.
 El presente manual será aplicable a los datos personales registrados en el marco del proyecto Wikipaz.  
 
ARTÍCULO 4. LEGISLACIÓN APLICABLE. 
Este manual fue elaborado teniendo en cuenta las disposiciones de la Ley 1581 de 2012 “Por la cual se 
dictan disposiciones generales para la protección de datos personales” y del Decreto número 1377 de 
2013 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1581 de 2012”. La Política de Privacidad y Trata-
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miento de Datos Personales de Wikipaz establece de manera específica la forma como dichos datos 
serán protegidos y tratados de acuerdo con dichas disposiciones, así como las demás normas que 
modifiquen, regulen o amplíen dicha regulación. Lo no establecido expresamente en esta Política se 
entiende está regulado y regido por las normas citadas.
 
ARTÍCULO 5. FINALIDADES DEL TRATAMIENTO DE LOS DATOS PERSONALES. 
 
La información recolectada será utilizada en el marco del proyecto “Paz con Impacto Local” (Impact 
Local Peace), un proyecto en el cual participan varias organizaciones de la sociedad civil colombiana 
para reflexionar sobre el significado de los conceptos de sociedad civil, paz e inclusión en el contexto 
nacional y local. El producto final de este ejercicio será un texto académico que logre registrar cuál es 
la noción que tiene la sociedad civil no organizada sobre la paz. 
 
Al aceptar la Política de Privacidad y Tratamiento de Datos Personales de Wikipaz, los titulares au-
torizan el tratamiento de los datos. A su vez, Wikipaz se compromete a garantizar el anonimato de los 
datos en la información producida a partir del tratamiento, con el objetivo de proteger a los titulares. 
 
CAPÍTULO II 
 
ARTÍCULO 6. AUTORIZACIÓN.
 
La recolección, almacenamiento, uso, circulación o supresión de datos personales por parte del Extitu-
to de Política Abierta y Policéntrico requiere del consentimiento libre, previo, expreso e informado del 
titular de los mismos en la plataforma web Wikipaz. 
 
Tanto el Extituto de Política Abierta y Policéntrico en su condición de responsables del tratamiento 
de datos personales, han dispuesto de los mecanismos necesarios para obtener la autorización de los 
titulares, garantizando en todo caso que sea posible verificar el otorgamiento de dicha autorización. 
Con la mencionada autorización, el titular acepta las políticas y condiciones que se establecen en el 
presente documento. 
 
ARTÍCULO 7. FORMA Y MECANISMOS PARA OTORGAR LA AUTORIZACIÓN. 
 
La autorización del titular de la información constará en cada uno de los canales y mecanismos de 
recolección de datos de Wikipaz. 
 
Así, podrá constar en un documento físico, electrónico o en cualquier otro formato que permita ga-
rantizar su posterior consulta. La autorización será emitida por el titular previo al tratamiento de sus 
datos personales, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1581 de 2102. Con el procedimiento de 
autorización consentida se garantiza que se ha puesto en conocimiento del titular de los datos perso-
nales, tanto el hecho que su información personal será recogida y utilizada para fines determinados y 
conocidos, como que tiene la opción de conocer cualquier alteración a los mismos y el uso específico 
que de ellos se ha dado. Lo anterior con el fin de que el titular tome decisiones informadas con relación 
a sus datos personales y controle el uso de su información personal. 
 
CAPÍTULO III DERECHOS Y DEBERES 
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ARTÍCULO 8. DERECHOS DE LOS TITULARES DE LA INFORMACIÓN. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 8 de la Ley 1581 de 2012 el titular de los datos persona-
les tiene los siguientes derechos:
 
a) Conocer, actualizar y rectificar sus datos personales frente al EXTITUTO DE POLÍTICA 
ABIERTA y POLICÉNTRICO, en su condición de responsables del tratamiento. 
 
b) Solicitar prueba de la autorización otorgada al EXTITUTO DE POLÍTICA ABIERTA y PO-
LICÉNTRICO, en su condición de Responsables del Tratamiento. 
 
c) Ser informado por el EXTITUTO DE POLÍTICA ABIERTA y POLICÉNTRICO previa 
solicitud, respecto del uso que le han dado a sus datos personales. 
 
d) Presentar ante la Superintendencia de Industria y Comercio quejas por infracciones a lo dispuesto 
en la Ley 1581 de 2012, una vez haya agotado el trámite de consulta o reclamo ante el Responsable del 
Tratamiento. 
 
e) Revocar la autorización y/o solicitar la supresión del dato cuando en el Tratamiento no se respeten 
los principios, derechos y garantías constitucionales y legales. 
 
f) Acceder en forma gratuita a sus datos personales que hayan sido objeto de Tratamiento.
 
ARTÍCULO 9. DEBERES EN RELACIÓN CON EL TRATAMIENTO DE LOS DATOS 
PERSONALES. 
 
Tanto el EXTITUTO DE POLÍTICA ABIERTA como POLICÉNTRICO tendrán presente, en 
todo momento, que los datos personales son propiedad de las personas a las que se refieren y que sólo 
ellas pueden decidir sobre los mismos. En este sentido, harán uso de ellos sólo para aquellas finalida-
des para las que se encuentran facultados debidamente, y respetando en todo caso la Ley 1581 de 2012 
sobre protección de datos personales.

De conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 1581 de 2012, el EXTITUTO DE PO-
LÍTICA ABIERTA y POLICÉNTRICO se comprometen a cumplir en forma permanente con los 
siguientes deberes:

a) Garantizar al Titular, en todo tiempo, el pleno y efectivo ejercicio del derecho de hábeas data. 
 
b) Conservar la información bajo las condiciones de seguridad necesarias para impedir su adultera-
ción, pérdida, consulta, uso o acceso no autorizado o fraudulento. 
 
c) Realizar oportunamente, esto es en los términos previstos en los artículos 14 y 15 de la Ley 1581 de 
2012, la actualización, rectificación o supresión de los datos. 
 
d) Tramitar las consultas y los reclamos formulados por los Titulares en los términos señalados en el 
artículo 14 de la Ley 1581 de 2012. 
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e) Insertar en la base de datos la leyenda “información en discusión judicial” una vez notificado por 
parte de la autoridad competente sobre procesos judiciales relacionados con la calidad o detalles del 
dato personal. 
 
f) Abstenerse de circular información que esté siendo controvertida por el Titular y cuyo bloqueo haya 
sido ordenado por la Superintendencia de Industria y Comercio. 
 
g) Permitir el acceso a la información únicamente a las personas que pueden tener acceso a ella. 
 
h) Informar a la Superintendencia de Industria y Comercio cuando se presenten violaciones a los códi-
gos de seguridad y existan riesgos en la administración de la información de los Titulares. 
 
i) Cumplir las instrucciones y requerimientos que imparta la Superintendencia de Industria y Comer-
cio.

j) Siguiendo las recomendaciones éticas en materia de privacidad y seguridad de los principios para el 
desarrollo digital, Wikipaz evitará la divulgación en los resultados compartidos al público, de conteni-
do que pueda representar noticias faltas, desinformación, contenido sexual o discursos de incitación al 
odio. Podrá hacer referencia general a que se recibió dicho contenido, pero sin propagarlo.  
 
CAPÍTULO IV PROCEDIMIENTOS DE ACCESO, CONSULTA Y RECLAMACIÓN 
 
ARTÍCULO 10. DERECHO DE ACCESO.
 
El poder de disposición o decisión que tiene el titular sobre la información que le concierne, conlleva 
necesariamente el derecho de acceder y conocer si su información personal está siendo objeto de trata-
miento, así como el alcance, condiciones y generalidades de dicho tratamiento. 
 
Asimismo, el titular tiene derecho a solicitar su rectificación en caso de ser inexactos o incompletos y a 
cancelarlos cuando no estén siendo utilizados conforme a finalidades y términos legales o contractua-
les o según las finalidades y términos contemplados en esta Política de Privacidad. 
 
El EXTITUTO DE POLÍTICA ABIERTA y POLICÉNTRICO garantizarán el derecho de 
acceso cuando, previa acreditación de la identidad del titular o de su representante o apoderado, lo 
solicite según lo previsto en la Ley 1581 de 2012. Los titulares y usuarios pueden ejercer sus derechos de 
conocer, actualizar, rectificar y suprimir sus datos personales enviando su solicitud al correo electróni-
co: extitutopa@gmail.com de conformidad con esta Política de Privacidad. 
 
Deben incluir en la solicitud los siguientes datos: 

• Nombres y apellidos. 
• Tipo de documento. 
• Número de documento. 
• Teléfono. 
• Correo electrónico. 
• País. 
• Asunto. 
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 ARTÍCULO 11. RESPUESTA A CONSULTAS. En cualquier caso, independientemente del me-
canismo implementado para la atención de solicitudes de consulta, las mismas serán atendidas en un 
término máximo de diez (10) días hábiles contados a partir de la fecha de su recibo. Cuando no fuere 
posible atender la consulta dentro de dicho término, se informará al interesado antes del vencimiento 
de los 10 días, expresando los motivos de la demora y señalando la fecha en que se atenderá su consul-
ta, la cual en ningún caso podrá superar los cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento del primer 
plazo. 
 
ARTÍCULO 12. RECLAMOS. De conformidad con lo establecido en el artículo 14 de la Ley 1581 
de 2012, el Titular o sus causahabientes que consideren que la información contenida en una base de 
datos debe ser objeto de corrección, actualización o supresión, o cuando adviertan el presunto incum-
plimiento de cualquiera de los deberes contenidos en la Ley 1581 de 2012, podrán presentar un reclamo 
ante el Responsable del Tratamiento, el cual será tramitado bajo las siguientes reglas:
 
1. El reclamo lo podrá presentar el Titular mediante el correo electrónico que dispone el EXTITUTO 
DE POLÍTICA ABIERTA. Si el reclamo recibido no cuenta con información completa que permita 
darle trámite, esto es, con la identificación del Titular, la descripción de los hechos que dan lugar al 
reclamo, la dirección, y acompañando los documentos que se quiera hacer valer, se requerirá al intere-
sado dentro de los cinco (5) días siguientes a su recepción para que subsane las fallas. Transcurridos 
dos (2) meses desde la fecha del requerimiento sin que el solicitante presente la información requerida, 
se entenderá que ha desistido del reclamo. Si por alguna circunstancia la Corporación recibe un recla-
mo que en realidad no debería ir dirigido contra él, dará traslado a quien corresponda en un término 
máximo de cuatro (4) días hábiles e informará de la situación al interesado. 
 
2. El término máximo para atender el reclamo será de quince (15) días hábiles contados a partir del 
día siguiente a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible atenderlo dentro de dicho término se 
informará al interesado antes del vencimiento del referido plazo los motivos de la demora y la fecha en 
que se atenderá su reclamo, la cual en ningún caso podrá superar los ocho (8) días hábiles siguientes al 
vencimiento del primer término.
 
ARTÍCULO 13: PREGUNTAS O SUGERENCIAS
 
Si usted tiene alguna pregunta o consulta acerca del proceso de recolección, tratamiento o transfe-
rencia de su información personal, o considera que la información contenida en nuestra base de datos 
debe ser objeto de corrección, actualización o supresión por favor envíenos un mensaje a la siguiente 
cuenta de correo electrónico: extitutopa@gmail.com.
 
Para mayor información sobre Wikipaz y formas de contacto puede consultar la siguiente dirección 
www.wikipaz.co. Este sitio web, tiene consigo los términos y condiciones aplicables, los cuales pue-
den ser consultados para mayor información.
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Gráficas estadísticas
-



153



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

15
4

25 D
epartam

entos
61 M

unicipios



155



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

15
6



157



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

15
8



159



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

16
0



161



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

16
2



163



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

16
4



165



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

16
6



167



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

16
8



169



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

17
0



171



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

17
2



173



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

174



175



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

17
6



177



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

178



179



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

18
0



181



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

18
2



183



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

18
4



185



Sociedad Civil y Construcción de Paz  — 2018 / 2019

18
6



187


